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El presente dossier “El derecho a la ciudad” se gestó como una oportu-
nidad para introducir la variable territorial y urbana en la discusión 
política. Sin embargo, los acontecimientos transcurridos este año se 
han anticipado a la discusión teórica: el Caso Caval en enero y los de-

sastres naturales del temporal y aluviones de marzo en la zona norte; la erup-
ción, en abril, del Volcán Calbuco; las marejadas de la zona central durante el 
mes de agosto y las consecuencias del terremoto en septiembre, pusieron de 
manifiesto que la planificación del territorio y las ciudades requiere de mayor 
reglamentación, basada en el interés general y el desarrollo sostenible, así 
como de mecanismos de fiscalización y transparencia. 

Revisar estos casos y mirar hacia nuestras ciudades, fuertemente desintegra-
das y basadas en un desarrollo inequitativo, debiera activar no sólo una voz 
crítica, sino una voz llena de contenido para explicar y llena de ilusión por 
construir mejores entornos y más justos.

El contenido de este dossier se basa en algunos temas que se creen necesarios 
para armar el escenario de la planificación territorial y urbana, a través de 
la comprensión de procesos y operaciones que condicionan el uso del suelo y 
que explican muchos de los conflictos urbanos. En esta línea, Pablo Trivelli 
inicia el dossier con un análisis sobre el uso del suelo como negocio; Maricar-
men Tapia sistematiza algunos de los conflictos latentes en el territorio y la 
toma de decisiones políticas; y Rodrigo Salcedo expone algunos mitos sobre el 
crecimiento de las ciudades.

En avances y luces hacia donde seguir, el senador Carlos Montes explica 
desde su participación directa en los temas de tributación y política de suelo; 
mientras que Ana Sugranyes recoge la evolución del derecho a la ciudad; Vi-
cente Burgos escribe sobre los conflictos entre la normativa y la práctica de la 
planificación; y Genaro Cuadros propone cuestiones clave del tema territorial 
que deben ser incorporadas en la nueva Constitución.

EL DERECHO A LA CIUDAD
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Desde los conflictos locales, Miguel Lawner hace un llamado a la creación 
de entidades regionales gestoras y con capacidad de incidir en el territorio, 
mientras que se introducen en las dificultades de las regiones, los trabajos 
de José Antonio Piga, sobre Antofagasta; y de Carlos Muñoz Parra y Matías 
Dziekonski, sobre la Región de O’Higgins.

También se pensó en la necesaria mirada hacia la historia; Jerónimo Bouza 
revisa en occidente el pensamiento que estaba detrás de la acción urbanística 
desde el siglo XIX al XX; mientras que Patricia Corvalán, explica, en Chile, el 
proyecto de ciudad subyacente en los programas de gobierno de las elecciones 
de 1970. Ambos autores nos muestran que nuestras discusiones y conflictos 
no son recientes, y nos permite evaluar hasta donde hemos avanzado, a en-
tender la lentitud y la conflictividad que conlleva cada paso. 

Finalmente, se recoge una proyección propositiva desde la Comisión Ciudad y 
Territorio del Partido Socialista, apoyada por el Área de Investigación Jurídica 
del Instituto Igualdad.

En el dossier hay temas que se enuncian pero falta por desarrollar en detalle, 
como los de la participación, la protección de territorios naturales, la cues-
tión indígena; no obstante, hay un factor común a todos los problemas y en 
el que coinciden los autores: la necesaria base constitucional, legal y ética de 
un desarrollo del territorio y de nuestras ciudades basado en el bien común. 
Esperamos ser un aporte a esta discusión █

Maricarmen Tapia Gómez
Coordinadora del Dossier
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EL SUELO URBANO, FUNDAMENTO DEL 
HÁBITAT Y LOS NEGOCIOS

Las plusvalías constituyen la principal fuente de ganancias en el mundo inmobiliario. 
Esto es así porque el precio de un terreno cualquiera en una ciudad no es más que la 
capitalización de las externalidades que condicionan su potencial inmobiliario. Con-
secuentemente, el incremento del precio de un terreno se debe a las acciones de los 
propietarios de otros terrenos, empezando por los más cercanos, y de las decisiones 
de inversión o de intervención de las instituciones públicas que gobiernan la ciudad. 
Esto significa que las plusvalías no tienen como contraparte ningún esfuerzo produc-
tivo de parte del dueño de un terreno. Los dueños de los terrenos reivindican el dere-
cho a las plusvalías no porque hayan hecho algún aporte al desarrollo económico de 
las ciudades, sino que simplemente porque consideran que es parte el ejercicio pleno 
del derecho de propiedad.

Cuando se generaliza esta noción y en una perspectiva general de la ciudad, se puede 
afirmar que la estructura de los precios de la tierra es la contraparte de la estructura 
física y funcional de una ciudad. Los precios de los terrenos aumentan cuando au-
menta la población y cuando la economía de la ciudad crece. Desde una perspectiva 
de largo plazo en el tiempo se puede constatar que los precios de los terrenos han 
subido mucho en las ciudades chilenas. El incremento en el precio de los terrenos en 
el Gran Santiago se puede apreciar en el gráfico 1.

Pablo Trivelli O. Economista de la U. de Chile y Ph.D. 
Economía de la U. de Cornell.

TEMA CENTRAL:
EL DERECHO A 

LA CIUDAD

Plusvalías – Mercado de suelo – Política urbana
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Crecimiento del precio de los 
terrenos

El precio promedio de los te-
rrenos ofrecidos en el Gran 
Santiago, que tienen una 
superficie inferior a 5 hec-

táreas, aumentó desde 1,1 UF/M2 
en 1982 hasta 8,7 UF/M2 en la ac-
tualidad. Los precios de los terrenos 
suben por varias razones. Primero, 
porque ha aumentado la población y 
mucho más aún la cantidad de ho-
gares y, segundo, también porque ha 
aumentado el nivel de actividad eco-
nómica. Tercero, porque ha aumen-
tado mucho el ingreso de las perso-
nas, el PIB per cápita prácticamente 
se triplicó en los últimos 30 años en 
Chile. Cuarto, porque tenemos unas 
mejores ciudades: cobertura genera-
lizada de redes de servicios básicos 
y una cobertura universal en edu-
cación y salud, calles y avenidas 
pavimentadas, autopistas urbanas, 
sistema de METRO, áreas verdes, 
universidades, supermercados y cen-
tros comerciales. Quinto, porque la 
ciudad se ha densificado generando 
rentas de intensidad. Sexto, porque 
han subido mucho los precios de las 
viviendas. Esta es la relación de cau-
salidad y no la que suelen sostener 
algunos actores inmobiliarios en el 
sentido que los precios de las vivien-
das suben porque han subido los 
precios de los terrenos.

Estos incrementos en los precios de 
los terrenos explican el origen de 
grandes fortunas. No se trata de que 
todos los habitantes de las ciudades 
estén afectados por un frenesí espe-
culativo con los terrenos. Es la ten-
dencia de mercado en un contexto en 

que ha habido políticas de desarrollo 
urbano poco claras, políticas de sue-
lo poco acertadas, y un régimen tri-
butario muy favorable para los pro-
pietarios de terrenos.

También se puede apreciar la evolu-
ción del nivel y la estructura de pre-
cios de la tierra en el Gran Santiago 
a partir de los planos de avalúos fis-
cales de terrenos para los años 1964, 
1975, 2001 y 2014. Los precios de 
los terrenos suben porque suben 
los precios de las viviendas y la ten-
dencia al aumento del precio de las 
viviendas ha sido notable según se 
puede apreciar en el Gráfico 2. 

Magnitud de las fortunas que 
se generan

Para tener una noción de la escala de 
las fortunas que se generan con las 
plusvalías se puede hacer el siguien-
te ejercicio numérico. La mancha 
urbana de Santiago tiene del orden 
de unas 72.000 hectáreas, es decir, 
720 millones de metros cuadrados de 
suelo. Pues bien, cada vez que el va-
lor promedio de los terrenos sube en 
1,00 UF/m2, se generan plusvalías 
por un monto de UF 720 millones, lo 
que llevado a dólares significa unos 
US$ 29.000 millones. Hay antece-
dentes que permiten afirmar que los 
precios de los terrenos han subido 
mucho más que en 1,00 UF/m2 en 
las últimas décadas, tal como los que 
se presentan en este artículo.
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Gráfico 1: Variación de precios y superficie de terrenos ofrecidos de 
menos de 5 hectáreas, Gran Santiago oferta trimestral 

período 1982-2015

Fuente: Pablo Trivelli y Cía. Ltda “Boletín de mercado de Suelo, Área Metropolitana de Santia-
go” El gráfico informa sobre la superficie trimestral de terrenos ofrecidos en las 34 comunas 
del Gran Santiago (barras en sentido vertical, escala en el costado izquierdo) y la evolución 

del precio promedio trimestral de los terrenos ofrecidos en UF/m2, (eje costado derecho).

Gráfico 2

Fuente: Estructura de isovalores 1964-1975 “Comportamiento del mercado de suelo urbano 
en Chile. Bases para una política”. MINVU. Elaborado por el I.E.U de la Pontificia Universidad 

Católica de Chile. Jefe de investigación: Pablo Trivelli O.

VARIACION DE PRECIOS Y SUPERFICIE DE TERRENOS OFRECIDOS 
DE MENOS DE 5 HECTÁREAS, GRAN SANTIAGO 

OFERTA TRIMESTRAL PERIODO 1982-2015
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Gráfico 3: Avalúo Fiscal de terrenos no agrícolas 2001 2014

Fuente: Para el año 2001, MINVU 2004
Para el año 2014, elaboración Pablo Trivelli y Cía. Ltda. En base a información SII

Evolución de precios reales de vivienda a nivel nacional v/s Región 
Metropolitana

(índice base 2008=100)

Fuente: Banco Central “índice precios de las viviendas en Chile. Metodología y resultados” 
junio 2014
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existen hoy en la Región Metropolita-
na unas 50.000 hectáreas de terre-
nos con norma de uso de suelo ur-
bano que no están ocupadas, en el 
Gran Valparaíso existen unas 34.500 
hectáreas en similar condición y en 
el área Metropolitana de Concepción 
unas 47.000 hectáreas. Sólo en las 
tres mayores ciudades del país hay 
unas 130.000 hectáreas de suelo 
urbano vacante “en engorda”, como 
se lo denomina en otros países, que 
genera plusvalías para sus propieta-
rios y que no hacen prácticamente 
ningún aporte al financiamiento de 
las ciudades, porque tienen una de-
signación de uso agrícola por parte 
del SII, tienen un avalúo fiscal agrí-
cola, que es la centésima parte de un 
avalúo urbano, y porque no están 
afectas a la sobretasa del 100% de 
sitios eriazos en el pago de Contribu-
ciones3.

Son 130.000 hectáreas, es decir, 
1.300.000.000 metros cuadrados 
(mil trescientos millones de metros 
cuadrados). Cada vez que los valores 
de suelo suben en 0,50UF/m2 en es-
tas 130.000 hectáreas de estas áreas 
de expansión, las plusvalías son del 
orden de UF 650 millones.

Planes Reguladores Comunales y de 19 
Planes Reguladores Intercomunales.

3	 Estas ideas y estas cifras constituyen 
parte de un artículo, “Algunas 
reflexiones sobre la Política Nacional de 
Desarrollo Urbano, la Economía Urbana 
y el Financiamiento de las Ciudades”. 
Biblioteca del Congreso Nacional, La 
ciudad que queremos”, marzo 2015, 
páginas 85 a 109.

La superficie de la suma de la man-
cha urbana de las ciudades chi-
lenas, excluyendo Santiago, es de 
unas 100.000 hectáreas, es decir, 
1.000.000.000 de metros cuadrados 
(mil millones de metros cuadrados). 
Si se computara las plusvalías que 
genera un incremento de 0,50 UF/
m2 en el valor de esos terrenos, se 
llegaría a 500 millones de UF. Hay 
razones para pensar que el nivel pro-
medio del precio de los terrenos en 
el sistema urbano nacional podría 
subir en 0,50UF/m2 en períodos no 
muy largos, si se considera el boom 
de desarrollo que han tenidos mu-
chas ciudades de tamaño medio en 
la última década1.

La suma de las plusvalías de la man-
cha urbana de las ciudades chilenas 
sería de UF 1.220 millones si se su-
pone un incremento de 1,00 UF/m2 
para Santiago y 050 UF/m2 para el 
resto de las ciudades chilenas.

A esta cifra habría que agregar las 
plusvalías que se generan en las 
áreas de expansión urbana. Muchas 
de estas áreas se crearon con la am-
pliación de los límites urbanos de 
la mayoría de las ciudades chilenas 
en el década del 2.000, como conse-
cuencia de la denominada Reforma 
Urbana2. El hecho concreto es que 

1	 Una indicación indirecta del incremento 
del precio de los terrenos en las ciudades 
de tamaño medio es la dificultad 
creciente para localizar nuevos 
proyectos de vivienda social debido al 
precio que han alcanzado los terrenos 
y que obligan a ubicar eso proyectos 
en otras comunas donde hay menores 
precios del suelo.

2	 Ese programa del MINVU se propuso la 
formulación y/o actualización de 188 
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avalúo fiscal de carácter agrícola, la 
centésima parte de un avalúo urbano 
en todos los terrenos de las áreas de 
expansión. Más aún, que el SII haga 
exactamente lo mismo con terrenos 
al interior de las ciudades. Que no 
aplique la sobretasa del 100% a las 
Contribuciones de Bienes Raíces 
de los terrenos eriazos en las áreas 
de expansión y tampoco en los que 
están al interior de las ciudades con 
designación de uso agrícola. Que tarde 
casi 10 años entre un reavalúo y otro, 
a pesar de que debieran hacerse cada 
5 años. Que se mantenga una norma 
establecida por Augusto Pinochet el 
10 de marzo de 1990 que limita a un 
10% el aumento de la recaudación 
de la Contribución de Bienes Raíces 
cuando se hace un reavalúo. En 
estas condiciones el costo directo de 
la retención especulativa de terrenos 
eriazos en las zonas periféricas es 
demasiado bajo, la política pública 
es una invitación directa a especular, 
o al menos a hacer inversiones 
“financieras” en terrenos.

Hay un tema de fondo y es que el mun-
do político no ha hecho una elabora-
ción ideológica acerca de la ciudad, 
de la importancia de la cosa pública 
en las ciudades ni de las particulari-
dades de la operatoria del mercado 
de suelo urbano. No ayuda que el 
Congreso apruebe leyes como la que 
exime del pago de del pago de la so-
bretasa del 100% de la Contribución 
de Bienes Raíces que se aplica a los 
sitios eriazos en la ciudades cuando 
se trata de proyectos de subdivisión 
o loteo cuya superficie sea superior a 
cincuenta hectáreas. En estos casos 
“…la sobretasa referida se aplicará a 
los sitios resultantes de la subdivisión 

Las deficiencias de las 
políticas públicas agudizan 
el sistema

Históricamente, para efectos tributa-
rios, las plusvalías no han constitui-
do renta cuando los propietarios son 
personas naturales que no tienen 
habitualidad de giro inmobiliario. 
Significa que ni siquiera se declara-
ban como renta. El caso reciente más 
notable es el de una transacción de 
un terreno de 42 hectáreas ubica-
do en el medio de La Dehesa que se 
vendió por casi US$ 100 millones de 
dólares, que ni siquiera fueron de-
clarados como renta y que hasta ese 
momento tenía una designación de 
uso agrícola y consecuentemente, un 
avalúo fiscal desproporcionadamen-
te bajo (0,06 UF/m2), lo que signifi-
ca que prácticamente casi no pagaba 
Contribuciones de Bienes Raíces4.

Las plusvalías en las áreas de 
expansión se multiplican como 
consecuencia de errores de gobierno, 
de ausencia de políticas públicas o 
de políticas basadas en errores de 
diagnóstico de la realidad o en marcos 
conceptuales errados. No tiene 
sentido planificar áreas de expansión 
tan desproporcionadamente 
abundantes, que no corresponden 
a una planificación del desarrollo 
urbano, menos si se piensa que con 
esa medida se podría bajar el nivel de 
los precios de la tierra. Es un error de 
política pública que el SII les mantenga 
una designación de uso agrícola y un 

4	 h t t p : / / w w w . e l m o s t r a d o r . c l /
mercados/2012/01/16/los-matte-
capdevila-vendieron-el-terreno-mas-
caro-de-chile-sin-pagar-impuestos/
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lica a partir del caso CAVAL, porque 
cualquier propietario de un terreno 
en el entorno de una ciudad estaría 
feliz que le aplicaran un tal impuesto 
a cambio de una ampliación de lími-
te, porque le permitiría capitalizar el 
90% de unas plusvalías que podría 
lograr sin ningún esfuerzo.

Un poco de historia

Hasta 1978 la temática del mercado 
de suelo urbano no era parte del de-
bate sobre la ciudad y sobre la pla-
nificación del desarrollo urbano en 
Chile, al menos en el ámbito de la for-
mulación de políticas públicas. Hasta 
entonces, a raíz de la promulgación 
del primer Plan Regulador Interco-
munal (PRIS) de 1960, el debate que 
se dio en torno al caso de Santiago 
se centró, principalmente, en aspec-
tos físicos y funcionales, que ponen 
énfasis en el ordenamiento de uso de 
suelo a través de la zonificación y la 
localización de subcentros, el trazado 
de las redes de vialidad, transporte 
y servicios básicos, y la protección 
ambiental, el límite urbano. Es una 
tarea que asumieron fundamental-
mente profesionales del área de la 
arquitectura y el urbanismo que, en 
base a diferentes hipótesis de creci-
miento demográfico, formularon vi-
siones físicas y funcionales del futu-
ro de la ciudad.

En 1978 el diagnóstico oficial era que 
había una escasez artificial de suelo 
como consecuencia de un límite ur-
bano que había sido arbitrariamente 
impuesto, lo que había hecho subir 
los precios de los terrenos. Se incor-

o loteo transcurrido el plazo de diez 
años contado desde la fecha de recep-
ción definitiva, total o parcial, de di-
chas obras de urbanización” (Ver Ley 
N° 20.280 Art. 8 segundo párrafo). 
¿Quiénes son los afortunados propie-
tarios de terrenos urbanos de más de 
cincuenta hectáreas que logran que 
el Parlamento chileno los beneficie 
tan generosamente? También consti-
tuye un ejemplo poco afortunado la 
promulgación, por unanimidad, de la 
ley que establece la caducidad de la 
declaratoria de utilidad pública con-
tenida en los planes reguladores (Ver 
Ley N° 19.939 del 13 febrero 2004), 
y que ha sido parcialmente corregida 
en fecha reciente.

Las plusvalías han tenido histórica-
mente un tratamiento tributario muy 
benévolo y todo indica que eso no 
cambiará en el futuro cercano, por-
que las iniciativas de gobierno sobre 
la materia son marginales. La Refor-
ma Tributaria del año 2014 establece 
un tributo de un 10% a las plusvalías 
que se generen por sobre las 8.000 
UF. Significa que las primeras 8.000  
UF de plusvalías quedan exentas de 
impuesto.

En junio de 2015, el Ejecutivo envió al 
Parlamento el Proyecto de Ley sobre 
Transparencia del Mercado de Suelo 
e Incrementos de Valor por Amplia-
ción del Límite Urbano. Esta ley tiene 
el propósito de recuperación de plus-
valías para el caso de los terrenos que 
se benefician con las ampliaciones de 
los límites urbanos. Contempla una 
tasa de 10% a los incrementos de va-
lor de la tierra cuando las transaccio-
nes registran valores por sobre 5.000 
UF. Es una reacción más bien simbó-
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radical de las medidas adoptadas fue 
la expansión del límite urbano exis-
tente en la época, desde unas 40.000 
hás., hasta 100.000 hás. Esto signi-
ficó que en la práctica el límite urba-
no dejó de ser un límite, porque si la 
ciudad se expandiera a un ritmo de 
1.000 hectáreas/año, la dotación de 
suelo alcanzaría para los siguientes 
60 años. La idea inspiradora, basa-
da en una concepción liberal del fun-
cionamiento del mercado de suelo y 
de la vida económica en general, era 
que, una vez ampliado el límite urba-
no, aumentaría la oferta de suelo, lo 
que a su vez haría bajar los precios 
de los terrenos. De esta manera, los 
hogares de menores ingresos podrían 
adquirir un lote y construir su casa. 
El paradigma subyacente era que el 
libre funcionamiento del mercado 
resolvería automáticamente el pro-
blema habitacional popular que se 
había acumulado hasta fines de la 
década de los ´70. 

El texto de la Política de 1979 postu-
la que 

“en la medida que el sector pri-
vado capta las señales del mer-
cado, puede llevar a cabo, libre-
mente, todas las actividades 
que son demandadas por la po-
blación. La labor del Estado se 
reduce así a aquellos aspectos 
que temporalmente no resultan 
atractivos para la iniciativa pri-
vada y a la dictación y fiscaliza-
ción de las leyes y normas des-
tinadas a garantizar la igualdad 
de oportunidades, como sus ob-
jetivos básicos… se trata enton-
ces de crear las condiciones ópti-
mas para que opere un eficiente 

poró entonces al debate la Oficina de 
Planificación Nacional y con ello la 
voz de los economistas en el ámbito 
de la planificación del desarrollo ur-
bano, aplicando los planteamientos 
teóricos de Miguel Kast5, Ministro de 
Estado e ideólogo de las reformas li-
beralizadoras del gobierno militar, 
que en estas materias contaba con el 
respaldo explícito de Arnold Harber-
ger, economista profesor de la Uni-
versidad de Chicago y asesor del go-
bierno militar.

Al promulgar la Política Nacional de 
Desarrollo Urbano en 1979, los plan-
teamientos de estos economistas se 
fundamentan en dos premisas cen-
trales6: primero, que el suelo urbano 
no es un recursos escaso; segundo, 
que el mercado, sin la intervención 
arbitraria de los planificadores, es el 
mecanismo que debe regir para lograr 
una asignación eficiente de los recur-
sos en el territorio de las ciudades. 
Como corolario de estas premisas se 
sostiene que el límite urbano consti-
tuye una cuestión arbitraria y que la 
expansión de las ciudades debe regu-
larse a través de la competencia por 
el uso de suelo entre las actividades 
agrícolas y las actividades urbanas.

Consecuente con esta visión de la 
realidad, el gobierno militar liberali-
zó las normas de planificación y pro-
cedió a desregular muchos aspectos 
de la vida urbana. La expresión más 

5	 Ver Revista AUCA Nº 37, págs. 38 y 39
6	 Ministerio de Vivienda y Urbanismo, 

DDU, “Política nacional de Desarrollo 
Urbano, Chile, 1979” y “Conceptos 
básicos para la formulación de la 
Política Nacional de Desarrollo Urbano, 
Chile, 1979” en Revista EURE Nº22 
septiembre 1981.
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propiedad sin comprometer al Esta-
do a indemnizar.” También aboga por 
la participación ciudadana y reivindi-
ca un rol más activo para el Estado, 
realzando la importancia de fomen-
tar y defender el bien común sobre 
los intereses individuales.

Algo de teoría sobre el 
mercado del suelo

El enfoque neoclásico respecto del 
mercado de suelo urbano tiene su 
precursor y principal exponente en 
el marco teórico formulado por W. 
Alonso7 y desarrollos posteriores, se-
gún el cual las actividades se locali-
zan en el espacio urbano en un con-
texto competitivo de mercado en un 
plano isotrópico (homogéneo en todo 
sentido), donde no hay bienes públi-
cos, ni externalidades ni presencia 

7	 W. Alonso “Location and Land Use; 
towards a general theory of land rent” 
Harvard University Press, Cambridge, 
Mass, EEUU 1964 

mercado de la tierra urbana por 
una parte, y, por otra, de definir 
los procedimientos y normas que 
contribuyan a satisfacer, por el 
mismo mecanismo, las necesi-
dades y las aspiraciones de la 
población en materia de vivien-
da y servicios urbanos.”

Como sucede en épocas de dictadu-
ra, se impuso una verdad oficial sin 
contrapeso ni debate. Muy pronto se 
hicieron evidentes los errores de esta 
política pública, lo que se manifestó 
en la reformulación de la Política Na-
cional de Desarrollo Urbano en 1986, 
dando un viraje en 180° en algunas 
materias, como la participación ciu-
dadana, la necesidad de planificar el 
desarrollo urbano, estableciendo, en-
tre otras cosas que “…resulta claro 
que dicha planificación, sancionada 
por ley, tiene capacidad para estable-
cer limitaciones y obligaciones a la 

 

Fuente: Elaboración propia Fuente: Bodoni H en Geografía Urbana, 
Tomo X, Colección IGM 1985.

Gradiente del precio del suelo según modelo de Alonso y Modelo de 
Valores según Berry
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la tierra no es más que la remunera-
ción por el uso de este factor produc-
tivo que en el contexto de la teoría de 
la productividad marginal constituye 
simplemente la retribución por el uso 
de la tierra que se determina en base 
a su aporte al proceso productivo.

La estructura de los precios de la tie-
rra se expresaría gráficamente como 
en el gráfico “Gradiente del precio del 
suelo según modelo de Alonso y Mo-
delo de Valores según Berry”.

En esta aproximación teórica, la li-
bre operatoria del mercado permitiría 
también alcanzar una transición de 
suelos urbanos a suelos agrícolas se-
gún las rentabilidades de las distin-
tas actividades y la competencia en el 
territorio. De esta manera el mercado 
permitiría regular automáticamente 
el tamaño y el crecimiento de las ciu-
dades, sin planificación y sin buro-
cracia.

Los economistas liberales suelen ig-
norar que el mercado de suelo no 
cumple con ningunos de los supues-
tos de la competencia perfecta, ni tie-
ne a ella. Esto es un tema central, 
porque el mercado de suelo es el 
mercado de las localizaciones, el que 
orienta la asignación de recursos en 
el espacio urbano. Tampoco tienen 
en consideración que la ciudad está 
plagada de externalidades, lo que 
constituye una falla estructural del 
mecanismo de mercado; que existen 
monopolios naturales y que existe 
una necesidad ineludible de bienes 
públicos. De hecho, la ciudad es en 
si misma un bien público.

alguna del Estado, ni vida política 
en la ciudad, ni ningún elemento fí-
sico, legal, político, social o cultural 
que pudiera alterar la libre operato-
ria del mecanismo de mercado, que 
se supone operaría en un contexto de 
competencia perfecta. Es un modelo 
estático de localización residencial, 
desarrollado a partir de la deman-
da de suelo por parte de un “hombre 
económico” que maximiza su satis-
facción individual. No hay ninguna 
elaboración sobre la producción y 
oferta de suelo, ni tampoco sobre la 
naturaleza de la renta de la tierra.

En las versiones más simples este 
modelo teórico se supone que la ciu-
dad tiene un esquema monocéntrico 
y es perfectamente simétrica en cual-
quier dirección desde el centro a la 
periferia. La decisión de localización 
de los actores económicos que inter-
vienen en la ciudad se estudia en base 
al análisis de un eje que va desde el 
centro hasta la periferia de la ciudad, 
cualquiera sea la dirección. La deci-
sión de localización dice relación con 
el trade off entre distancia al centro 
(costo de transporte en tiempo y en 
dinero) y precio y cantidad de suelo. 
En este contexto urbano abstracto se 
alcanzaría una asignación óptima de 
los recursos en términos funcionales 
y territoriales a través de la libre ope-
ratoria del mercado. El ordenamiento 
interno de cualquier ciudad se daría 
en forma automática, siguiendo un 
esquema de gradientes de densidad 
que decrecen gradualmente desde el 
centro hacia la periferia. Asociado a 
lo anterior, habría una gradiente de 
precios de la tierra que también de-
crece desde el centro hacia la perife-
ria. En este marco teórico la renta de 
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en función de las políticas públicas, 
pero que no es más que un instru-
mento al que no se le puede exigir 
resultados que por su propia natura-
leza no puede entregar y que invocan 
la necesidad de una acción pública 
directa.

El mercado de suelo difiere de todos 
los demás mercados, no tanto por las 
características de la demanda, sino 
por la manera en que se produce 
suelo urbano y la construcción de la 
función de oferta.

A diferencia de la producción de to-
mates, papas fritas, autos, vestuarios 
o barniz de uñas, donde un empre-
sario controla el proceso productivo 
y decide la combinación de factores 
en forma independiente y autónoma 
respecto de otros productores, y ob-
tiene un producto claramente identi-
ficable, en el caso del suelo urbano la 
producción de suelo es un concepto 
difícil de precisar, porque la urbani-
zación de un terreno dotándolo de 
servicios básicos de redes, no es con-
dición necesaria, porque hay muchos 
casos en que sin contar con estos 
servicios se registran asentamien-
tos de población aledaño a las ciu-
dades, especialmente en otros países 
latinoamericanos. Tampoco es con-
dición suficiente, porque un espacio 
dotado de infraestructura y redes 
que no esté vinculado a una ciudad 
difícilmente podría tener carácter ur-
bano, no basta con que un terreno 
tenga redes de servicios para que sea 
urbano.

Si el valor de un terreno cualquiera 
es la consecuencia de las externali-
dades que lo afectan, y si hay valores 

Si se dejara la ciudad a merced de la 
libre operatoria del mercado y de la 
pugna por el lucro de infinitos acto-
res individuales, sin ninguna regula-
ción ni instancia de defensa del bien 
común, la ciudad sería inviable, sim-
plemente colapsaría.

¿Significa eso que hay que abolir la 
aplicación del mecanismo de merca-
do en el mercado de suelo urbano?

De ninguna manera.

Pero hay que entender que el mercado 
de suelo urbano debe estar regulado 
y el derecho de la propiedad acotado 
a las necesidades de la ciudad y los 
requisitos del bien común. El dere-
cho de propiedad individual, legítimo 
y necesario, nunca debe ser ejercido 
en detrimento del bien común8.

Existen muchas variantes de mode-
los alternativos, como la separación 
del derecho de desarrollo en relación 
al derecho de propiedad de la tierra; 
la demarcación y alcance del derecho 
a las plusvalías; las sanciones por 
mantenerlos ociosos o subutilizados 
y las restricciones que surgen de las 
normas de planificación y otras nor-
mativas que regulan la vida urbana 
(edificación, medio ambiente, trans-
porte, entre otras).

En cualquier caso debe tenerse pre-
sente que el mecanismo de mercado 
es una construcción frágil, un meca-
nismo que puede y debe ser regulado 

8	 Ver Conferencia Nacional de Obispos de 
Brasil, “Suelo Urbano y Acción Pastoral” 
1981 y Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos http://www.ohchr.
org/SP/ProfessionalInterest/Pages/
CCPR.aspx
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como consecuencia de diferencias en 
la intensidad de uso de los suelos 
más fértiles se denomina renta de 
intensidad o renta diferencial II. La 
existencia de ventajas especiales 
e irreproducibles que pueda tener 
un terreno dan origen a la renta 
de monopolio. La noción de renta 
absoluta, desarrollada por Marx, y 
también aplica al caso urbano.

El otro economista clásico que for-
mula desarrollos conceptuales sobre 
la renta agrícola que hoy se aplican al 
caso urbano es Johan von Thünen10, 
que busca explicar el ordenamiento 
territorial que tienen los cultivos en 
torno a las ciudades. En ese modelo 
la renta de la tierra agrícola surge del 
ahorro en los costos de transporte 
que logran los agricultores ubicados 
más cerca de la ciudad.

En ambos modelos teóricos, las con-
clusiones son exactamente iguales, 
salvo en lo relativo al origen de la 
renta. Ambas concluyen que la renta 
de la tierra no forma parte de los cos-
tos de producción de los productos 
agrícolas. Que la renta agrícola es un 
excedente que origina en las venta-
jas de los terrenos más fértiles o con 
mayor intensidad de uso (D. Ricardo) 
o en los que están localizados más 
cerca de la ciudad (J. von Thünen). 
Segundo, el precio del producto que 
rige en el mercado para un producto 
agrícola es el precio necesario para 
sustentar la producción en los terre-

10	Thünen, Johann Heinrich von, 1783-
1850 Isolated state; an English edition 
of Der isolierte Staat. Translated by 
Carla M. Wartenberg. Edited with an 
introd. by Peter Hall, Oxford, New York, 
Pergamon Press [1966]

de suelo que van entre 700 UF/m2 y 
0,5 UF/m2, significa que el producto 
“suelo urbano” es muy heterogéneo, 
que hay una muy reducida canti-
dad de suelo que tiene condiciones 
urbanas muy favorables y un muy 
alto precio y en el otro extremo hay 
terrenos muy baratos, porque tie-
nen las peores condiciones urbanas, 
y que existe una vasta gama de te-
rrenos con distintas características 
urbanas según distancia al centro, 
uso de suelo, connotación socio eco-
nómica, proximidad de áreas verdes 
y servicios, densidad de ocupación, 
etc. Significa que la producción de 
suelo urbano es consecuencia de las 
decisiones de inversión en el espacio 
urbano de muchísimos actores, pú-
blicos y privados, con lo que se va 
construyendo la ciudad, que la pro-
ducción de suelo urbano es la conse-
cuencia de un proceso social amplio.

Los autores que abogan por la libre 
operatoria del mercado de suelo y la 
desregulación de las ciudades han 
ignorado sistemáticamente el apor-
te de los economistas clásicos en la 
formulación de la teoría de la renta 
agrícola y las implicaciones que de 
ella derivan para las ciudades en la 
actualidad.

Para David Ricardo9 la renta de 
la tierra corresponde a la parte 
del producto que se paga por las 
energías originarias e indestructibles 
del suelo, (a diferencia del pago por 
las inversiones incorporadas que 
diferencian una propiedad de otra) 
denominada renta diferencial I o renta 
de fertilidad. El excedente que surge 

9	 D. Ricardo “Principios de Economía 
Política y Tributación”
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Algunos antecedentes sobre 
precio de tierras urbanas

Los precios más altos de los terrenos 
en Chile están en el centro de San-
tiago, en la esquina de Huérfanos 
con Ahumada y alcanzan un valor de 
unas 600 a 700 UF/m2. Es la “ferti-
lidad” comercial de ese lugar, donde 
circula mucha gente, gente que com-
pra y que hace que un negocio ubica-
do en esa esquina gane mucho dine-
ro. El dueño del local, el que lo da en 
arriendo al que lo trabaja, tratará de 
subir al máximo el precio de arrien-
do, evitando sobrepasar el límite en 
que el comerciante que lo explota de-
cida irse porque ya no puede pagar 
el arriendo, porque ya no consigue 
obtener un margen de ganancia nor-
mal. Esa es la lógica que lleva a la 
afirmación que siempre toda la renta 
va a parar a manos del dueño de la 
tierra o del lugar. Cualquier persona 
podrá verificar que el flujo actualiza-
do del contrato de arriendo de las far-
macias en esa esquina lleva a valores 
de 600 a 700 UF/m2. El precio del 
terreno en esa esquina es en realidad 
un poco más alto si se tiene en cuen-
ta la incidencia del precio del terreno 
en la edificación en altura que se le-
vanta en ese lugar. Es lo que corres-
ponde a la Renta Diferencial tipo II o 
renta de intensidad. 

En todas las capitales regionales de 
Chile los más altos valores de suelo 
urbano corresponden a los centros de 
las ciudades y tienen un uso de suelo 
predominante de carácter comercial, 
salvo los casos de Antofagasta e Iqui-
que, donde los mayores valores están 
en el frente costero en alta densidad 
para estratos altos, según el reavalúo 
fiscal del 2014.

nos menos fértiles (o peor ubicados), 
por lo tanto, es el precio de los pro-
ductos que utilizan la tierra el que 
determina el nivel de renta y no a la 
inversa. Tercero, en un contexto de 
libre mercado, la competencia por los 
mejores terrenos (más fértiles o mejor 
ubicados) hace que siempre, la totali-
dad de la renta vaya a parar a manos 
de los propietarios de la tierra.

Estas conclusiones son las que expli-
can la estructura y funcionamiento 
del mercado de suelo hoy en nues-
tras ciudades.

Las variables que explican la estruc-
tura de los precios de la tierra son: 
primero, la vialidad y el sistema de 
transporte. Segundo, la estructura 
socioeconómico territorial. Tercero, 
las demandas sectoriales de suelo 
con sus diferentes requisitos de lo-
calización y los diferentes grados de 
sustituibilidad locacional. Cuarto, la 
intervención pública en las ciudades 
con las múltiples variantes (desde la 
definición del derecho de propiedad 
en la Constitución Política del Es-
tado; el marco político institucional 
de administración interior del Esta-
do. También la intervención pública 
a través de los planes de desarrollo 
urbano territorial, las normas de pla-
nificación, construcción, regulación 
ambiental; tributación urbana y el 
cobro de tasas, derechos y tarifas 
municipales; inversiones públicas y 
modelos de gestión de infraestruc-
tura y redes; inversiones en equipa-
miento; distribución territorial del 
gasto público; políticas de vivienda y 
políticas de suelo y muchas otras).
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Ingreso medio per cápita según censo distrital

Valor promedio de casas nuevas vendidas y precio promedio de terrenos 
ofrecidos. Comuna Peñalolén

Período 2do trimestre 1987-1er trimestre 2010

Fuente: Collect, "Análisis de la Oferta y Venta de Viviendas Nuevas en el Gran Santiago" y 
PABLO TRIVELLI Y CÍA LTDA. "Boletín de Mercado de Suelo Urbano, Área Metropolitana de 

Santiago".
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que se vende por una cifra del orden 
de 2.000 UF. Ese producto inmobi-
liario puede pagar por el suelo urba-
no entre 1,5UF/m2 y 2UF/m2, así es 
que cualquier propietario de terrenos 
venderá al menos a ese precio, por-
que sabe que es lo que puede pagar 
el actor inmobiliario.

Las ciudades chilenas registran un 
alto grado de segregación socioeco-
nómica espacial. Esto tiene graves 
efectos sobre la equidad a partir de 
ciudades de unos 150.000 habitan-
tes, cuando las dimensiones de las 
ciudades amagan la accesibilidad in-
terna a las oportunidades urbanas. 

Entender la dinámica socio económica 
residencial es fundamental para 
entender la dinámica de los precios 
de los terrenos. Los que pueden 
pagar por una vivienda y elegir el 
lugar en que quieren vivir son cada 
vez más hogares en Chile. Se genera 

La dinámica de la formación de pre-
cios de las zonas centrales sigue la 
misma lógica en toda la ciudad, a ve-
ces en contratos de arriendo, a veces 
en transacciones de compra venta. 
En los frentes de expansión urbana 
sucede algo similar. Cuando se am-
plía el límite de la ciudad, los precios 
de los terrenos que se incorporan no 
bajaran, sino que subirán hasta ni-
velarse con los que pueden pagar los 
desarrollos en ese contexto. Así por 
ejemplo, cuando se amplió el límite 
urbano con el PRMS 100, el 2014, 
los precios de los terrenos no baja-
ron porque hubo una mayor oferta 
potencial de suelo urbano disponi-
ble. Por el contrario, los precios de 
los terrenos que se incorporaron a la 
ciudad subieron de 0,5 UF/m2 has-
ta 1,5 UF/m2 o más. Esto sucedió 
porque el producto inmobiliario más 
vendido en la periferia de la ciudad 
es hoy, típicamente, una casa de 
70m2 en un terreno de 120 a 140 m2 

Valor promedio de casas nuevas vendidas y precio promedio de terrenos 
ofrecidos. Comuna Puente Alto

Período 2do trimestre 1987-1er trimestre 2010

Fuente: Collect, "Análisis de la Oferta y Venta de Viviendas Nuevas en el Gran Santiago" y 
PABLO TRIVELLI Y CÍA LTDA. "Boletín de Mercado de Suelo Urbano, Área Metropolitana de 

Santiago".
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de nuevos proyectos de hogares con 
ingresos medios hacia lugares más 
distantes, donde viven hogares de 
ingreso más bajo. Esto provoca a su 
vez, también incrementos en los pre-
cios de la tierra, aunque a otra esca-
la, desplazando la localización de los 
nuevos proyectos de viviendas socia-
les hacia una periferia cada vez más 
lejana, fuera de Santiago.

Para ilustrar este fenómeno se pre-
senta el caso de Peñalolén, donde los 
precios de los terrenos se mantuvie-
ron por debajo de 0,5 UF/m2 mien-
tras se construyeron principalmente 
viviendas sociales, tal como se puede 
apreciar en el gráfico adjunto. En la 
medida que se empezaron a desarro-
llar casas con valores más altos, los 
precios de la tierra comenzaron a su-
bir. Así por ejemplo, en el año 1993, 
el precio promedio de las casas fue 
de 1.500 UF y el precio promedio de 
los terrenos de 1,5UF/m2. Los pre-
cios de las casas fueron subiendo 
gradualmente, lo que hizo subir los 
precios de los terrenos a un ritmo 
similar, inhibiendo la posibilidad de 
nuevos proyectos de vivienda social 
Hoy los precios de las viviendas en 
Peñalolén han llegado a 5.000 UF y 
los precios de los terrenos a niveles 
del orden de 4 UF/m2.

Lo mismo sucedió en la comuna de 
Puente Alto, pero a otro nivel de pre-
cios de vivienda y de la tierra, como 
se puede apreciar en el siguiente grá-
fico, donde por muchos años, mien-
tras sólo se construían viviendas 
sociales, los precios de la tierra se 
mantuvieron muy bajos, para empe-
zar a subir en la medida que se desa-
rrollaron proyectos de vivienda para 
hogares de ingreso medio.

una presión de demanda sobre los 
mejores barrios que tienen una 
superficie limitada, lo que hace 
subir los precios de las viviendas y 
luego los precios de la tierra. Son los 
estratos altos que se autosegregan y 
se concentran en el espacio urbano 
para conseguir ejercer influencias 
sobre las autoridades públicas y 
tener una mejor ciudad a través 
de las inversiones directas y las 
regulaciones.

En el caso de Santiago, es la presión 
por vivir en el sector oriente de la ciu-
dad lo que hace aumentar los precios 
de las viviendas, lo que estimula un 
alza consecuente en los precios de la 
tierra. Para los hogares que quisie-
ran vivir allí, que ya no pueden pagar 
los precios de esas viviendas (espe-
cialmente hogares jóvenes), generan 
tres alternativas de localización: pri-
mero, la densificación en las partes 
bajas del sector oriente; segundo, la 
apertura de un nuevo frente de de-
sarrollo por el flanco de la cordillera 
hacia el sur, en la comuna de Peñalo-
lén, cuestión que se proyecta parcial-
mente sobre la comuna de La Flori-
da; tercero, la opción por vivir en las 
comunas de Colina o Huechuraba o 
Quilicura, y más recientemente en el 
flanco sur de Santiago. 

La llegada de hogares de mayores 
ingresos a comunas donde habitual-
mente se construían viviendas de 
menor valor para estratos medios ha 
provocado un incremento en el pre-
cio de los terrenos. Se genera así un 
efecto encadenado en el territorio en 
que la llegada de hogares de mayores 
ingresos hace subir los precios de la 
tierra, lo que desplaza la edificación 



56

¿Estamos frente a un destino fatal e 
ineludible?

De ninguna manera.

Será necesario pensar la ciudad en 
términos económicos y políticos, en-
tendiendo con claridad la operatoria 
del mercado de suelo y la naturaleza 
de las plusvalías, el rol de las políti-
cas públicas y el destino común de 
sus habitantes, cristalizado en un 
pacto social antes que en un plan fí-
sico de ordenamientos territorial █

* El computo del precio de las ofertas 
de terrenos no constituye un índice de 
precios en estricto sentido estadístico.

El alza en el precio de los terrenos y 
de las viviendas se proyecta en el te-
rritorio como una ola expansiva por 
todo el espacio urbano. En la mayo-
ría de las ciudades chilenas, esto sig-
nifica que los precios de los terrenos 
han aumentado tanto, que ya no es 
posible construir viviendas sociales. 
Los nuevos proyectos de vivienda so-
cial son expulsados a una periferia 
cada vez más lejana. La segregación 
socio económica territorial pasa de 
una escala intraurbana a una escala 
regional, en casi todas las ciudades 
de Chile.

Esto seguirá siendo cada vez más 
grave, porque la tasa de aumento del 
precio de los terrenos es muy supe-
rior a la tasa de crecimiento de los 
salarios.

Se da entonces la paradoja que en 
un contexto de políticas de desarrollo 
urbano y políticas de suelo, erradas, 
insuficientes o inadecuadas, la pros-
peridad de las ciudades, es decir, 
mientras más exitosamente cumplan 
su rol de ser los motores de la econo-
mía, más crecen los precios de la tie-
rra y más se agudiza la segregación 
socio económica espacial y los pobres 
cada vez más lejos de las oportunida-
des que genera el éxito económico.



57

PODER, POLÍTICA Y TERRITORIO
Maricarmen Tapia Gómez, arquitecta, Universidad de 
Santiago de Chile, doctora en Urbanismo, Universidad 
Politécnica de Cataluña. 

TEMA CENTRAL:
EL DERECHO A 

LA CIUDAD

Urbanismo – Derechos Humanos – Constitución – Ordenación 
del territorio



Introducción

En enero de 2015, con motivo 
del Caso Caval, se pusieron 
de manifiesto una serie de 
evidencias, muchas veces 

discutidas, pero hasta ahora insufi-
cientemente dimensionadas. La rela-
ción entre la regulación del territorio, 
la especulación y el tráfico de in-
fluencias, ha sido fuente de titulares 
que mordazmente dejaron al descu-
bierto que en el territorio existe una 
fuerte pugna de poderes y una laxa 
regulación.

El conflicto político en la regulación 
del territorio se expresa en todos los 
países, tal como se explica en el do-
cumento de UN-Habitat: “El uso del 
suelo está vinculado al clientelismo 
político y a los intereses creados por 
las élites. A menudo, el uso del suelo 
es un asunto político explosivo y es 
el origen de muchos conflictos poten-
ciales y reales” (UN- Hábitat. 2007:6). 

De la misma manera, la regulación 
del territorio está en directa relación 
con los principios, los valores y la éti-
ca con que actuarán los profesionales 
y quienes tomen decisiones sobre la 
planificación. La ética no sólo está en 
relación con la actuación individual, 
sino con la concepción que se tiene 
de la sociedad, acerca del actuar o no 
sobre las inequidades urbanas y so-
bre las responsabilidades del urba-
nismo y su vinculación con la política 
(Muntaner y Muxí, 2011:27-67)

Una de las cuestiones que asombra 
mayormente de nuestro contexto es 
la aceptación acrítica de ciertos prin-
cipios que ordenan el territorio. La 

crítica, como forma de pensamiento, 
es capaz de cuestionar la realidad, los 
instrumentos, y de vislumbrar clara-
mente los límites entre las concepcio-
nes del desarrollo urbano social y del 
desarrollo urbano antisocial, basado 
en intereses particulares. De alguna 
manera, la definición de la propiedad 
privada parece haber permeado todo 
entendimiento de lo urbano, una dis-
torsión local muy arraigada, cuan-
do en realidad la ciudad responde a 
sus ciudadanos, independientemen-
te de su condición de propietarios 
o no. Asimismo, y producto de esta 
falta de crítica, la ciudad se presen-
ta como una consecuencia de “algo”, 
como un “mal irremediable”, siendo 
que la ciudad responde a decisiones, 
que hasta ahora han marginado sis-
temáticamente a gran parte de sus 
habitantes. Esta visión debiera ser 
corregida, por una visión de colecti-
vidad, bien común e interés general.

Una regulación adecuada del terri-
torio, basada en el ejercicio demo-
crático y la justicia social, atiende a 
tres cuestiones fundamentales. En 
primer lugar, debe asegurar un de-
sarrollo equitativo, mediante la toma 
decisiones supeditadas al beneficio 
general sobre el particular. Segundo, 
debe estrechar el margen a vacios le-
gales, a interpretaciones interesadas 
y a la especulación, evitando el trá-
fico de influencias y la corrupción; 
esta medida permite a su vez que los 
beneficios generados sean en parte 
de carácter general y no exclusiva-
mente particular. En tercer lugar, en 
la regulación, en el proceso de diseño 
y la planificación se debe asegurar la 
intervención de distintos actores so-
ciales, lo que otorga mayor transpa-
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Tensiones en el territorio

La ordenación del territorio es una 
necesidad de la sociedad de distri-
buir y organizar el territorio de la ma-
nera más eficiente desde el punto de 
vista económico, social, cultural, am-
biental y político. Producto de esta 
necesidad se ha configurado una 
disciplina académica que se encar-
ga de estudiar, analizar y proponer 
los métodos, herramientas y normas 
para llevarla a cabo. La Ordenación 
del Territorio interviene sobre una 
serie de dinámicas conflictivas inhe-
rentes en el uso de un recurso limi-
tado, el suelo, que se ven agudizadas 
por conflictos de interés particulares. 
En Chile, una posible interpretación 
de estas tensiones, desde la política 
pública, podría explicarse en cuatro 
factores fundamentales: la proximi-
dad de lo rural y lo urbano, referi-
do especialmente a la continua ur-
banización de suelo rural. Segundo, 
el factor de Localización, tanto de 
los recursos, como de los servicios y 
equipamientos. En tercer lugar, los 
derechos humanos y el desarrollo 
territorial, que son los principios a 
partir de los cuales se organiza el te-
rritorio y se identifican los derechos 
que el Estado debe velar y proveer; y, 
finalmente, las políticas de vivienda 
social, considerando el importante 
rol que han tenido estas políticas en 
el desarrollo de las ciudades. Estos 
factores se interrelacionan y hasta 
ahora han modelado una parte sig-
nificativa de las ciudades, marcadas 
por una fuerte segregación social e 
inequidad urbana, en un complejo 
proceso de acciones y efectos que se 
retroalimentan y sobre el que se debe 
actuar integralmente para corregirlo. 

rencia a la toma de decisiones, eva-
lúa la pertinencia de las inversiones 
y da legitimidad a la acción pública. 

Los principios de desarrollo social-
mente sostenible, es decir, que no 
produzca inequidades ni segregación 
territorial, deben ser la base de toda 
acción política. La respuesta a cómo 
ordenar en el territorio los derechos 
de las personas, que prevalezca el in-
terés general como principio rector o 
asumir como Estado el rol de regular 
el suelo, son decisiones políticas in-
eludibles si aspiramos a una mayor 
justicia social en nuestras ciudades.

En el presente artículo se pretende 
aportar los elementos y momentos en 
que la posición política marca las de-
cisiones del desarrollo del territorio y 
las ciudades. Para ello, se sintetizan 
algunas de las principales tensiones 
que se observan hoy en Chile y se 
muestra cómo desde la política —a 
través de la toma de decisiones, la 
legislación y la fiscalización— se inci-
de en la reproducción de un determi-
nado desarrollo territorial y modelo 
de ciudad, ya sea como reproductor 
de desigualdades o como interven-
tor para alcanzar mayores grados 
de equidad y cohesión social. Todo 
ello, entendiendo que la ordenación 
del territorio y el urbanismo son un 
ámbito más en que se reflejan las 
desigualdades sociales, y que para 
superarlas, es necesario reformar 
aspectos tan fundamentales como la 
educación, los salarios y la seguridad 
social. 
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prendiendo la totalidad del territorio. 
En Chile contamos con una planifi-
cación territorial denominada PROT, 
Planes Regionales de Ordenación Te-
rritorial, pero estos no son vinculan-
tes y sólo tienen un carácter indica-
tivo, lo que ciertamente no ayuda un 
desarrollo integral y coherente dado 
que su regulación no es prescriptiva.

Localización

A escala territorial, la localización de 
los recursos favorece el desarrollo y 
define en gran medida los espacios 
en que se realizan las actividades. 
Actividades extractivas, como la mi-
nería, o productivas, como la agricul-
tura, sólo se podrán realizar en las 
áreas en que existan estos recursos. 
Asimismo, las ciudades también re-
quieren condiciones específicas para 
su emplazamiento, que no siempre 
están aseguradas, como que debie-
ran situarse en áreas libres de ries-
gos naturales, con previsión de agua, 
ambientes libres de contaminación y 
redes de comunicación. 

En el interior de las ciudades, la lo-
calización es una variable fundamen-
tal en la segregación o inclusión so-
cial. La inversión del Estado puede 
facilitar el desarrollo de áreas de la 
ciudad, creando iniciativas con obje-
tivos de interés general diferentes a 
los del mercado inmobiliario, basado 
en el interés particular, sin excluir a 
este mismo. Estas intervenciones de-
bieran responder a una planificación 
y gestión inclusiva e integradora ba-
sada en la distribución equitativa de 
los equipamientos, las infraestructu-
ras, las áreas verdes y otros servicios 
urbanos.

Proximidad entre lo urbano y lo 
rural

En el territorio se expresan los ras-
gos socioculturales de cada grupo 
humano; a grosso modo, podemos 
decir que el territorio es el lugar don-
de se habita. En términos espaciales, 
esto implica una relación con los re-
cursos necesarios para esta sobrevi-
vencia (territorio) y una relación con 
el espacio en el que se agrupan las 
personas para vivir (ciudades). De 
esta manera, durante mucho tiempo, 
se mantuvieron lógicas de desarrollo 
económico, social y cultural diferen-
ciado entre lo que era ciudad, “lo ur-
bano”, y lo que no lo era, “lo rural”. 
Actualmente, estas dos esferas espa-
ciales, cada vez se encuentran más 
fuertemente relacionadas, como re-
sultado del crecimiento de las ciuda-
des, de los procesos urbanizadores y 
de las intensas interrelaciones crea-
das entre conglomerados urbanos y 
de estos con los recursos. 

Algunas de estas tensiones en el te-
rritorio nos son conocidas desde los 
medios de comunicación por reivin-
dicaciones ciudadanas producto de 
conflictos como la defensa de áreas 
protegidas o con fuerte valor patrimo-
nial o natural, la instalación de gran-
des infraestructuras energéticas, y la 
presión sobre las áreas costeras con 
un intenso crecimiento inmobiliario. 
También reflejan estas presiones las 
cifras del ranking de lobby, encabe-
zadas por los ministerios de Energía 
y de Vivienda y Urbanismo. Todo ello 
necesita de instrumentos de ordena-
ción territorial que aseguren desarro-
llos sostenibles en términos amplios, 
más allá de las escalas locales, com-
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ce de un modelo de desarrollo urba-
no y de los principios bajo los cuales 
se desarrolla, como el rol social del 
suelo, y no cuenta con herramientas 
de gestión públicas, tan necesarias 
para focalizar la inversiones públicas 
como: en localizaciones clave para la 
integración social, el desarrollo de 
nuevas áreas o la recuperación de 
zonas obsoletas.

Desde esta perspectiva, representan 
un avance las “Propuestas para una 
Política de Suelo para la Integración 
Social y Urbana” del Consejo Nacio-
nal de Desarrollo Urbano, entregadas 
en mayo de este año a la Presidenta 
de la República, Michelle Bachelet, 
en las que se proponen algunas me-
didas en esta línea. Asimismo, pro-
ducto de la propuestas de la Comi-
sión Asesora Presidencial contra los 
Conflictos de Interés y el Tráfico de 
Influencias y la Corrupción, está en 
discusión en el Congreso el “Proyecto 
de Ley sobre Transparencia del Mer-
cado de Suelo e Incremento de Valor 
por Ampliación del Límite Urbano”; 
en el que se incorpora la necesidad 
de capturar un porcentaje de las 
plusvalías generadas por el cambio 
de uso de suelo por la ampliación del 
Límite Urbano, y se establecen me-
canismos de información y partici-
pación ciudadana en los procesos de 
elaboración de los instrumentos de 
planificación territorial, así como de 
transparencia del mercado de suelo 
público.

Por otra parte, la forma en que cre-
cen las ciudades representa sin duda 
uno de los principales conflictos de 
interés. Existen dos formas de cre-
cimiento, una basada en la compa-
cidad, aprovechando sus recursos 
y equipamientos en el interior de la 
ciudad, crecimiento en densidad y 
otra que, aprovechando el menor 
costo del suelo fuera de sus límites, 
crece hacia el exterior, en extensión. 
Al respecto, la Unión Europea, en sus 
principios de desarrollo urbano sos-
tenible, es crítica con el crecimiento 
en extensión, que no sólo consume 
suelo, sino que agrega distancias, 
que deberán ser resueltas con altos 
costos de inversión pública para do-
tarlo de equipamientos, servicios e 
infraestructuras (Unión Europea, 
2011:26-27, 56-57). En Chile, con-
siderando la evidente inequidad y la 
baja calidad urbana de las periferias, 
la inversión debiera dirigirse hacia el 
desarrollo en el interior de la ciudad 
y a desfavorecer el crecimiento en ex-
tensión, que, hasta ahora, ha busca-
do principalmente los beneficios del 
negocio inmobiliario y no la creación 
de ciudad. Cabe considerar que esta 
argumentación no implica una den-
sificación sin limites en el interior de 
la ciudad.

Desde la planificación urbana, la for-
ma en que se distribuyen equitativa-
mente los equipamientos y servicios 
públicos debiera ser un factor clave 
en la priorización de la planificación 
y las inversiones para la integración 
social. En Chile la vigente Ley Gene-
ral de Urbanismo y Construcciones, 
redactada durante la dictadura en 
1976, si bien establece una serie de 
instrumentos de planificación, care-
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En Chile, estos derechos no están es-
tablecidos plenamente en la Consti-
tución, tal como describe el reporte 
del Consejo Económico y Social de 
las Naciones Unidas de Junio 2015 
(E/C.12/CHL/CO/4), ni en ninguno 
de los cuerpos instrumentales que 
actúan en el territorio. Dentro de las 
directrices que ordenan nuestras ciu-
dades sólo se menciona este aspecto 
en la Política Nacional de Desarrollo 
Urbano, del año 2014, la que señala 
entre sus objetivos (PNDU, 2014:24) 
que para la integración social, se 
debe “Garantizar el acceso equitati-
vo a los bienes públicos urbanos” y 
está por ver cómo se implementarán 
las medidas presentadas por el Con-
sejo Nacional de Desarrollo Urbano, 
recién mencionadas.

Lo fundamental de asumir los dere-
chos humanos en el ordenamiento 
territorial y la ciudad, es que se aleja 
de las políticas puramente funciona-
les, subsidiarias y de soluciones in-
dividuales, para dirigir el desarrollo 
territorial hacia soluciones integrales 
y de carácter colectivo, basado en un 
princicipio de equidad y justicia so-
cial. Asimismo, esta responsabilidad 
se configura como un conjunto de 
atribuciones y acciones del Estado, 
necesarias para garantizar estos de-
rechos.

Actualmente, una de las barreras ex-
tendida para impedir la introducción 
de estos principios en las leyes y ac-
ciones es la idea de que “no puede el 
Estado asumir derechos que no está 
en condiciones de garantizar” Res-
pecto a esta barrera habría que se-
ñalar que:

Derechos Humanos en el 
desarrollo del territorio

Las obligaciones que debieran cum-
plir los Estados responden en parte 
a los compromisos adoptados con la 
firma de tratados y cartas internacio-
nes. La Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, de 1948, define 
derechos básicos con los que los Es-
tados se comprometen. El artículo 1 
declara el derecho a desplazarse li-
bremente, muy aplicable a la movi-
lidad urbana y a la accesibilidad a 
los bienes y servicios, mientras que 
el artículo 25.1, define estos bienes 
y servicios: “Toda persona tiene de-
recho a un nivel de vida adecuado 
que le asegure, como a su familia, la 
salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, 
la asistencia médica y los servicios 
sociales necesarios”. 

Esta declaración dio lugar a dos pac-
tos internacionales, el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos 
y el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Cultura-
les (PIDESC), firmados por Chile en 
1969 y ratificados en 1972. Estos 
pactos involucran derechos básicos 
que son transversales al ordena-
miento del territorio y las ciudades, 
ya que se requiere de suelo con lo-
calización adecuada para satisfacer 
estas necesidades. Desde la sociedad 
civil también se han redactado prin-
cipios como la Carta Mundial del De-
recho a la Ciudad del año 2009, que 
ha tenido una fuerte influencia en las 
políticas de diversos países y en re-
formas constitucionales y legales de 
vecinos como Brasil, Bolivia, Colom-
bia y Ecuador.
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satisfacción de necesidades de sobre-
vivencia digna, no a enriquecimiento 
ni a provecho individual.

Vivienda social, un problema 
urbano 

La experiencia internacional muestra 
que del mismo modo que los equi-
pamientos y servicios urbanos han 
evolucionado en su rol en la cons-
trucción de ciudades sostenibles, la 
vivienda social, además de enten-
derse como un derecho, se entiende 
como pieza fundamental en las po-
líticas de suelo y de la planificación 
territorial y urbana.

Esta relación se debe, por una parte, 
a la gran cantidad de viviendas que 
el Estado financia y que por tanto 
afectan significativamente al desa-
rrollo en el interior y al crecimiento 
en extensión de las ciudades. Por 
otra parte, el Estado, al adquirir el 
compromiso estructural del derecho 
a la vivienda, cuenta con las atri-
buciones necesarias para dicho fin, 
es decir, que deberá contar con ins-
trumentos de planificación y gestión 
urbana adecuada y con políticas de 
adquisición de suelo para asegurar 
una localización idónea de viviendas, 
infraestructuras y equipamientos 
desde la perspectiva de la inclusión e 
integración social.

En el Foro Urbano Mundial del año 
2008, en Medellín, organizado por el 
Programa de Naciones Unidas para 
los Asentamientos Humanos, se re-
dactó la Declaración de Medellín; 
esta plantea la promoción del de-

1.	Los derechos corresponden a las 
personas o los grupos como prin-
cipio fundamental. No es el Estado 
el que los otorga.

2. 	Si bien es cierto que los recur-
sos y capacidades institucionales 
pueden contar con restricciones, 
asumir el derecho de las perso-
nas cambia el rol subsidiario del 
Estado y reorganiza los principios; 
asimismo abre un abanico de ac-
ciones tendientes a facilitar, pro-
teger estos derechos en forma muy 
diferente a lo que se realiza actual-
mente.

3. 	Las Leyes, y más aún la Constitu-
ción, no se basan en lo que “hoy” 
y “nosotros” somos capaces de ha-
cer, sino que plantea lo que debie-
ra ser, se proyecta en el tiempo en 
lo que queremos construir como 
sociedad, en este caso, cómo de-
seamos que sean nuestras ciuda-
des y nuestras relaciones dentro 
de ellas.

Finalmente, es frecuente definir al 
Estado como en un rol mediador de 
intereses. Bajo los principios expues-
tos, el Estado no es tan sólo media-
dor intereses sino que es el garante 
de derechos fundamentales. El no 
considerar los derechos humanos 
como un principio básico, lleva a 
equívocos gravísimos o manipulacio-
nes intencionadas, como que las exi-
gencias ciudadanas de sus derechos 
sean consideradas como parte de la 
disputa de intereses o que se pier-
da de vista la necesaria ordenación 
y convivencia a partir de los intere-
ses colectivos y el bien común. Los 
derechos básicos corresponden a la 
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Decisiones políticas en el 
desarrollo el territorio

Resumiendo lo anteriormente ex-
puesto, las tensiones propias de la 
ordenación en el territorio y las ciu-
dades, que no están suficientemente 
reguladas, se convierten en conflic-
tos que requieren decisiones políti-
cas, las cuales debieran actuar en 
función del interés general y no el 
particular:

Cambio de uso de suelo: Los princi-
pales conflictos en el territorio, tan-
to rural como urbano, se relacionan 
con las decisiones tomadas en torno 
a los cambios de uso del suelo. En el 
ámbito rural, estos cambios pueden 
presentar problemas causados por 
las incompatibilidades entre activi-
dades como por ejemplo: la produc-
ción de energía en áreas naturales, 
extracciones mineras en áreas prote-
gidas, la contaminación o impactos 
de actividades productivas y la vida 
residencial, el resguardo de los borde 
acuíferos y costa para goce general, 
la definición de áreas de riegos, entre 
otros. 

Además de las incompatibilidades, y 
muchas veces unido a ellas, se en-
cuentra el conflicto producido por los 
cambios de uso que generan un au-
mento del precio del suelo y la cap-
tación privada de esos beneficios. La 
falta de control de estos cambios y de 
la redistribución de la plusvalía favo-
rece el desarrollo de múltiples meca-
nismos especulativos del cambio de 
uso de suelo (Tapia, 2014:13-15).

Inversión pública: A través de las 
decisiones y las inversiones del Es-
tado en equipamientos, servicios e 

sarrollo urbano sostenible, basado, 
entre otros asuntos, “en la provisión 
de vivienda, servicios básicos, y la te-
nencia segura de la tierra; acceso a 
transporte seguro, asequible y soste-
nible; y el acceso a espacios públicos 
seguros y servicios para todos” Del 
mismo modo la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea 
del 2009 nos vuelve a hablar del de-
recho a la vivienda dentro de un con-
texto urbano mayor. En el Artículo 
34.3 señala que “el fin de la ayuda de 
vivienda a quien no dispongan de re-
cursos suficientes, es el de combatir 
la exclusión social y la pobreza”. 

El papel de la inversión pública en las 
políticas de vivienda social ha tenido 
una evolución importante, desde la 
consideración como derecho humano 
a su comprensión como una estrate-
gia para superar la exclusión social y 
la pobreza. Se nos habla de “promo-
ver el desarrollo urbano sostenible”, 
es decir, el problema de la vivienda 
aparece como una cuestión que for-
ma parte del desarrollo sostenible de 
toda ciudad; es un problema sisté-
mico y no se reduce a una solución 
individual. Esta redefinición no es 
menor si se consideran las limitacio-
nes constitucionales con que cuenta 
el Estado en Chile para actuar bajo 
principios que no sean subsidiarios 
y de la carencia de herramientas de 
planificación, gestión y diseño con 
que sí cuentan las sociedades que 
han asumido este rol.
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las necesidades de los ciudadanos y 
evitar la segregación. ¿Cómo conse-
guir suelo bien localizado para las es-
cuelas, viviendas y parques?

Por otra parte, la localización a es-
cala territorial está relacionada tam-
bién con la intervención equitativa 
de los recursos y las atribuciones 
de los gobiernos regionales. Desde 
una perspectiva únicamente econo-
micista, el desarrollo urbano tiende 
a concentrase sólo en algunos cen-
tros, en donde la rentabilidad de sus 
actividades es mayor. Desde una 
perspectiva económica, social, cultu-
ral y ambiental, las necesidades son 
mucho más amplias y se requiere de 
sistemas integrados cuya decisión de 
ordenación tiene que ser política. 

A partir de los conflictos señalados, 
los países han desarrollado variados 
instrumentos como manera de ase-
gurar un desarrollo equitativo y sos-
tenible en el territorio, los cuales se 
desprenden de los principios plasma-
dos en su Constitución.

En Chile, para el implantación de po-
líticas de desarrollo territorial y urba-
no, considerando la complejidad y la 
vinculación entre los intereses priva-
dos, las propias dinámicas y la toma 
de decisiones, se debieran incorpo-
rar los principios que se desprenden 
de la experiencia internacional y de 
las directrices de la ONU a través 
del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales y 
el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, tanto en la Consti-
tución como en los instrumentos de 
planificación y gestión a nivel nacio-
nal, regional y municipal.

infraestructuras en el territorio, se 
genera un importante cambio en el 
precio del suelo, relacionado con la 
mayor capacidad de rentabilizar un 
negocio inmobiliario.

Al igual que otros países, se debiera 
establecer una regulación del suelo 
para el interés general, a través de 
mecanismos tributarios y de gestión 
del suelo. El objetivo es controlar los 
procesos especulativos, en el sentido 
de desincentivar y, al mismo tiem-
po, reconocer el derecho de la comu-
nidad a participar de los beneficios 
que genera la acción del Estado. Este 
principio se basa en que es la comu-
nidad —a través de sus impuestos— 
la que permite al Estado realizar in-
versiones públicas en el territorio o 
la ciudad, las que a su vez inciden en 
el aumento del valor del suelo y los 
bienes. Se trata de que un porcentaje 
de este aumento de valor retorne a la 
comunidad, como un mecanismo de 
reinversión local y de justicia social.

Localización: Estrechamente relacio-
nado con los dos conflictos anterio-
res, se hallan los conflictos derivados 
de la localización. La localización en 
el interior de la ciudad es uno de los 
factores más importantes en el mer-
cado del precio del suelo y uno de los 
que genera mayor especulación; es 
decir, que a iguales usos y condicio-
nes de edificación, no tiene la misma 
rentabilidad un mismo proyecto en 
una comuna central que en una pe-
riférica, si se localiza frente a un par-
que o frente a una autopista elevada. 
Esta lógica, si bien responde al mer-
cado de suelos, entra en conflicto con 
la necesidad del Estado de asegurar 
localización adecuada para satisfacer 
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Ello exigiría, en primer lugar, esta-
blecer claramente el principio de la 
prevalencia del interés general sobre 
el interés particular. A partir de ahí, 
reenfocar las intervenciones del Es-
tado en el territorio bajo este princi-
pio y los de sostenibilidad económi-
ca, social, cultural y ambiental, ya 
mencionados; por otra parte, otorgar 
las atribuciones necesarias al Esta-
do para garantizar dichos derechos a 
través de leyes e instrumentos. 

Finalmente, con el fin de velar por los 
principios anteriormente expuestos, 
corresponde al Estado el rol exclusi-
vo de la legislación y planificación del 
territorio. En términos prácticos, im-
plica que el Estado es el responsable 
de los desarrollos en el territorio, en 
el que los grandes proyectos inmobi-
liarios, los megaproyectos urbaniza-
dores, los crecimientos en extensión 
de las ciudades, deben estar supedi-
tadas al bien común, asegurando las 
inversiones del Estado, e incentivan-
do las privadas, hacia objetivos de in-
terés general █
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Las informaciones que recibi-
mos de los medios de comu-
nicación siempre tienden a 
reflejar los intereses de aque-

llos quienes las emiten. Esto no sería 
problemático si los auditores estuvié-
ramos expuestos a múltiples mensa-
jes contradictorios, espejo de los in-
tereses de múltiples actores. Ello nos 
obligaría a pensar, a sopesar los me-
jores argumentos y a ir construyendo 
una verdad que pueda ser sostenible 
con argumentos razonables.

El problema es que en la mayoría de 
las temáticas abordadas por los me-
dios, de comunicación existen actores 
hegemónicos que llegan a imponer 
su visión de la realidad, generando 
distorsiones y mitos que afectan las 
decisiones individuales y colectivas; 
incluso aquellas que dicen relación 
con la formación e implementación 
de políticas públicas. 

Este es el caso de las temáticas urba-
nas, en las que los intereses y el afán 
de lucro del mundo privado han dis-
torsionado nuestra concepción del 
fenómeno urbano. Así, en Chile, la 
Cámara Chilena de la Construcción 
(CChC) es capaz de imponer como 
“algo natural” la idea que la captu-
ra de plusvalías es un impuesto poco 
legítimo, o que el nuevo IVA que afec-
tará a la compraventa de algunas 
viviendas a partir del año 2016 ha 
impactado notoriamente en el mer-
cado, haciendo que los ciudadanos 
se lancen en masa a comprar una vi-
vienda, sin considerar otros aspectos 
evidentes como el miedo a las alzas 
de precio del suelo, las bajas tasas de 
interés y ofertas bancarias, etc.

A continuación, presento cinco mitos 
que se han ido construyendo en Chi-
le sobre la ciudad y su desarrollo, así 
como también distintos argumentos 
que los hacen insostenibles: 

1. Al aumentar su población, 
las ciudades naturalmente 
crecen en extensión.

Este es el mito más difundido entre 
los urbanistas y ciudadanos, y es la 
base de la demanda recurrente de las 
inmobiliarias para liberar más suelo 
rural para anexarlo a la ciudad. 

El hecho concreto es que esta pre-
misa es totalmente falsa. En Europa 
y por varias décadas en los Estados 
Unidos, las ciudades aumentaban su 
población sin mover mayormente su 
límite urbano; sin crecer en exten-
sión. Ello era alcanzado a través de 
procesos de densificación que trans-
formaron barrios, originalmente de 
casas, en zonas con edificación en 
altura de distintos tamaños y carac-
terísticas.

En el caso de Santiago, por ejem-
plo, en años recientes la expansión 
urbana ha sido mucho mayor que el 
aumento de la población. Ello pue-
de ser explicado por el desarrollo de 
carreteras interurbanas, la masifica-
ción del automóvil, la plusvalía de las 
inmobiliarias al transformar el suelo 
rural en urbano, o el sueño de mu-
chas familias de clase media y media 
baja de vivir en barrios amables tipo 
“ciudad jardín”, independiente de lo 
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Este interés nacional era coincidente 
con los intereses del sector inmobi-
liario, el que veía que sus utilidades 
podían incrementarse ampliamente 
al transformar suelos previamente 
rurales en zonas urbanizadas.

Así, mientras el Estado impulsaba la 
construcción de viviendas aseguran-
do créditos con bajas tasas a familias 
de clase media a través de la Autori-
dad Federal de Vivienda (FHA) y en-
tregando diversos incentivos a las in-
mobiliarias, estas desarrollaron una 
impactante campaña de márketing 
que llamaba a las familias a conver-
tirse en propietarias y habitar espa-
cios en la periferia de las ciudades.

2. La segregación residencial 
es un fenómeno natural pues 
todas las personas quieren 
vivir cerca de personas de su 
mismo estrato social

Para muchos urbanistas combatir 
la segregación residencial es sim-
plemente una utopía, pues ella se 
produciría en forma natural debido 
a que las personas tienden a querer 
vivir entre sus pares, es decir, entre 
quienes comparten una misma clase 
social. 

Esto ha sido históricamente falso y 
lo es más aún en nuestros días, tal 
como lo demuestran los siguientes 
dos argumentos: 

A.	Si bien es cierto que las clases 
más pudientes, así como algu-
nos sectores de la clase media 
buscan auto segregarse y refu-

alejado que estos quedaran de los 
centros de empleo u otras amenida-
des urbanas.  

Un fenómeno similar es el que expe-
rimentaron las ciudades norteame-
ricanas. En este caso está amplia-
mente documentado cómo el “sueño 
suburbano” de la casa unifamiliar en 
un barrio de baja densidad con ca-
racterísticas de “ciudad jardín”, fue 
inoculado en las clases medias de ese 
país. 

Por largas décadas la ciudad nor-
teamericana se fue poblando y den-
sificando sin expandirse mayormen-
te. Esto cambió radicalmente hacia 
1945, cuando las necesidades de la 
economía nacional, así como las pre-
siones del mercado inmobiliario, des-
atan un crecimiento urbano en baja 
densidad impresionante, utilizando 
lo que hasta ese momento eran zo-
nas agrícolas e incluso pueblos rura-
les aledaños. 

Luego de la segunda guerra mun-
dial una enorme cantidad de mano 
de obra poco calificada quedó dispo-
nible, generando presiones hacia el 
estado Norteamericano para generar 
empleo. 

En este contexto económico, apare-
cen masivos programas de construc-
ción de carreteras —sean estas para 
viajes de larga distancia— o para 
traslados al interior de la ciudad, 
los que inciden positivamente en la 
expansión urbana (Baum-Snow, N, 
2007). Así también el Gobierno de 
EE.UU impulsa diversas medidas de 
fomento a la construcción de vivien-
das suburbanas. 
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& Brain (2008) como un impul-
so por acceder a la integración 
social.

B.	Otro argumento que contradice 
esta “naturalidad de la segre-
gación”, está dada por el hecho 
que, a partir de los años 1980’s 
o 1990’s las solidaridades de 
clase han ido perdiendo rele-
vancia, siendo reemplazadas 
por otro tipo de solidaridades 
como la solidaridad de estilo de 
vida, condición sexual, etc. 

	 Así, incluso el deseo de las cla-
ses más altas de vivir entre 
los “socialmente iguales” está 
siendo cuestionado; generán-
dose procesos de gentrificación 
en barrios patrimoniales o con 
espacios culturales y de entre-
tención relevantes. En el caso 
de Santiago, comenzamos a ver 
cómo familias de sectores altos 
migran desde el barrio alto y se 
acercan a zonas populares bus-
cando espacio (Huechuraba, 
Peñalolén), diversidad, patri-
monio y cultura (barrios Yun-
gay, Brasil, Matta Oriente, etc.), 
tolerancia hacia la diversidad 
sexual (Lastarria).

3. La desregulación del 
mercado de suelo urbano 
aumenta la oferta, y por 
ende hace bajar su precio

Este mito parte de la idea que el suelo 
es un bien que se transa en un mer-
cado perfecto y que, además, no está 
contaminado por las expectativas de 
los distintos actores o las “señales” 
que entrega el Estado o el mercado.

giarse en sus propios enclaves, 
muchas veces las familias po-
bres sacrifican la cercanía con 
los suyos en pos de estar cerca 
y tener acceso a las oportunida-
des que ofrece el mercado, las 
que tienden a encontrarse en 
los mismos lugares en los que 
reside la clase alta. 

	 Así, por ejemplo, cuando el Es-
tado emite señales que no re-
primirá ni desalojará las tomas 
de terreno, tal como ocurrió en 
los años de la Unidad Popular, 
muchas de estas ocupaciones 
ilegales tienden a producirse 
no en las zonas populares sino 
que cerca de dónde vive la cla-
se alta, aún a pesar de la fuerte 
carga ideológica que las impul-
saba. (Sabatini & Brain, 2008). 
De hecho, entre 1971 y 1973 
alrededor de un cuarto de todas 
las tomas de terreno exitosas se 
produjeron en el barrio alto (Co-
fré, 2011). 

	 Ejemplos similares a este se 
pueden encontrar en otros paí-
ses de América Latina como Ar-
gentina o Brasil. En el primero, 
la Villa Miseria que más crece 
luego del colapso del año 2001 
es la Villa Treinta y uno, loca-
lizada a las puertas del termi-
nal de Retiro (Diario La Nación, 
2014); mientras en Rio de Ja-
neiro la favela de mayor creci-
miento en los últimos años es 
Rocinha, localizada justo sobre 
la afluente playa de Lebón. 

	 Este deseo del mundo popular 
por acercarse a as clases más 
altas es explicado por Sabatini 
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A partir de esta esperanza los pro-
pietarios del suelo ya no estaban 
dispuestos a venderlo a bajo precio 
a sus antiguos potenciales clientes, 
sino que preferían esperar a la espe-
ra de un “mejor pagador”. Como este 
mejor pagador tardaba en llegar, la 
oferta de suelo se redujo, lo que ter-
minó —tal como lo demuestra Saba-
tini (2000) por generar aumentos en 
el valor de todo tipo de suelos.   

4. El suelo es un 
bien “inherente” o 
“naturalmente” escaso

Este mito parte de la premisa que 
una vez utilizado (construido algo en 
él), el suelo desaparece para el mer-
cado, lo que, con el paso del tiempo, 
va generando altos grados de escasez 
de suelo. Esto nuevamente es asimi-
lar el suelo a los commodities: cuan-
do uno se come una manzana ella 
desparece, no puede ser reutilizada.

Esta idea del suelo como un bien 
inherentemente escaso, también es 
completamente falsa: Todo suelo es 
reutilizable o “convertible” en la me-
dida que exista un “mejor pagador” 
para ese terreno, o el estado genere 
una disposición que transforme su 
uso. 

Así, por ejemplo, un grupo o incluso 
una casa de una familia de altos in-
gresos puede ser transformado en un 
edificio, si la inmobiliaria alza el pre-
cio del suelo a un nivel que la oferta 
se haga irrechazable por los propieta-
rios; o bien un conjunto de viviendas 

La realidad es que el mercado de sue-
lo se parece mucho más al mercado 
bursátil que a los mercados de los 
commodities: existen expectativas, 
inseguridades, creencias, señales de 
mercado, y otras que afectan radical-
mente el precio. Así, la desregulación 
no sólo no baja el precio del suelo, 
sino por el contrario, en muchos ca-
sos, ha tendido a aumentarlo. 

Un ejemplo claro de lo anterior se 
produjo a fines de los años 70, cuan-
do la dictadura militar decidió libe-
ralizar el mercado de suelo urbano, 
convirtiendo todo terreno en “poten-
cialmente urbano” y ampliando con 
ello ilimitadamente el área urbana de 
las ciudades. Si bien en un comienzo 
el suelo de las zonas céntricas dismi-
nuyó su valor, tal como estaba pro-
nosticado, el impresionante alza en 
el precio del suelo en las zonas peri-
féricas y rurales generó un aumento 
general del precio del suelo. 

Pero, ¿por qué aumentó de precio el 
suelo?

Simplemente porque las expectativas 
de los propietarios del suelo perifé-
rico y rural variaron radicalmente. 
Si antes el suelo rural podría haber 
sido vendido sólo a un empresario 
agrícola, el que podía calcular muy 
bien su valor en función de su pro-
ductividad y el valor de los commo-
dities agrícolas en el mercado, y el 
suelo periférico sólo podía venderse a 
familias pobres o al Estado para ge-
nerar vivienda social, ahora, luego de 
la liberalización, existía la esperanza 
de venderlo a una inmobiliaria para 
la construcción de viviendas de altos 
ingresos u otro tipo de infraestructu-
ra urbana. 
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dificultar los mecanismos de expro-
piación; a los derechos de los ciu-
dadanos, como establecer mínimos 
universales en materia de vivienda, 
disposición de infraestructura ur-
bana y áreas verdes, etc; o de carác-
ter técnico, como invertir en nuevas 
tecnologías, establecer regulaciones 
restrictivas sobre uso de suelos ries-
gosos.

El argumento inmobiliario de la esca-
sez inherente de suelo es una forma 
de naturalizar un status quo social 
que tiende hacia la desigualdad ur-
bana y de evitar que el Estado o los 
partidos progresistas tomen ciertas 
decisiones políticas que intervienen y 
transforman los patrones de escasez 
/ abundancia de suelo a fin de ge-
nerar nuevos derechos y mejorar las 
condiciones de vida de las grandes 
mayorías nacionales. Ya desde Marx 
en adelante, la izquierda sabe que 
uno de los pilares de la mantención 
del status quo es la naturalización 
del actual orden social; el que resta 
capacidad de acción y movimiento a 
los sectores que buscan la transfor-
mación social.  

En este contexto, los partidos de la 
Nueva Mayoría deben buscar ase-
gurar al Estado su capacidad de 
transformar y generar nuevos sue-
los urbanos; ya sea perfeccionando 
y expandiendo los mecanismos de 
expropiación, interviniendo en los 
mercados de suelo o estableciendo 
derechos mínimos universales a ser 
consagrados como el derecho a la vi-
vienda y el derecho a la ciudad.

puede convertirse en una estación de 
metro si el Estado se hace del suelo 
vía expropiación. 

De hecho, los agentes inmobiliarios 
transforman usos de suelo y gene-
ran “nuevo suelo” día a día a medi-
da que va capturando oportunidades 
para aumentar su valor; generando 
lo que se denomina “plusvalía inmo-
biliaria”. Curiosamente, al mismo 
tiempo que “crean nuevo suelo”, los 
inmobiliarios se quejan de su esca-
sez como si ella fuera algo natural; 
lo que parece sólo un argumento o 
justificación fácil para su inacción o 
baja participación en mercados como 
el de la vivienda social. 

Ahora bien, que la escasez o abun-
dancia de suelo no se determine en 
forma natural o inherente, conside-
rando si existe o no existe algo cons-
truido sobre él; no quiere decir que la 
relativa escasez del suelo no pueda 
ser determinada. Esta determinación 
depende de factores sociales que re-
lacionan el territorio con sus habi-
tantes y tienen que ver con las ca-
pacidades técnicas para construir en 
altura, las densidades poblacionales 
que se este dispuesto a soportar, las 
condiciones geográficas del territorio, 
o la capacidad de pago de diferentes 
actores. 

De esta forma, el problema del suelo 
no es algo “natural”, como esgrimen 
muchos inmobiliarios, sino un tema 
político, que dice relación con la ca-
pacidad del estado de tomar ciertas 
decisiones; sean relativas al mer-
cado, como establecer fijaciones de 
precio, generar impuestos en suelo 
al desarrollo inmobiliario, o facilitar/
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la ciudad con diversos pueblos —e 
incluso otras ciudades— localizadas 
en las cercanías. 

La ciudad extendida, por el contra-
rio, si bien es menos sustentable y 
más costosa de mantener, mediante 
políticas adecuadas de transporte y 
localización de infraestructura pue-
de generar una excelente calidad de 
vida y una reducción en los costos de 
su mantención. 

Considerando lo anterior, más que 
el tipo de ciudad (extendida o com-
pacta), lo que determina la calidad de 
vida urbana son, oh descubrimiento, 
las políticas públicas y la planifica-
ción urbana asociada a ellas. 

Una ciudad compacta va a requerir 
de un excelente sistema de transpor-
te público, políticas que desincenti-
ven radicalmente en uso del automó-
vil, existencia de espacios públicos 
de calidad, y una infraestructura 
urbana que pueda sustentar sin pro-
blemas altos números de población.

Una ciudad extendida, en contrapar-
tida, va a requerir políticas estrictas 
de eficiencia energética, políticas de 
descentralización del empleo a tra-
vés de diferentes sub centros, y nue-
vamente un sistema de transporte 
público adecuado al tipo de ciudad 
construida. 

Las ciudades chilenas son urbes ex-
tendidas con baja o nula planifica-
ción por parte del estado y con nive-
les y tipos de inversión pública que 
son inadecuados para reducir los 
impactos negativos de la morfología 
urbana que el mundo privado se en-
cuentra desarrollando; lo que termi-

5. La ciudad compacta 
(extendida) es el mejor tipo 
de ciudad

Este mito es un dragón de dos ca-
bezas: mientras algunos urbanistas 
consideran como verdad absoluta 
que las ciudades compactas (estilo 
europeo) son las más vivibles, sus-
tentables, y económicas; otros urba-
nistas sostienen que para grandes 
poblaciones social y culturalmente 
diversas sólo las ciudades extendidas 
logran generar alta calidad de vida 
para sus residentes. 

La verdad es que ninguno de los dos 
modelos asegura la calidad de vida de 
los residentes, debiendo considerar-
se otros aspectos como la densidad 
deseada, la sustentabilidad ambien-
tal, y la disponibilidad de recursos. 

Por una parte, si bien una ciudad 
compacta puede aprovechar todas 
las ventajas de la cercanía y la mayor 
densidad como lo son una reducción 
en los gastos en combustibles, una 
optimización de los sistemas de ca-
lefacción y la posibilidad de localizar 
infraestructura pública en lugares 
de alta rentabilidad social; cuando el 
modelo no funciona adecuadamente 
puede implicar una ciudad conges-
tionada, con altos índices de conta-
minación e inseguridad ciudadana. 

Así, el modelo de ciudad compacta 
europeo funciona y se basa en que 
no se sobrepasan ciertas densidades 
máximas, existe una abundante in-
fraestructura urbana, y es posee un 
transporte público ambientalmente 
sustentable que es capaz de conectar 
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Conclusiones

Considerando lo mencionado en los 
cinco puntos anteriores, es posible 
señalar que la vida en las ciudades 
no se encuentra regida por “leyes na-
turales inmutables” como la ley de 
oferta y demanda o por actitudes hu-
manas trans-históricas como el es-
píritu gregario que nos impulsaría a 
vivir en comunidades de iguales. Mu-
chas veces, y tal como lo expresaría 
Gramsci, lo que parece “de sentido 
común” no es sino la constatación de 
la hegemonía de la ideología domi-
nante, que termina por naturalizar 
todos los aspectos de la vida social.  

Por el contrario, la vida en la ciudad, 
es una construcción social produci-
da por la interacción de diversos ac-
tores sociales que intentan imponer 
sus propios intereses; y por un Es-
tado que, en forma natural, debiese 
erigirse en el garante del bien común 
y de los derechos de los sectores más 
vulnerables. 

En este contexto, en los últimos cua-
renta años el Estado chileno ha per-
dido la capacidad para influir y orien-
tar el desarrollo urbano, dejando en 
manos de los agentes del mercado la 
forma en que las ciudades habrían 
de desarrollarse. Así, el afán de lucro 
del mundo privado combinado con 
la inacción —y en muchos casos con 
la colaboración del aparato públi-
co— ha generado una ciudad extre-
madamente segregada, en la que los 
bienes públicos y las oportunidades 
se encuentran desigualmente distri-
buidos, y en la que cada vez se hace 
más difícil convertirse en propietario 
debido al impresionante aumento en 
el valor del suelo. 

na generando enormes inequidades 
urbanas, escasa sustentabilidad am-
biental, congestión en el transporte 
público y otras formas de marginali-
dad socio espacial. 

La tarea hoy es regular el tipo de ciu-
dad que tenemos, desincentivando 
nuevas extensiones urbanas e in-
virtiendo en forma adecuada en la 
“ciudad central” a fin de reducir las 
inequidades ya producidas (infraes-
tructura, áreas verdes, etc.). Asimis-
mo, se requieren fuertes incentivos 
fiscales para la generación de em-
pleo en comunas distintas al centro–
oriente de la capital; pues por más 
que agreguemos líneas de metro o 
buses, si el empleo sigue concentrado 
en unas pocas zonas eventualmente 
toda infraestructura está destinada 
al colapso. 

Asimismo, si bien es posible pensar 
en nuevos desarrollos urbanos con-
dicionados, ellos no pueden ser como 
los que se aprobaron en los años 
1990’s: Se requiere que estos espa-
cios sean realmente sustentables y 
socialmente diversos: Con posibi-
lidades de empleo, infraestructura 
pública adecuada y con inclusión de 
sectores socialmente vulnerables. En 
este contexto, —si bien no se encuen-
tra ubicado en la periferia lejana— el 
Estado tiene un enorme desafío y 
oportunidad con la Ciudad Parque 
Bicentenario. Lo que ahí se constru-
ya realmente será un reflejo de la real 
voluntad política de los partidos de 
la Nueva Mayoría por crear ciudades 
más justas y equitativas.
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Desde el año 2014, el Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo ha ido dando 
pasos concretos para revertir esta 
situación: Ha aumentado el número 
de proyectos de integración social, 
se han realizado modificaciones en 
los subsidios para facilitar el acceso 
a viviendas bien localizadas, se han 
aumentado las atribuciones de los 
SERVIU, se tramita actualmente en 
el congreso la “ley de aportes” que 
obligará a los desarrolladores a con-
tribuir con dinero a la mitigación de 
sus proyectos, generándose un fondo 
a nivel de ciudad que permitirá re-
ducir los déficits de infraestructura 
urbana, y pronto comenzará la tra-
mitación de una legislación que per-
mita al estado capturar plusvalías 
producidas por el cambio en el uso 
del suelo, reduciendo con ello la es-
peculación inmobiliaria. 

Con todo, la magnitud de los desafíos 
que enfrentan las ciudades chilenas 
hacen necesario comenzar a pensar 
en alternativas más profundas de 
transformación, y de un rol estatal 
ya no sólo fiscalizador sino de activo 
constructor del desarrollo urbano █
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TEMA CENTRAL:
EL DERECHO A 

LA CIUDAD

Política de suelo – Planificación – Plusvalías – Legislación 
urbana



El modelo neoliberal significó, 
en vivienda y urbanismo, el 
subsidio a la demanda, un 
debilitamiento del Estado y 

principalmente la liberalización del 
suelo. Tras ello, hubo una opción 
política y económica de priorizar so-
luciones privadas a necesidades pú-
blicas. La ciudad, en cambio, es por 
esencia una construcción colectiva. 

Como expone Sabatini (2000) la po-
lítica de liberalización, emprendida 
desde el Estado al finalizar la década 
del 70, se configuró con una serie de 
decisiones tales como: 

a) 	La eliminación de las normas so-
bre “límites urbanos”. 

b) 	La eliminación de impuestos y 
regulaciones que afectaban los 
mercados urbanos, destacando el 
impuesto a la tenencia de sitios 
eriazos y el impuesto a la transac-
ción de propiedades. 

c) 	La venta del suelo urbano en ma-
nos del Estado, particularmente 
proveniente de los bancos de tie-
rras creados por la administración 
Frei Montalva (1964-1970). 

d) 	La regularización legal y urbana 
de los asentamientos de bajos in-
gresos. 

e) 	Erradicación de asentamientos 
precarios que habían crecido en 
áreas de altos ingresos antes del 
golpe de Estado. 

f) 	La creación de nuevos municipios 
de acuerdo a un criterio de “homo-
geneidad social”. 

El mismo autor sintetiza los princi-
pios en que se funda dicha orienta-
ción normativa, a saber: 

a) 	La percepción de que el suelo ur-
bano no es un recurso escaso. 
A juicio de sus impulsores, esta 
“aparente escasez” provendría de 
la falta de armonía entre las nor-
mas técnicas y legales con las con-
diciones de oferta y demanda que 
rigen en los mercados inmobilia-
rios.

b) 	Los mercados son los mejores 
asignadores de tierra entre los 
distintos usos, tanto en términos 
privados como públicos. Los usos 
del suelo deben ser decididos de 
acuerdo a su rentabilidad. 

c) 	“El uso del suelo debe regirse por 
disposiciones flexibles, definidas 
por los requerimientos del merca-
do”

A consecuencia de las políticas di-
señadas con esta lógica, si bien hay 
avances, nuestras urbes no mues-
tran un mejoramiento acorde a la in-
versión realizada y al nivel de desa-
rrollo del país. 

La vivienda resulta inaccesible o ex-
tremadamente cara para sectores 
de ingresos bajos y medios. La cali-
dad o localización a la que pueden 
aspirar es deficiente. Los barrios se 
deterioran, carentes de una planifi-
cación adecuada de equipamientos, 
infraestructuras y servicios públicos. 
La segregación aumenta. Las ciuda-
des crecen en forma poco armónica 
y sustentable. Persisten asuntos sin 
resolver, como seguridad, conectivi-
dad, transporte, residuos, aguas llu-
vias y acceso a áreas verdes. 

79
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y mano de obra, valor paisajístico, 
acceso a servicios como educación o 
salud, etc. 

¿Por qué regular el suelo 
urbano?

El suelo urbano es esencialmen-
te escaso. A menos que queramos 
extender nuestras ciudades indefi-
nidamente con los mayores costos 
asociados. De él dependen aspectos 
básicos para las personas y las fami-
lias y, también, de la vida en comu-
nidad, ello amerita una regulación 
adecuada. 

Como lo indica el Informe, de mayo 
del 2015, del Consejo Nacional de 
Desarrollo Urbano Propuestas para 
una Política de Suelo para la Integra-
ción Social Urbana: “Para asegurar 
que primen los intereses comunes en 
la distribución equitativa del acceso 
a los beneficios de la ciudad, el uso 
del suelo urbano, entendido como el 
soporte del hábitat urbano, cumple 
una función social y no puede ser en-
tendido sólo como un bien privado, 
exento de obligaciones en esta ma-
teria, razón que genera la obligación 
del Estado de proveer bienes público, 
y del sector privado de aportar satis-
facer los estándares urbanos asocia-
dos a sus intervenciones y proyectos. 
Por esta razón en todos los países 
desarrollados, el suelo tiene un régi-
men especial de obligaciones.

De lo dicho se desprende que razones 
de acceso y equidad son las princi-
pales justificaciones para regular el 
suelo urbano. 

Las características del suelo

Como lo advertían ya los economis-
tas clásicos, el suelo aumenta su va-
lor aún sin esfuerzo del dueño. David 
Ricardo, en los albores del siglo XIX 
se ocupó ya del tema, que constituyó 
también la preocupación de otros clá-
sicos, de diverso signo, como Adam 
Smith o Karl Marx. 

En el caso de las rentas motivadas en 
las faenas agrícolas, explican que la 
incorporación de nuevas tierras, de 
menor calidad genera un incremento 
en los costos de los productos y en 
su valor de mercado. Ello aumenta la 
rentabilidad de aquellos propietarios 
de las tierras más fecundas. 

Posteriormente, hacia 1820, Von 
Thünen incorporó en este análisis el 
factor de localización, ligando de la 
misma forma que la fecundidad para 
Ricardo, la renta al costo del trans-
porte, necesario para compensar las 
distancias. 

Si bien dichas teorías tienen su base 
en las rentas agrícolas, subyace a 
ellas la noción de que el suelo pre-
senta características muy particula-
res, elevando su valor y consecuente-
mente la renta para sus propietarios, 
por factores muchas veces ajenos a 
su voluntad o actividad. 

Esto es también aplicable al suelo 
urbano. En este caso, los factores 
que influyen en la apreciación serán 
muchos más, tales como la cercanía 
a los centros urbanos o lugares de 
trabajo, conectividad, capacidad de 
construir otorgada por la regulación, 
costos y disponibilidad de materiales 



81

las normas reguladoras o que el Es-
tado invierta en infraestructuras o 
servicios básicos, aumenta la esca-
sez del suelo y con ello eleva su valor. 

Pese a las continuas críticas de gre-
mios inmobiliarios que acusan a las 
regulaciones como responsables de la 
escasez y del incremento de precios, 
se estima que existen en nuestras 
grandes ciudades aún apreciables 
cantidades de terrenos con norma 
urbana para ser utilizados. Según 
Trivelli (2014) en el Gran Santiago y 
la Región Metropolitana, el suelo con 
norma urbana sin utilizar alcanzaría 
a entre 32.000 y 50.000 hectáreas en 
el Gran Santiago, 40.000 en el Gran 
Concepción y otro tanto en el Gran 

Acceso a viviendas de 
calidad

Del suelo depende muy fundamen-
talmente el acceso a la vivienda y 
servicios básicos y, también, los es-
pacios para el esparcimiento y la re-
creación. Aspectos demasiado impor-
tantes para que queden entregados 
al laissez faire del mercado. 

Una mala política de suelo puede 
transformar en inaccesible o extre-
madamente cara la vivienda para 
sectores medios y bajos. 

La especulación, esto es la manten-
ción de terrenos sin urbanizar o su-
butilizados a la espera que cambien 

Fuente: Elaboración propia con datos del IRPV (Índice Real de Precios de Vivienda) 
de la Cámara Chilena de la Construcción. El indicador se construye considerando un 
valor base 100 para el año 2004, describiendo a partir de ello las variaciones para los 

años siguientes. Un valor bajo 100 implica una reducción de los precios respecto de la 
base. Sobre 100 representa un aumento.

Gráfico 1. 
Precio de departamentos en diversas zonas de Santiago
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Para los sectores de menores recur-
sos, la falta de regulación adecuada, 
que no reserva espacio a la vivienda 
social, termina desplazándola hacia 
la periferia, duplicando los proble-
mas para las familias de menores re-
cursos. 

Pero no sólo ello, hay estudios que 
comprueban que el incremento en el 
valor del suelo termina aminorando 
el efecto de cualquier intento de la 
política habitacional de aumentar la 
calidad de la vivienda social, al con-
sumir todo o gran parte del aumento 
en los subsidios.

Trivelli (1982), ya advertía, además, 
como elemento contribuyente a este 
efecto la aguda concentración en 
materia de empresas constructoras, 
financiamiento e insumos habitacio-
nales. 

Algunos repiten como consigna 
que toda regulación o impuestos 
sube los precios, sin análisis 

Valparaíso, suficiente para absorber 
la demanda habitacional por hasta 
un siglo. 

Otro fenómeno que se aprecia es la 
redistribución del mayor valor en 
toda la ciudad y no solamente en al-
gunos barrios, con la consiguiente 
“gentrificación” en muchas áreas1. El 
concepto de gentrificación proviene 
del inglés y se refiere al cambio de 
la población existente por una nueva 
de mayor capacidad adquisitiva, este 
efecto produce la expulsión de los 
primeros y el aumento del precio del 
suelo y bienes producto de la nueva 
demanda.

Tal como se observa en el gráfico, el 
precio de los departamentos sube, en 
el período analizado, casi en idénti-
cos términos en todo el Gran Santia-
go, en relación a su valor de origen. 

1	 Ver estudio del caso de Santiago por 
López, Meza y Gasic (2014)

Tabla de costos por período de la política

Año 1994 Años 1998-1999 Años 2002-2004
Promedio 

UF % Promedio 
UF % Promedio 

UF %

Costo Unitario 8.333 100 11.600 100 12.752 100
Costo construcción 6.995 83,9 8.289 71,5 8.350 65,5
Valor Terreno 606 7,3 2.015 17,4 2.521 19,8
Costo Urbanización 664 8 1.195 10,3 1.692 13,3
Equipamiento 0 0 84 0,7 247 1,9
Otros 61 0,7 145 1,2 144 1,1
Superficie unitaria 
m2 41,6 43,2 41,5

Valor metro 
construido 200,2 268,3 307,1

Valor m2 construido 14,6 46,6 60,7

Fuente: Brain y Sabatini. 2006 Prourbana 
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En Chile, en cambio, esa plusvalía es 
capturada casi exclusivamente por 
particulares. La ciudad se llena de 
terrenos “en engorda”, cuyos propie-
tarios esperan que el Estado lleve in-
fraestructura para luego venderlos o 
urbanizarlos, con mejor rentabilidad. 

Nuestro país es el paraíso de los ne-
gocios del suelo debido a esta defi-
ciente regulación que concentra en 
algunos propietarios las consecuen-
cias positivas de las inversiones pú-
blicas. 

Como veíamos, esta especulación di-
ficulta el acceso a la vivienda de ca-
lidad para sectores de ingresos bajos 
y medios, encarece los proyectos co-
merciales y también afecta la posi-
bilidad de que las ciudades crezcan 
armónicamente. 

Instrumentos para redistribuir estas 
plusvalías de mejor forma entre par-
ticulares y el sector público hay muy 
variados, tales como: 

– 	 Impuestos territoriales, que co-
nocemos y que en nuestro país 
tienen escaso efecto, tanto por 
la permanente postergación de 
los reavalúos, cuanto por la 
abundancia de exenciones.

– 	 Incorporación de estos mayores 
valores a la renta. En nuestro 
país hasta antes de la reforma 
tributaria ello estaba ligado al 
concepto de habitualidad lo que 
reducía su impacto. Con la mo-
dificación se corrigieron algu-
nas deficiencias, pero persiste 
un rango exento a favor de los 
particulares demasiado amplio 
de hasta 8000 UF. 

serios. Experiencias internacionales 
comprueban lo contrario2. Lo único 
que los eleva sostenidamente es dejar 
el asunto a merced del mercado y 
los especuladores. Si hay normativa 
y recuperación de plusvalías se 
desincentivan estas prácticas y 
proporciona a la ciudad una inversión 
privada que permite un desarrollo 
sostenible.

Plusvalías e inversión en 
barrios y ciudad

Cuando el Metro llega a un barrio, 
el precio de terrenos y viviendas se 
dispara. Lo mismo ocurre cuando 
cambia un plan regulador y mejoran 
las opciones de edificar. Se trata de 
inversiones o cambios normativos, 
habitualmente emanados del sector 
público y enteramente ajeno al pro-
pietario de los terrenos colindantes, 
que le favorecen. 

Sistemas políticos y gobiernos loca-
les de muy diverso signo han adver-
tido la importancia de redistribuir 
estas plusvalías o mayor valor en-
tre el Estado y los particulares, con 
el objeto de reinvertir sus frutos en 
la ciudad, por ejemplo en más áreas 
verdes, mejor vialidad y conectividad, 
produciendo así un círculo virtuoso 
en que todos los habitantes resultan 
beneficiados y no sólo algunos pro-
pietarios. 

2	 Ver estudio de Ochoa y Morales (2008) 
para el caso de Bogotá, Colombia.
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Ello se agrava, como lo comprueban 
estudios empíricos, con la tendencia 
observada en las grandes ciudades 
de Latinoamérica en que se aprecia 
que los precios se elevan proporcio-
nalmente más en los barrios popula-
res que en los sectores más acomo-
dados (Brain y Sabatini, 2006). 

Paulatinamente, los sectores de me-
nores recursos son empujados al ex-
tra radio con los consiguientes pro-
blemas derivados, tanto en materia 
de acceso a servicios y conectividad, 
cuanto en la generación de barrios 
marginalizados. 

Lo anterior sólo puede ser evitado a 
través de una adecuada regulación 
del suelo urbano, tendiente a limi-
tar el efecto del mercado y favorecer, 
en cambio, la integración urbana a 
través de políticas públicas como la 
reserva de suelo o la adquisición di-
recta por parte del Estado de terre-
nos (bancos de tierras), como existió 
en el país hace algunas décadas, con 
el objeto que sean aplicados en pro-
yectos de integración social, como se 
ha propuesto en el presupuesto del 
sector público para el año 2015. 

Transparencia en el mercado

“... el conocimiento anticipado 
de las políticas del gobierno y 
las obras que realizará el Esta-
do dan la posibilidad de realizar 
ganancias extraordinarias a los 
que poseen la información, ya 
que pueden anticiparse a adqui-
rir tierras cuyo precio todavía es 
resultado de una baja renta” se-
ñala Rosalba Todaro (1978).

– 	Gestión inmobiliaria de enti-
dades públicas, creando orga-
nismos especializados o permi-
tiendo que empresas públicas, 
como el Metro, puedan realizar 
operaciones de compra y venta 
de inmuebles coherentes con 
su plan de obras para recupe-
rar las plusvalías que éstas ge-
neran. 

– 	Asociación público privada para 
recuperar barrios deteriorados 
(reajuste de tierras), mediante 
la cual se desarrollan esfuerzos 
conjuntos para rehabilitar sec-
tores, cuya valorización poste-
rior compensa los aportes. 

– 	 La subasta de Certificados de 
Potencial Adicional de Cons-
trucción, predefinidos por enci-
ma de las normas, como ocurre 
en Sao Paulo. 

Segregación

La dinámica del uso del suelo, a par-
tir de la explicación dada a propósito 
de las rentas que genera, importa que 
naturalmente se va intensificando el 
uso de los terrenos mejor localizados 
en las ciudades. 

Éstos son adquiridos para desarro-
llos inmobiliarios que paulatinamen-
te van encareciendo su valor despla-
zando a sus antiguos propietarios, 
proceso caracterizado como gentri-
ficación, al que aludimos y que ve-
mos en todas las grandes ciudades, 
así como encareciendo el suelo para 
la inversión del Estado para realizar 
equipamientos, infraestructuras y 
servicios.
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acción del Estado, a través de cam-
bios normativos en el uso del suelo o 
por medio de obras de infraestructu-
ra, genera estos efectos”.

Con el objeto de minimizar estos ries-
gos se postula aumentar la partici-
pación ciudadana en las modificacio-
nes a los instrumentos reguladores 
y promover la publicidad de éstos a 
través de la difusión de los principa-
les hitos tendientes a su aprobación 
y modificación, como asimismo a fa-
cilitar su comprensión a través de un 
lenguaje simple. 

El informe llama, asimismo, a ocu-
parse de que el sector público “cap-
ture una mayor parte de las ganan-
cias asociadas a su propia acción, 
por ejemplo, en casos de cambios de 
uso de suelo desde agrícola a urba-
no, que hoy no se captan a través de 
las actualizaciones de los avalúos o 
de los impuestos a las ganancias de 
capital” 

En último término se insta a dismi-
nuir la discrecionalidad de ciertas 
autoridades minimizando las op-
ciones de negociación directa entre 
servicios públicos y promotores in-
mobiliarios y estableciendo causales 
precisas de rechazo de estudios com-
plementarios. 

La transparencia en este mercado es 
otra razón para regular el suelo, aun-
que en estricto rigor no se trata de 
una causa adicional, sino un factor 
que, de la mano de la especulación, 
la corrupción o las presiones corpo-
rativas que inciden en la obtención 
de excepciones, franquicias o condi-
ciones especiales, viene a potenciar o 
agravar las dificultades de acceso y 
la inequidad. 

Algo similar constató el Consejo Ase-
sor Presidencial contra los Conflictos 
de Interés, el Tráfico de Influencias y 
la Corrupción, que encabezó Eduar-
do Engel. 

En uno de los apartados de su in-
forme se refirió a los espacios para 
irregularidades existentes en la débil 
regulación de uso de suelo y la plani-
ficación urbana. 

Con el objeto de prevenir estas prác-
ticas, que ciertamente conducen a 
agravar los efectos de la mala gestión 
del suelo, en el acceso a la vivienda y 
equidad de la ciudad, el Consejo se 
ocupó de tres ámbitos específicos: la 
regulación urbana, las plusvalías ge-
neradas por ciertas acciones del Es-
tado y la definición de plazos en la 
práctica. 

Se destacan en este ámbito las pro-
puestas en materia de planificación 
territorial, en que se sugiere avanzar 
en la modernización de los planes 
reguladores, la transparencia en las 
ordenanzas, precisar el ámbito de las 
facultades de interpretación de las 
SEREMI, así como asegurar su pu-
blicidad, clarificando específicamen-
te los sujetos afectados o beneficia-
dos con sus resoluciones. 

Otro aspecto que mereció especial 
interés son las plusvalías generadas 
por la acción del Estado. En la línea 
de lo expuesto por Tondero se sos-
tiene que “La planificación urbana 
realizada a través de los PR puede 
generar y transferir riqueza, lo que 
promueve las presiones de terceros a 
su diseño con el consiguiente riesgo 
de abrir espacios para el tráfico de in-
fluencias y la corrupción. La misma 
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Conclusiones

La falta de una política de suelo ade-
cuada, acorde con las particulares 
características de este bien público, 
cuyo mercado es extremadamente 
imperfecto, ha conducido a nuestras 
ciudades a una aguda segregación y 
desigualdad, como asimismo a la im-
posibilidad de resolver problemas ur-
banos de gran importancia. 

Contar con una regulación adecuada 
resulta imprescindible para favorecer 
el acceso a una vivienda de calidad 
a sectores de ingresos bajos y me-
dios, como también para, junto con 
la adecuada planificación, promover 
barrios y ciudades más armónicas y 
equitativas, acordes al nivel de desa-
rrollo del país. 

La transparencia, información y par-
ticipación en los procedimientos des-
tinados al establecimiento y modifi-
cación de la normativa urbana son 
condiciones indispensables para que 
ella sea eficaz y para evitar que los 
efectos descritos se potencien █
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CONSTRUYENDO EL DERECHO A LA 
CIUDAD

A menudo en Chile, en torno a opiniones sobre el cómo entender el derecho a la ciu-
dad, las explicaciones tienden a centrarse en el derecho de acceso a los servicios de 
la ciudad. Una visión reducida de esta gran quimera que se va construyendo poco a 
poco en el mundo a partir de las demandas populares y emancipatorias, sus movi-
mientos sociales, sus organizaciones poblacionales, con distintos apoyos académicos 
y jurídicos. 

Hace cincuenta años, Henri Lefebvre (1968), sociólogo y filósofo francés, hizo la pri-
mera mención del derecho a la ciudad; la esencia de su mensaje se concentra “en los 
derechos de las personas a la vida urbana, transformada, renovada”. En este sentido, 
el derecho a la ciudad se entiende como una propuesta política de cambio y alterna-
tiva a las condiciones de vida urbana, creadas por las políticas de desarrollo urbano 
y de construcción de las viviendas. Esta reformulación de la vida urbana propone 
mayor equidad, donde la mayoría de los habitantes logren redescubrir la solidaridad, 
redistribuyendo los beneficios de la ciudad para todas y todos. Fue el punto de parti-
da de la lenta construcción del derecho a la ciudad.

Ana Sugranyes. Arquitecta de la ETS Friburgo, Suiza. 
Doctora en urbanismo por la TU-Delft, Países Bajos.

TEMA CENTRAL:
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LA CIUDAD

Derechos Humanos – Planificación – Derecho a la ciudad – 
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Desde hace veinticinco años en América 
Latina, distintas expresiones de la socie-
dad civil están trabajando en la formula-
ción del derecho a la ciudad, avanzando 
en la concreción del concepto y en la ela-
boración de instrumentos legales, preci-
sando potestades y obligaciones de Esta-
do y de ciudadanía para el cumplimiento 
de los derechos humanos.
Este artículo aporta algunas claves para 
entender el derecho a la ciudad, da pis-
tas de cómo éste se va construyendo y 
termina analizando desafíos para colo-
carlo en el contexto chileno, empezando 
por el derecho a la vivienda.

Algunas claves para entender 
el derecho a la ciudad

Son muchos los desafíos de 
aspiración de justicia so-
cial que surgen en torno a 
la construcción del derecho 

a la ciudad. Algunos lo consideran 
como una ilusión. Pero para los de-
fensores de los derechos humanos y 
sus componentes civiles y políticos, 
económicos sociales, culturales y 
ambientales, se trata de una utopía 
indispensable para otra ciudad posi-
ble.

En esta tarea de (re)inventar con-
diciones del “buen vivir”, o “sumak 
kawsay”, como lo reclaman los pue-
blos indígenas, andinos quechuas y 
aymaras (Tortosa:2012), los movi-
mientos sociales juegan un rol im-
portante a través de sus luchas co-
tidianas por el acceso al suelo, a los 
servicios básicos, a la vivienda, rei-
vindicando ciudades más justas. 

A casi cincuenta años de la primera 
formulación del derecho a la ciudad, 
esta propuesta política sigue vigente 
y convoca a movimientos sociales, 
académicos, distintas expresiones de 

la sociedad civil en diferentes partes 
del mundo. Por un lado, se trata de 
una bandera para orientar las prác-
ticas de organizaciones sociales en 
contra de la violación de los derechos 
humanos, contra la marginalización 
y los desalojos, y buscando cómo re-
solver sus aspiraciones al buen vivir 
en la ciudad; por el otro, un debate 
académico sobre el sentido político 
del derecho a la ciudad y de los apor-
tes legales para llegar a su exigibili-
dad jurídica desde la especificidad de 
los territorios. 

Entre los instrumentos jurídicos más 
avanzados a nivel internacional, des-
taca la Carta Europea de Salvaguar-
da de los Derechos Humanos en la 
Ciudad (UCGL-CIDSP:2000), firmada 
por cuatrocientas ciudades. Es el re-
sultado de la Conferencia “Ciudades 
por los Derechos Humanos” en 1998, 
que se organizó en conmemoración 
del 50º Aniversario de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos. 
Participaron en el encuentro cente-
nares de alcaldes/as y representan-
tes políticos de diferentes ciudades 
europeas, que aunaron su voz para 
reivindicar un mayor reconocimiento 
político como actores clave en la sal-
vaguarda de los derechos humanos 
en un mundo cada vez más urbani-
zado.

En América Latina, la formulación 
del derecho a la ciudad remonta 
al principio de los años 90. Los 
principales avances nacionales se 
han dado en Brasil, en 2001, con 
el compendio de leyes, conocido 
como la creación del Ministerio de 
la Ciudad y el Estatuto de la Ciudad, 
cuyos mayores logros son los 
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individual de propiedad, lo que im-
plica el uso socialmente justo y am-
bientalmente sustentable del espacio 
urbano.

La Constitución del Ecuador (2008) 
menciona explícitamente (Art. 30) 
“Las personas tienen derecho a un 
hábitat seguro y saludable, y a una 
vivienda adecuada y digna, con in-
dependencia de su situación social 
y económica” y (Art. 31) “Las perso-
nas tienen derecho al disfrute pleno 
de la ciudad y de sus espacios públi-
cos, bajo los principios de sustenta-
bilidad, justicia social, respeto a las 
diferentes culturas urbanas y equi-
librio entre lo urbano y lo rural. El 
ejercicio del derecho a la ciudad se 
basa en la gestión democrática de 
ésta, en la función social y ambiental 
de la propiedad y de la ciudad, y en 
el ejercicio pleno de la ciudadanía”. 

En 2010, la Ciudad de México ha for-
mulado su propia Carta por el Dere-
cho a la Ciudad. Es el producto de 
cuatro años de diálogo entre diversas 
organizaciones del movimiento urba-
no y las autoridades de veinte millo-
nes de habitantes del Distrito Fede-
ral. Este documento oficial define el 
derecho a la ciudad de la siguiente 
forma: “Es el producto equitativo de 
las ciudades dentro de los principios 
de sostenibilidad, democracia, equi-
dad y justicia social. Es un derecho 
colectivo de los habitantes de las ciu-
dades, que les confiere legitimidad de 
acción y de organización, basado en 
el respeto a sus diferencias, expre-
siones y prácticas culturales, con el 
objetivo de alcanzar el pleno ejercicio 
del derecho a la libre autodetermina-
ción y a un nivel de vida adecuado. 

instrumentos destinados a garantizar 
el cumplimiento de la función 
social de la propiedad, el impuesto 
progresivo en el tiempo sobre la 
propiedad urbana; los instrumentos 
de reglamentación del uso y acceso 
a las tierras urbanas ocupadas por 
personas de bajos ingresos; y los 
instrumentos de gestión democrática 
de la ciudad: audiencias públicas, 
consejos y conferencias de las 
ciudades en el plan nacional, estatal 
y municipal. 

Un conjunto de movimientos popu-
lares, organizaciones y asociaciones 
profesionales, foros y redes naciona-
les e internacionales de la sociedad 
civil construyeron la Carta Mundial 
por el Derecho a la Ciudad (HIC:2005) 
que recoge los compromisos y medi-
das que deben ser asumidos por la 
sociedad civil, los gobiernos locales 
y nacionales, parlamentarios y orga-
nismos internacionales para que to-
das las personas vivan con dignidad 
en las ciudades. La Carta basa su 
propuesta en tres ejes fundamenta-
les: (i) El ejercicio pleno de la ciuda-
danía, es decir el ejercicio de todos 
los derechos humanos, que aseguran 
el bienestar colectivo de los habitan-
tes y que promueven la producción 
y gestión social del hábitat. (ii) La 
gestión democrática de la ciudad, a 
través de la participación de la socie-
dad de forma directa y participativa, 
en el planeamiento y gobierno de las 
ciudades, fortaleciendo las adminis-
traciones públicas a escala local, así 
como las organizaciones sociales. (iii) 
La función social del derecho de pro-
piedad y de la ciudad, donde predo-
mine el bien común sobre el derecho 
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La lenta construcción de los 
derechos ciudadanos

Desde la Carta de las Naciones Uni-
das (1945), la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos (1948), el 
Pacto Internacional de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales 
(1966) y el Pacto Internacional de los 
Derechos Políticos y Civiles (1966), 
se han ido abriendo debates sobre el 
alcance colectivo de estos derechos. 
Como con todas las demás clases 
de derechos, se cuestiona si los de-
rechos colectivos realmente existen, 
y en el caso de existir, cuáles son 
realmente, además de la autodeter-
minación de los pueblos. Otra contro-
versia la suscita la calificación de de-
terminados derechos sociales como 
la huelga o la negociación colectiva, 
que para algunos son derechos co-
lectivos, mientras que para otros son 
derechos individuales ejercidos co-
lectivamente.

Las demandas sociales de los pue-
blos, como lo enseña la historia, se 
transforman en derechos a través de 
luchas prolongadas. La comunidad 
internacional de organizaciones so-
ciales siempre ha estado apoyando 
las reivindicaciones por la implemen-
tación de varios derechos emergen-
tes, de carácter colectivo; entre ellos, 
los derechos de los pueblos indíge-
nas, de los inmigrantes, la soberanía 
alimentaria y el derecho a la ciudad.

Junto a la formulación de los dere-
chos emergentes, muchas organiza-
ciones sociales en el mundo se han 
centrado en los derechos ciudadanos, 
que configuran el estatuto de las per-
sonas reconocidas como ciudadanos 

El Derecho a la Ciudad es interdepen-
diente de todos los derechos huma-
nos internacionalmente reconocidos, 
concebidos integralmente, e incluye, 
por tanto, todos los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales, cul-
turales y ambientales reglamentados 
en los tratados internacionales de 
derechos humanos.”

En el sistema de Naciones Unidas, la 
Unesco es la instancia que lleva más 
trabajos sobre el tema. En el mundo 
universitario, más de quinientos aca-
démicos avanzan en la formulación 
de propuestas a través de proyecto el 
derecho a la ciudad de Clacso, coor-
dinado por Flacso Ecuador. 

La Coalición Internacional del Hábi-
tat (HIC por su sigla en inglés), la red 
global por los derechos del hábitat, 
con más de 300 miembros en unos 
120 países del mundo, está ahora 
realizando estudios para debatir so-
bre los contenidos y las estrategias 
del derecho a la ciudad a efecto de 
seguir promoviendo el proceso tanto 
a nivel nacional y global (HIC: 2015). 
Se trata también de ir contribuyendo 
en diferentes escalas a la integración 
de compromisos y acciones, desde la 
perspectiva de este derecho colectivo, 
en el marco de la preparación de la 
Conferencia Hábitat III (Quito, octu-
bre 2016) hacia la nueva agenda ur-
bana.
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Según Borja, el desarrollo y la formu-
lación de los derechos ciudadanos se 
hacen en un tiempo largo en tres di-
mensiones sucesivas: una primera 
etapa, de carácter cultural, permite 
identificar y articular los valores que 
están en la base de estos derechos; 
sigue la fase de movilización social 
para incidir en la creación y legali-
zación de los instrumentos y proce-
dimientos para que estos derechos 
se vuelvan exigibles; y culmina en el 
momento político-institucional para 
formalizarlos, consolidarlos y desa-
rrollar las políticas públicas necesa-
rias para su cumplimiento efectivo.

Entre los movimientos sociales, sus 
demandas y sus propuestas, es im-
portante mantener referencias a es-
tos derechos ciudadanos; sin embar-
go, es indispensable darse cuenta que 
estos no necesariamente se inscriben 
en la metodología y en los estánda-
res internacionales de los derechos 
humanos. El gran desafío es de lle-
gar a establecer y formalizar tratados 
que obliguen el enfoque de derechos 
humanos en los derechos colectivos. 
En este sentido, están los avances 
de inclusión del derecho a la ciudad, 
como ya mencionado en la Constitu-
ción del Ecuador, en el Estatuto de la 
Ciudad de Brasil o en la Carta de la 
Ciudad de México.

(Borja:2012). Desde esta perspectiva, 
la democracia no consiste únicamen-
te en la existencia de instituciones 
representativas y libertades políticas 
y civiles. En contraposición, expre-
siones de la ciudadanía aspiran más 
bien a formas de democracia partici-
pativa, con la propuesta de que las 
políticas públicas hagan reales los 
derechos teóricos considerados legí-
timos en cada momento histórico y 
que las libertades sirvan para reivin-
dicarlos. 

En un inventario de los elementos 
de los derechos ciudadanos, basado 
en el reconocimiento de la persona, 
como sujeto de derechos y deberes 
que lo hacen libre en el territorio 
donde viven colectividades propo-
ne un listado de los mismos, entre 
los cuales destacan: la vivienda y el 
lugar; el espacio público y a la mo-
numentalidad; la identidad colectiva 
dentro de la ciudad; la movilidad y la 
accesibilidad; la centralidad; la con-
versión de la ciudad marginal o ilegal 
en ciudad de ciudadanía; el gobier-
no metropolitano o plurimunicipal; 
la diferencia, la intimidad y la elec-
ción de los vínculos personales; y el 
acceso a la información transversal. 
(Borja: 2012)

En los procesos de construcción de 
los derechos colectivos, cabe resaltar 
el mencionado derecho a la ilegali-
dad, o derecho a la desobediencia ci-
vil, que constituye un paso a menudo 
obligado en las movilizaciones socia-
les, pensando, por ejemplo, en las 
protestas nacionales que han marca-
do la resistencia y fin de la dictadura 
entre 1983 y 1989. 
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El enfoque territorial de los derechos 
humanos, en el contexto chileno, 
se limita al derecho de propiedad, 
entendido este, ante todo, como 
propiedad privada. Otra dimensión 
de estos principios universales está 
en la función social de la propiedad. 
La Constitución de Chile (artículo 19, 
numeral 24, cuatro primeros incisos) 
coloca esta función social en el sentido 
de las condiciones de obligaciones 
en caso de una expropiación. Sin 
embargo, si de derechos humanos 
se trata, el análisis de la función 
social de la propiedad demuestra 
otras dimensiones, entre ellas: i) el 
rol activo del estado para garantizar 
el acceso al suelo y a la vivienda y, 
por lo tanto, en materia de política 
de ordenamiento territorial; ii) la 
recuperación y redistribución de 
las externalidades y plusvalías; 
iii) la posibilidad de armonizar los 
derechos individuales, los derechos 
de incidencia colectiva y los derechos 
sociales; iv) pistas para mitigar 
conflictos y desigualdades, por 
ejemplo, entre rentistas y ocupantes 
de inmuebles, entre propietarios 
y arrendatarios; v) alternativas de 
regulación para formas colectivas 
de producción agrícola y del hábitat; 
y vi) la recuperación de inmuebles 
vacantes. 

Más allá de los temas de las compen-
saciones en caso de una expropia-
ción, es posible legislar la articula-
ción entre la función social y privada 
de la propiedad, especialmente des-
de el Código Civil, para armonizar el 
ejercicio del derecho de propiedad 
privada cuando el ejercicio de este 
derecho tiene impacto en el interés 
público. 

Territorios y derechos 
humanos en chile

Desde el Estado y desde la sociedad 
civil, no hay mayor avance sobre la 
construcción del derecho a la ciu-
dad en Chile. Tampoco se presentan 
perspectivas en cuanto a los dere-
chos económicos, sociales y cultu-
rales, especialmente con relación al 
enfoque territorial de los mismos.

Pensando los territorios, la ciudad, el 
barrio y la vivienda, la educación, la 
salud, la equidad de género, la diver-
sidad sexual —entre otros elementos 
geográficos, políticos, económicos, 
sociales y culturales que conforman 
las dimensiones del hábitat—, los 
análisis se refieren, por lo general, a 
las políticas públicas, la actividad in-
mobiliaria, la participación ciudada-
na, o la apropiación del espacio; muy 
poco los enfocan desde la perspectiva 
de los derechos humanos.

En la tradición nacional de los dere-
chos humanos, prevalecen los temas 
relacionados a los derechos políticos 
y civiles, muy especialmente, al dere-
cho a la vida; por algo será. Los desa-
parecidos, los detenidos, los ejecuta-
dos y los torturados están en el centro 
de la lucha por los derechos huma-
nos. En círculos especializados, hay 
cuestiones que van avanzando desde 
los principios de los derechos huma-
nos: los pueblos indígenas, las niñas 
y los niños, las mujeres, la soberanía 
alimentaria; algo en temas de la sa-
lud; pero el hábitat, muy poco. 
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en Temuco; o en la reconstrucción 
del centro de Talca después del terre-
moto 27F de 2010.

En este sentido, la sociedad civil exi-
ge una modificación del rol actual del 
Estado, hacia una mayor interven-
ción en el ordenamiento territorial 
y desarrollo regional, en la planifi-
cación urbanística —correspondien-
te al ámbito físico— y en la planifi-
cación de la ciudad —relacionada a 
la civitas, o sea el ámbito en que se 
desarrolla la vida ciudadana—, la 
gestión del suelo fiscal, haciéndose 
cargo de lo sucedido en los años pa-
sados, y asumir su responsabilidad 
por acciones y omisiones. 

Las demandas sociales con enfoque 
de derecho deben ser consideradas 
en un proceso de cambio cultural, 
para formular sistemas complemen-
tarios de la propiedad privada, sea 
pública o cooperativista y también el 
reconocimiento de las ocupaciones 
de hecho. 

Si bien hay muchas variables que 
precisan el enfoque territorial de los 
derechos humanos, como el suelo, 
el agua o el aire, Chile tiene también 
pendiente el pleno ejercicio del De-
recho Humano a una Vivienda Ade-
cuada, DHVA, que forma parte del 
Pacto Internacional de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 
PIDESC —suscrito por Chile en 1969 
y ratificado en 1989— , que, en su 
artículo 11, lo define como “el dere-
cho de toda persona a un nivel de 
vida adecuado para sí misma y para 
su familia, incluyendo alimentación, 
vestido y vivienda adecuadas y una 
mejora continuada de las condicio-

Ante la realidad segregada y fragmen-
tada de los territorios y de las ciuda-
des, el Estado de Chile pone énfasis 
en la aspiración de espacios integra-
dos, normalmente analizados desde 
los guetos o las concentraciones ho-
mogéneas de pobreza en las ciuda-
des, o los ensayos de programas de 
integración social (PIS). Pensando en 
términos de derechos humanos y de 
la función social de la propiedad y 
del suelo, más valdría tener en cuen-
ta las modalidades de acumulación 
por desposesión y analizar cómo los 
sectores de poder inmobiliario, con el 
apoyo del Estado, van configurando y 
protegiendo los territorios en contra 
de todos los principios de los dere-
chos humanos. Se deben considerar 
los cambios neoliberales producidos 
en los países occidentales desde los 
años 1970 hasta la actualidad y que 
estarían guiados por cuatro prácti-
cas, principalmente: la privatización, 
la financiarización, la gestión y ma-
nipulación de las crisis y redistribu-
ciones estatales de la renta. Los cam-
bios se manifiestan, entre otros, en la 
privatización de empresas y servicios 
públicos, que tienen su raíz en la pri-
vatización de la propiedad comunal 
(Harvey:2003)

Por todas partes en el mundo, se dan 
situaciones de violación de los dere-
chos humanos desde los territorios, 
en el campo y en la ciudad. En Chile, 
siguen presentándose evidencias de 
desalojos forzados; por ejemplo, en 
los casos de demolición de conjun-
tos de vivienda social, como Villa San 
Luis en Las Condes, Villa El Volcán y 
Coloane en Puente Alto, Villa Futuro 
en Chiguayante y Villa Los Cóndores 
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chos fundamentales, como parte del 
sistema internacional de protección y 
promoción de los derechos humanos. 

Se entiende entonces que el derecho 
a la vivienda, es indivisible del dere-
cho a un nivel de vida adecuada y 
por tanto interrelacionado a varios 
derechos. En palabras de la Relatora 
Especial de Nacionales Unidas para 
el Derecho a una Vivienda Adecuada, 
el derecho a la vivienda representa 
“una puerta de entrada a otros dere-
chos humanos como la educación, la 
salud, los medios de sobrevivencia, 
las oportunidades de trabajo…” 

A partir de este concepto, el Comité 
DESC —instancia de Naciones Uni-
das que supervisa la aplicación del 
PIDESC, en la Observación General 
Nº4 de 1991— detalla siete atributos 
y sus condiciones del derecho huma-
no a una vivienda adecuada.

El primer atributo, el más complejo, 
es la seguridad jurídica de la tenen-
cia. La tenencia adopta una variedad 
de formas, como el alquiler (público y 
privado), la vivienda en cooperativa, 
el arriendo, la ocupación por el pro-
pietario, la vivienda de emergencia y 
los asentamientos precarios, incluida 
la ocupación de tierra o propiedad. 
Sea cual fuere el tipo de tenencia, 
todas las personas deben gozar de 
cierto grado de seguridad de tenen-
cia que les garantice una protección 
legal contra el desalojo, el hostiga-
miento u otras amenazas. 

La seguridad de la tenencia es un 
componente central del derecho a 
la vivienda adecuada. Cualquier ini-
ciativa relacionada con la vivienda, 
ya sea en el contexto de la renova-

nes de existencia”. Para ir avanzan-
do hacia el derecho a la ciudad, Chile 
debería empezar a precisar los están-
dares del derecho a la vivienda.

El derecho a la ciudad, 
empezando por el derecho a 
la vivienda

Como lo explica la Relatora Especial 
del Derecho a la vivienda, doce tex-
tos de las Naciones Unidas definen el 
derecho a la vivienda; sin embargo, 
la implementación de este derecho es 
aún un gran desafío. El derecho a la 
vivienda integra el derecho a un nivel 
de vida adecuado. Por ello, no se re-
duce únicamente a un techo y cuatro 
paredes, sino que abarca el derecho 
de cualquier persona a tener acceso 
a un hogar y a una comunidad segu-
ros para vivir en paz, con dignidad 
y salud física y mental. Esto explica 
que el contenido del derecho a la vi-
vienda se construye a partir de varios 
atributos, o cualidades, relacionados 
con la calidad de vida de las perso-
nas.  

Además de los evidentes requisitos 
de calidad física y habitabilidad del 
bien material, sin duda la localiza-
ción y el costo de adquisición y de 
mantenimiento juegan un rol fun-
damental. Las personas aspiran a 
una infraestructura básica; también 
quieren estar cerca de su lugar de 
trabajo, tener escuelas, centros de 
salud y otros servicios y equipamien-
tos accesibles. La vivienda, entonces, 
se concibe como un bien social, un 
valor de uso y un valor de cambio, 
que permite el goce de otros dere-
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La habitabilidad corresponde al cuar-
to atributo. Por habitabilidad, se en-
tienden las condiciones de la vivien-
da, apropiada al uso y de seguridad 
estructural. Una vivienda adecuada 
debe ser habitable, en el sentido de 
poder ofrecer espacios adecuados a 
sus ocupantes y de protegerlos del 
frío, la humedad, el calor, la lluvia, 
el viento u otras amenazas para la 
salud, de riesgos estructurales y de 
vectores de enfermedad. Debe ga-
rantizar también la seguridad física 
de los ocupantes. Corresponde a las 
condiciones de higiene de la vivien-
da, definidas por la Organización 
Mundial de la Salud, OMS, que con-
sideran la vivienda como el factor 
ambiental que, con más frecuencia, 
favorece enfermedades en los análisis 
epidemiológicos; dicho de otro modo, 
que una vivienda y unas condiciones 
de vida inadecuadas y deficientes se 
asocian invariablemente a tasas de 
mortalidad y morbilidad más eleva-
das.

El quinto atributo precisa los temas 
sociales de quienes deben tener ac-
ceso prioritario a la vivienda. En tér-
minos técnicos de derechos, se trata 
de la asequibilidad. La vivienda debe 
concederse a los grupos en situación 
de desventaja. Tanto las disposicio-
nes como la política en materia de 
vivienda deben tener plenamente en 
cuenta las necesidades especiales de 
estos grupos. 

El sexto atributo se refiere a la loca-
lización de la vivienda. El lugar de la 
vivienda debe facilitar el acceso a las 
opciones de empleo, los servicios de 
atención de la salud, centros de aten-
ción para niñas y niños, escuelas y 

ción urbana, la gestión de la tierra u 
otros proyectos de desarrollo, o para 
hacer frente a las necesidades de re-
construcción después de conflictos 
o desastres, inevitablemente tendrá 
repercusiones en la seguridad de la 
tenencia. La falta de seguridad de la 
tenencia —en el derecho y en la prác-
tica— hace muy difícil la protección 
contra el desalojo forzoso, dejando a 
los más vulnerables, tales como los 
habitantes de los asentamientos pre-
carios, en riesgo de padecer una serie 
de violaciones de los derechos huma-
nos.

El segundo atributo se refiere a la 
disponibilidad de servicios, materia-
les, facilidades e infraestructura, las 
condiciones de accesibilidad física. 
Una vivienda adecuada cubre servi-
cios indispensables para la salud, la 
seguridad, la comodidad y la nutri-
ción. Todas y todos los beneficiarios 
del derecho a una vivienda adecuada 
tienen acceso permanente a recursos 
naturales y comunes, a agua potable, 
a energía para la cocina, la calefac-
ción y el alumbrado, a instalaciones 
sanitarias y de aseo, de almacena-
miento de alimentos, de eliminación 
de desechos, de drenaje y a servicios 
de emergencia.

El tercer atributo se relaciona a gas-
tos soportables, la asequibilidad eco-
nómica. Los gastos personales o del 
hogar que entraña la vivienda deben 
ser de un nivel que no impidiera ni 
comprometiera el logro y la satisfac-
ción de otras necesidades básicas. 
En este sentido, los estados deben 
adoptar medidas para garantizar que 
el porcentaje de los gastos de vivien-
da sean, en general, conmensurados 
con los niveles de ingreso
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Considerando que el derecho huma-
no a una vivienda adecuada tiene 
una importancia fundamental para 
el disfrute de todos los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales, una 
condición indispensable son los de-
rechos humanos a la no-discrimina-
ción. En otras palabras, el derecho a 
la vivienda se aplica libre de toda dis-
criminación basada en género, raza, 
etnia, orientación sexual u otra con-
dición.

Otros atributos fuertemente relacio-
nados al derecho a la vivienda son 
la participación ciudadana y la coor-
dinación interinstitucional. Por ra-
zones de pertinencia y eficacia, así 
como para asegurar el respeto de los 
demás derechos humanos, toda po-
lítica de vivienda debe reflejar una 
consulta extensa con todas las per-
sonas afectadas y su participación; 
además, debe contemplar medidas 
para asegurar la coordinación entre 
los ministerios y las autoridades re-
gionales y locales con objeto de con-
ciliar las políticas conexas.

Estrechamente vinculada a la par-
ticipación ciudadana, está dado el 
derecho a la información oportuna, 
definido como el derecho de toda per-
sona de buscar, recibir y difundir in-
formación en poder del gobierno: la 
libertad de información es un dere-
cho fundamental y la piedra angular 
de todas las libertades. En otras pa-
labras, es un derecho instrumental 
que puede ser utilizado para garan-
tizar el cumplimiento de otros dere-
chos esenciales del ser humano. 

Otra observación del Comité DESC 
plantea la relación del derecho hu-
mano a una vivienda adecuada con 

otros servicios sociales. Esto es par-
ticularmente importante en ciudades 
grandes y en zonas rurales donde los 
costos temporales y financieros para 
llegar a los lugares de trabajo y volver 
de ellos pueden imponer exigencias 
excesivas en los presupuestos de las 
familias pobres. De manera semejan-
te, la vivienda no debe construirse en 
lugares contaminados ni en la proxi-
midad inmediata de fuentes de con-
taminación que amenazan el derecho 
a la salud de los habitantes.

El último atributo corresponde a la 
adecuación cultural, o sea las dimen-
siones sociales relacionadas a la tra-
dición, la identidad y la pertenencia 
a un lugar. Tiene relación con la ma-
nera en que se construye la vivien-
da, los materiales de construcción 
utilizados y las políticas vigentes, 
que deben facilitar la expresión de la 
identidad cultural y de la diversidad 
cultural. A menudo, las tendencias 
de la modernidad tienden a sacrificar 
las dimensiones culturales; la vivien-
da, entonces, debe responder a las 
demandas culturales de sus habi-
tantes y, a la vez, asegurar servicios 
tecnológicos modernos.

A esas siete condiciones, o atributos 
intrínsecos al concepto de vivienda 
adecuada, los Indicadores de Dere-
chos Humanos, en su Guía para la 
medición y aplicación de 2012 (pági-
na 102) han sumado observaciones 
y salvaguardas ante situaciones par-
ticulares, como por ejemplo las erra-
dicaciones forzadas, la relocalización 
post desastres o preventivas, entre 
otras, y que son entendidas como 
categorías transversales, como la no 
discriminación, la participación, la 
transparencia y el género. 
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Si bien el Estado chileno ha mostra-
do un compromiso permanente en la 
búsqueda de soluciones habitaciona-
les para la población que no puede 
acceder a una vivienda en el mercado 
formal, mediante variadas políticas y 
mecanismos, no obstante, las políti-
cas habitacionales muestran la pre-
valencia de un enfoque economicis-
ta que ha ido reduciendo la vivienda 
a una mercancía, cuya localización 
y estándares técnicos dependen del 
precio que se puede pagar y no de un 
modelo focalizado en las necesidades 
habitacionales de los hogares, o en el 
respeto a sus derechos.

El resultado de esta mirada reducti-
va se expresa en miles de conjuntos 
habitacionales y otros asentamientos 
periféricos patrocinados, construidos 
o subsidiados por el Estado por ya 
más de cien años, que concentran no 
sólo viviendas de estándar mínimo, 
sino también a los grupos sociales 
más vulnerables. Ello representa un 
inequitativa accesibilidad a oportu-
nidades, en el marco de un proceso 
de segregación urbana, social y es-
pacial. 

La ausencia de una planificación es-
tatal para conducir hacia ciudades 
equitativas es lamentable. Más aún 
cuando ha sido la propia acción de 
las políticas públicas la que ha pro-
piciado la concentración de personas 
carenciadas en las periferias urba-
nas, en vivienda de estándar muy 
bajo, en áreas mal servidas y con 
escaso interés para quienes tienen 
otras opciones de mercado.

las normativas nacionales. Si el 
DHVA estuviera consagrado en la 
constitución nacional, sería impor-
tante ir precisando los aspectos ju-
rídicos y los efectos concretos de tal 
enfoque. Muchos elementos compo-
nentes del derecho a la vivienda de-
ben ser, por lo menos, conformes con 
la disposición de recursos jurídicos 
internos; por ejemplo, (i) las apela-
ciones jurídicas destinadas a evitar 
desalojos planeados o demoliciones 
mediante la emisión de mandatos 
de los tribunales; (ii) procedimientos 
jurídicos que buscan indemnización 
después de un desalojo ilegal; (iii) re-
clamaciones contra acciones ilegales 
realizadas o apoyadas por los propie-
tarios (sean públicos o privados) en 
relación con los niveles de alquiler, 
mantenimiento de la vivienda y dis-
criminación racial u otras formas 
de discriminación; (iv) denuncias de 
cualquier forma de discriminación 
en la asignación y disponibilidad de 
acceso a la vivienda; y (v) reclamacio-
nes contra los propietarios acerca de 
condiciones de viviendas insalubres 
o inadecuadas. 

Por lo que se refiere a los temas de 
género, desde la perspectiva de la in-
divisibilidad de los derechos huma-
nos, se deben analizar los obstáculos 
para la efectiva realización del DHVA, 
como la situación de las mujeres sin 
techo, la violencia de género, normas 
sociales y culturales discriminato-
rias, prejuicios múltiples, vivienda 
inasequible y el impacto de los desas-
tres naturales, de los desalojos forza-
dos y del SIDA sobre las mujeres. 
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Gueto es la expresión que empieza a 
utilizarse para denominar a esos ba-
rrios donde se han ido concentrando, 
o segregando a los desaventajados, 
es decir, a familias y personas de ba-
jos ingresos que no pueden optar a 
otra vivienda que no fuera la auto-
construida o la subsidiada, de bajo 
estándar y localización periférica; lu-
gares donde, además, habita la des-
esperanza aprendida para una alta 
proporción de personas con similar 
tipo de carencias.

El 27 de mayo de 1989, el gobierno 
militar ratificó el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales, PIDESC, actualmente el 
documento internacional más rele-
vante para el reconocimiento del de-
recho humano a una vivienda ade-
cuada. Sin embargo, a la fecha, Chile 
sigue sin haber ratificado de forma 
explícita el DHVA. Además, Chile es 
de los pocos países de América La-
tina que no ha incluido el DHVA en 
su constitución. Asimismo, no existe 
enfoque de derechos humanos en la 
formulación de la política habitacio-
nal, sus programas y proyectos. En 
la práctica, estas omisiones se tradu-
cen, entre otros aspectos, en la au-
sencia de instancias e instrumentos 
que permitan a las y los afectados 
recurrir ante la justicia para el cum-
plimiento de este derecho humano █
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NORMAS Y ACUERDOS EN LA CIUDAD

Se pretende en estas páginas relacionar algunas divergencias y conflictos que ocurren 
en el desarrollo de las ciudades chilenas con las normas urbanas que rigen dicho 
desarrollo. Se pretende dar algunas pistas de por qué estas normas no permiten que 
muchos conflictos de las ciudades chilenas sean solucionados de manera eficiente.

Son variados los grupos que debaten sobre las decisiones y destino de las ciudades 
chilenas. Sus distintas expectativas e intereses dan pie a un creciente número de 
divergencias y conflictos que, cómo se verá, no han logrado encontrar soluciones en 
nuestro sistema. Esto contribuye a una sensación de disconformidad generalizada 
con el devenir de nuestras ciudades, como se indicará en el primer subcapítulo. Los 
últimos años se han caracterizado por un intenso debate de los objetivos del desarro-
llo urbano y sus alcances —justamente, a partir de dicha disconformidad. Sin embar-
go, los acuerdos de dichas discusiones han sido difíciles de plasmar en la normativa 
urbana imperante, como será descrito en el segundo subcapítulo. Finalmente, se 
proponen algunas nociones —que no pretenden ser exhaustivas— sobre los cambios 
que nuestra normativa debiera incorporar para permitir normas que incentiven la 
integración y los acuerdos.

Vicente Burgos Salas. Abogado. MsC en Planificación y 
Desarrollo, University of London

TEMA CENTRAL:
EL DERECHO A 

LA CIUDAD

Planificación urbana – Normativa – Ciudad – Consensos – 
Conflicto



Divergencias y conflictos 
urbanos

Los asuntos relacionados con 
la ciudad han sido creciente-
mente discutidos en la esfera 
pública. Son numerosas las 

noticias del acontecer de las ciuda-
des, que derivan además en muchas 
columnas de opinión y actividad en 
las redes sociales. La mayoría de es-
tos documentos y opiniones debaten 
desde la óptica de la disconformidad: 
la construcción de centros comercia-
les en zonas valoradas por la ciuda-
danía, la creciente competencia por 
el espacio público, la proliferación 
del automóvil y de otros medios de 
transporte, las nefastas consecuen-
cias de barrios interminables de vi-
vienda social y la proliferación de 
proyectos inmobiliarios que modifi-
can barrios históricos de zonas bien 
localizadas, son algunos de los es-
cenarios de divergencias que hemos 
presenciado en los últimos años. Al 
mismo tiempo, otros asuntos en el 
centro del debate están directamente 
relacionados con la conformación de 
nuestras ciudades. Así, por ejemplo, 
cuando hablamos de seguridad ciu-
dadana, se suele distinguir dentro de 
sus causas la segregación urbana y la 
falta de oportunidades en determina-
das zonas de la ciudad; nos referimos 
al smog y reconocemos que parte los 
problemas dicen relación con la ais-
lación térmica y calidad de construc-
ción de las viviendas; para qué decir 
los problemas de transporte, que han 
derivado en propuestas para revisar 
las decisiones de ubicación de los re-
sidentes de ciudades como Santiago 
y Concepción.

Quienes han construido opinión en 
torno a estos asuntos podrán enten-
der que una de las causas de estos 
problemas parte de la noción de que 
en la ciudad conviven distintas for-
mas de entenderla. Desde luego, es 
deseable que en una sociedad de-
mocrática convivan distintas formas 
de entender que es lo queremos de 
nuestro entorno y por cierto de la 
ciudad. Las divergencias, tales como 
lo estéticamente admirable que nos 
puede resultar un edificio, que tipo 
de transporte de personas es el más 
sustentable, hasta cuál es la función 
óptima del Estado en la ciudad, son 
necesarias y deseables en democra-
cia. Sin embargo, muchas de las des-
avenencias que enfrentamos en las 
ciudades chilenas adquieren la ca-
racterística de conflictos, donde una 
visión de ciudad desplaza a otra vi-
sión sin el espacio para el debate y 
la generación de acuerdos. Mientras 
la desavenencia fortalece la democra-
cia, el conflicto sin solución la ame-
naza . Estos conflictos, generalmen-
te, se caracterizan por ser sociales, 
esto es, visiones de ciudad donde la 
de un grupo social desplaza a la de 
otro o muchos otros. 

Son varios los espacios donde 
podemos ver que en los debates en 
nuestras ciudades las decisiones 
implican el conflicto y posterior 
desplazamiento de un(os) grupo(s) 
por otro(s). En la construcción de 
centros comerciales, por ejemplo, 
se puede distinguir entre aquellos 
que privilegian la conservación del 
patrimonio, los derechos colectivos 
de sus habitantes y del comercio a 
baja escala y otros que abogan por el 
acceso de comercio de alta escala a 
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este tipo de desarrollos sospechan 
que finalmente el criterio imperante 
es el de la rentabilidad económica , 
con los límites establecidos en Planes 
Reguladores y normativa general. 

En estos y otros debates, las solu-
ciones han tendido a cuestiones que 
pueden entenderse lejos de un ópti-
mo donde distintos actores puedan 
beneficiarse del desarrollo de las ciu-
dades. Como se señaló antes, las di-
vergencias en torno al desarrollo son 
deseables para una democracia. Sin 
embargo, es el sentimiento de des-
plazamiento por uno o varios grupos 
de la sociedad lo que puede convertir 
las divergencias en conflictos. Dado 
que muchas de las divergencias se 
solucionan a partir exclusivamen-
te de la rentabilidad económica y la 
propiedad privada, muchos grupos 
que buscan otro tipo de intereses —o 
“rentabilidades”— son desplazados. 
No debe causar sorpresa, entonces, 
que la mayor parte de movimientos 
sociales y grupos de interés apuesten 
por el congelamiento o la no cons-
trucción de proyectos inmobiliarios. 

En la próxima sección se argumenta-
rá que al no existir un espacio claro 
donde resolver las divergencias que 
permita sopesar argumentos distin-
tos a los de rentabilidad y propiedad 
privada, se desplaza a distintos gru-
pos e intereses. En otras palabras, 
muchos de los conflictos que percibi-
mos en lo urbano nacen de la inexis-
tencia de una espacio donde estos 
acuerdos que concilien distintos in-
tereses puedan construirse. 

todos los ciudadanos y sus derechos 
particulares de consumo. Otro 
ejemplo que suscita distintas visiones 
es el de los proyectos inmobiliarios y 
sus efectos: aquellos que pretenden 
defender la vida de barrio elaborada 
por viviendas y servicios de baja 
escala, en contra de aquellos que 
pretenden explotar los beneficios de 
dichos barrios a través de negocios 
inmobiliarios. 

Sin querer adentrarme en las ricas 
características y complejidades de 
estos fenómenos, algo que los carac-
teriza es que en sus soluciones no 
parece haber medias tintas ni posibi-
lidades de acuerdo. Hablar del acceso 
a servicios comerciales que respeten 
la estructura de los barrios y gale-
rías, en vez de aquellos asociados a 
la tipología estadounidense (grandes 
estructuras y pocos espacios públi-
cos), no parece parte de las opciones. 
La mayoría desarrolladores inmo-
biliarios que explotan el suelo solo 
se rigen por lo que la norma y sus 
atajos (incentivos a la fusión de lotes 
y conjuntos armónicos) permiten, y 
ejecutan proyectos inmobiliarios mu-
chas veces no previstos o no entendi-
dos por las comunidades que los cir-
cundan, sin que exista la posibilidad 
de acordar desarrollos más amables 
que, al mismo tiempo, permitan la 
llegada de nuevos usos y ciudadanos 
a zonas bien localizadas, o de asegu-
rar espacios para los familiares de 
los actuales residentes de un barrio. 
Por cierto, en ambos fenómenos, la 
rentabilización de la inversión in-
mobiliaria envuelve en un manto de 
duda cualquier beneficio de los desa-
rrollos inmobiliarios. Los que critican 
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90. Esto llevó a implementar subsi-
dios para la localización de proyectos 
de vivienda social durante el primer 
gobierno de la Presidenta Bachelet, 
que se mantuvieron, con algunos re-
fuerzos en la administración siguien-
te, y que desde el 2014 derivaron en 
incentivos económicos directos a la 
integración social de proyectos en zo-
nas bien localizadas. No se pretende 
aquí evaluar los resultados de estas 
políticas, lo que se pretende graficar 
es la existencia de un acuerdo políti-
co, a lo menos tácito, en las formas 
de enfrentar la ubicación de las futu-
ras unidades de vivienda social con 
un criterio que limita la rentabilidad 
económica de las definiciones.

Otro tipo de acuerdos específicos dice 
relación con el esfuerzo de construir 
una Política Nacional de Desarrollo 
Urbano el 2014 (PNDU), y la expresa 
intención de la administración actual 
de implementarla. El documento es 
un consenso respecto a cuáles de-
bieran ser los principios de las mo-
dificaciones legales, reglamentarias 
y de política pública en torno a ejes 
estructurantes. Para la elaboración 
de dicho documento, se consultaron 
distintos actores urbanos, desde la 
Cámara Chilena de la Construcción 
a algunas agrupaciones sociales. 
Lamentablemente, este documento 
no puede ser considerado como un 
consenso amplio del tipo de ciudad. 
Dados su composición, los procedi-
mientos empleados y, sobre todo, el 
alcance de acuerdos alcanzados, la 
PNDU es más bien un acuerdo gene-
ral de algunos actores importantes —
pero no los únicos— sobre una serie 
de principios generales. En la apli-
cación de estos principios generales, 

Acuerdos urbanos

¿Qué tipo de acuerdos podemos 
construir en torno a estos temas? 
¿Contamos con herramientas que de 
verdad puedan significar la construc-
ción de visiones comunes en torno 
a la ciudad que queremos? ¿Puede 
definirse qué es lo que entendemos 
por bien común? Como se ha dicho, 
la normativa urbana actual conteni-
da en la Ley General de Urbanismo 
y Construcciones y su Ordenanza no 
ha sido capaz de prevenir una serie 
de conflictos anteriormente. Tampo-
co ofrece alternativas a decisiones 
en la ciudad en base a la rentabili-
dad económica y propiedad privada. 
Desde la institucionalidad existente, 
conscientes del problema, parece ha-
ber intentos de respuesta. 

Un primer grupo de reacción ante es-
tos problemas dice relación con los 
esfuerzos de los gobiernos por gene-
rar principios que limiten y guíen la 
rentabilidad económica y la propie-
dad privada a otros resultados de-
seables. Dentro de la construcción de 
estos discursos, podemos encontrar 
el diseño de políticas públicas que, 
con algunos matices, han girado en 
torno a principios más o menos con-
cordantes del tipo de ciudad que se 
busca a través de su implementa-
ción. Un ejemplo es el aparente con-
senso existente en el tipo de locali-
zación que debe promoverse para la 
vivienda social. En los últimos años, 
distintas administraciones del Esta-
do han reconocido que los objetivos 
trazados en torno a las políticas de vi-
vienda se relacionan con la experien-
cia segregadora, en especial la políti-
ca habitacional de las décadas 80 y 
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a través de la administración central. 
Si bien ellas pueden ser participativas 
y consultadas a la ciudadanía, 
quienes finalmente toman la decisión 
de patrocinarlas —y de convertirlas 
en Ley— son el poder Ejecutivo y el 
Legislativo. 

Un tercer tipo de acuerdos a un nivel 
regional y local radica en la genera-
ción y proceso de Planes Regulado-
res. En efecto, esta herramienta tiene 
el potencial de constituir, mediante 
acuerdos locales, los objetivos de las 
comunas, constituyendo un verda-
dero derecho común que limita y, en 
determinadas condiciones, compite 
con el derecho a la propiedad de los 
inmuebles (Fischel, 2015). Este tipo 
de acuerdos, a diferencia de los an-
teriores, tiene el potencial de repre-
sentar verdaderos contratos sociales 
en torno al tipo de ciudades que los 
ciudadanos quieren construir, cómo 
se verá más adelante.

En resumen, los instrumentos de 
planificación urbana presentes en la 
regulación chilena son las políticas 
públicas urbanas, la regulación ur-
bana y las planificaciones regionales 
y locales. Estos elementos pueden 
ser herramientas que permitan pre-
ver conflictos y establecer criterios 
distintos a los de la rentabilidad eco-
nómica y propiedad privada. En el 
capítulo siguiente analizaremos las 
dificultades de estos instrumentos 
para establecer criterios distintos a 
los ya existentes. 

las diferencias no han demorado en 
surgir. En efecto, el Consejo Nacio-
nal de Desarrollo Urbano, a partir de 
la PNDU, generó una propuesta de 
Política de Suelo para la Integración 
Social y Urbana , entregada el primer 
semestre de 2015 a la Presidenta 
Bachelet. Mediante una serie de no-
tas al pie, muchos actores que par-
ticiparon en la PNDU manifestaron 
su desacuerdo en torno a lo que se 
proponía aplicar de ella en la Política 
de Suelos recién señalada. Si bien, 
como ya se ha dicho, la generación 
de divergencias es un buen elemen-
to para la discusión de qué tipos de 
políticas queremos construir, es im-
portante denotar la incapacidad de la 
PNDU de constituir en sí un acuerdo 
de principios urbanos, como lo sos-
tiene él mismo autodenominándose 
un “contrato social”. La PNDU, más 
bien ha servido para la generación de 
propuestas de políticas públicas que 
pretendan regular asuntos de ma-
nera orgánica. Como veremos, más 
que generar un acuerdo, solo aplazó 
las diferencias, dejando la resolución 
de los conflictos en los procesos de 
aprobación de proyectos de Ley y re-
glamentos respectivos y la eventual 
prioridad que dicha agenda tenga en 
nuestro sistema. Esto no invalida los 
numerosos aportes de la PNDU, pero 
revela su incapacidad para resolver 
conflictos. 

Este tipo conflictos entre una 
propuesta de modificación sistémica 
y la normativa imperante no es 
exclusivo de la PNDU. En efecto, 
los casos anteriores representan el 
intento de incorporar otros elementos 
—mediante la aplicación de políticas 
públicas y propuestas de regulación— 
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sido modificada más de 30 veces des-
de 1990, ni sus objetivos —promover 
la construcción— ni la prevalencia 
de la propiedad privada para la toma 
de decisiones se han modificado. El 
último intento de modificación es-
tructural del año 2008 a este cuerpo 
normativo, fracasó justamente por 
la falta de acuerdo entre los partidos 
que componían la administración go-
bernante. Si bien las propuestas de 
la PNDU y la Política de Suelos son 
una oportunidad para superar algu-
nos conflictos, dependemos de las 
autoridades y legisladores para mo-
dificar las reglas con que manejamos 
el desarrollo urbano. Lo último no 
quiere significar que las modificacio-
nes no hayan tenido trascendencia 
(por ejemplo la Ley de Copropiedad, 
las declaraciones de utilidad pública) 
pero si que sus objetivos hacen difícil 
la incorporación de otras considera-
ciones distintas a la de la rentabili-
dad económica. Tampoco es compa-
tible con los objetivos de la Política de 
Suelos sin una modificación estruc-
tural de sus objetivos y métodos. 

Por su parte, si bien los Planes Regu-
ladores tienen el potencial de reunir 
a más actores y generar consensos 
locales en torno a la ciudad, son va-
rios los elementos que impiden que 
estos desarrollen su verdadero po-
tencial de representar “contratos 
sociales” de los barrios y ciudades. 
Estos impedimentos podemos clasi-
ficarlos entre límites de alcance y de 
gestión administrativa. 

Dentro de los problemas de alcance, 
los Planes Reguladores tienen 
una esfera limitada de acción 
sobre la ciudad. Como ya se ha 

Acuerdos futiles

Al tener distintas herramientas para 
ponernos de acuerdo en que tipo de 
ciudad queremos, ¿por que entonces 
se percibe que el curso del desarrollo 
urbano sigue generando tantas diver-
gencias y conflictos? La posibilidad 
de superar las divergencias puede re-
lacionarse con la falta de un espacio 
para llegar a nuevos acuerdos en el 
desarrollo de nuestras ciudades. 

En cuanto al primer tipo de espacio 
para este tipo de acuerdos, las me-
didas implementadas por el ejecuti-
vo, son parte de la voluntad política 
que debe ser expresada en modifica-
ciones legales o normativas. Es ahí 
donde los distintos acuerdos —que 
pueden generarse a nivel de diagnós-
tico y soluciones— serán finalmente 
exigibles y ejecutables. En el caso 
de aquellos cambios que requieren 
la aprobación de Leyes, los intentos 
para modificar las normas que rigen 
nuestras ciudades desde una pers-
pectiva sistémica han fracasado. Los 
acuerdos en diagnósticos respecto a 
la suficiencia de nuestra normativa 
urbanística o la necesidad de imple-
mentar medidas agresivas para la 
integración social no han redunda-
do en un acuerdo político y tampoco 
han sido de la agenda prioritaria de 
los últimos gobiernos. Así, la Ley Ge-
neral de Urbanismo y Construccio-
nes, que el próximo año cumple 4 dé-
cadas, no ha trascendido de ser una 
ley cuyo objetivo principal es regir las 
construcciones y cómo los propieta-
rios del suelo pueden construir. Es, 
en definitiva, una ley que pretende 
incentivar la construcción de obras 
y asegurar su legalidad. Si bien ha 
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procedimientos de participación en 
los Planes Reguladores y aumentar 
su transparencia, mediante la crea-
ción de “imágenes objetivo” para su 
tramitación. Es de esperar que estos 
avances logren convencer a nuestros 
legisladores que no han considerado 
este tipo de iniciativas dentro de sus 
prioridades.

Muchos Planes Reguladores intentan 
generar aportes al espacio público o 
determinadas tipologías a través de 
incentivos o premios a desarrolla-
dores inmobiliarios. Algunas Muni-
cipalidades han intentado subsanar 
la falta de herramientas de gestión 
antes señaladas mediante premios 
en normas urbanas a privados que 
cedan los primeros pisos a galerías 
comerciales o que generen una con-
tinuidad en el tipo de construcciones 
emplazadas en determinados espa-
cios. Estos incentivos han generado 
espacios urbanos tan interesante 
como la Avenida Nueva Providen-
cia. Sin embargo, nuestra normati-
va no es generosa con normas que 
pretendan incentivar la gestión de 
privados como lo ha hecho notar la 
Contraloría General de la República 
en sus últimos dictámenes, que ha 
repudiado estos incentivos. La es-
tricta forma de nuestros Planes Re-
guladores, que zonifica pero que im-
pide decisiones estratégicas, que no 
reconoce la capacidad de incentivar 
comportamientos, la capacidad de 
negociar de determinadas comunida-
des sin necesariamente modificar el 
Plan Regulador y la incapacidad de 
generar intervenciones públicas en 
el suelo, limitan la capacidad de que 
los acuerdos tomados en los planes 

dicho, la esfera que la LGUC les 
concede es relativa a las normas 
sobre aquello que se puede o no 
construir. La posibilidad de gestionar 
determinados proyectos, de intervenir 
estratégicamente determinados 
territorios con inversiones específicas 
y de los habitantes determinar dichas 
inversiones no está contemplado en 
nuestra legislación. Esto explica el 
rechazo sistemático de la Contraloría 
General de la República a Planes 
Reguladores que han incorporado 
Planes de Inversión y las distintas 
iniciativas de Ministerios de generar 
planificaciones de inversión que 
lamentablemente dependen de la 
buena voluntad del gobierno central, 
tanto en cuanto a su diseño como en 
la decisión de su inversión. Es difícil 
generar normas que representen 
acuerdos si solo pueden versar sobre 
los límites de la iniciativa privada y 
no de gestión e inversión.

Por su parte, los procesos de par-
ticipación ciudadana en los proce-
dimientos de generación de Planes 
Reguladores se ha caracterizado por 
su opacidad. Actualmente, existen 
procesos de participación en la pla-
nificación urbana descoordinados (el 
exigido por la Evaluación Ambiental 
Estratégica y el señalado por el Artí-
culo 38 de la LGUC) que, como se ha 
dicho, responden a una lógica rela-
tiva a la permisibilidad de construc-
ciones pero no a la gestión pública 
de los mismos. Una buena noticia es 
que, aplicando los criterios recomen-
dados por la PNDU y la Política de 
Suelos y la Comisión Presidencial An-
ticorrupción, el Ministerio de Vivien-
da y Urbanismo haya ingresado un 
proyecto que pretende fusionar los 



108

urbanas al sistema constitucional y 
administrativo de nuestra legislación. 
Más bien, lo que se sostiene es que 
las normas urbanas deben ser un 
espacio para los acuerdos y ponerse 
al servicio de la solución de los 
problemas urbanos.

Acuerdo en los acuerdos

En definitiva, parece necesaria una 
revisión de los procedimientos esta-
blecidos para plasmar los acuerdos 
de distintas miradas sobre la ciu-
dad. Una tensión evidente, que debe-
rá develarse conforme la regulación 
urbana se robustezca, es la que se 
presenta entre la propiedad privada 
y los derechos colectivos de aquellos 
que habitan la ciudad sin que posean 
derechos inscritos en el Conservador 
de Bienes Raíces. También se plan-
tearán los legítimos objetivos de los 
actuales habitantes de las comunas 
en contra de quienes tienen expecta-
tivas de llegar a dichas localidades. 

Lo que es cierto es que la forma en 
que se elaboran las normas de nues-
tros Planes Reguladores influye en 
el tipo de barrios que construimos. 
Detrás de estos problemas hay nor-
mas que han sustentado los errores 
cometidos o que incluso impiden la 
generación de soluciones si no es a 
través de modificaciones legales que 
deben pasar por el Congreso. 

En efecto, no debemos dejar de con-
siderar que existen derechos que, po-
tencialmente, pueden conllevar una 
limitación al derecho de propiedad, 
como parte de derechos colectivos o 

reguladores sean, en primer lugar, 
aprobados por las entidades respec-
tivas. 

Al mismo tiempo, una de las princi-
pales razones del consenso existen-
te en cuanto a que nuestros Planes 
Reguladores nacen obsoletos y su 
tramitación es excesiva, se vincula 
con que la Contraloría General de la 
República ha endurecido la interpre-
tación de las potestades de estos pla-
nes, observando —y en consecuencia 
devolviendo para su tramitación— la 
mayoría de los Planes Reguladores. 

Los planificadores urbanos y profe-
sionales de las Municipalidades que 
trabajan en torno a estas normativas 
intentan, con esfuerzo y escasez, re-
flejar los proyectos y acuerdos con 
distintas comunidades en normas 
ejecutables en las planificaciones co-
munales. Sin embargo, los elemen-
tos antes descritos reflejan que los 
Planes Reguladores requieren más 
atribuciones para guiar los objetivos 
planteados por los gobiernos locales. 

Como ya se ha dicho, en nuestras 
ciudades conviven distintas 
visiones en torno a nociones de 
la ciudad. Estas divergencias son 
innumerables, pero incluyen desde 
el tipo de desarrollo que queremos, 
ciudades extensas o compactas, 
hasta cuál es el rol del Estado en 
las ciudades. Dicho pluralismo 
en las ideas es valorable en una 
democracia; sin embargo, aquellas 
discusiones que no conducen a nada 
son peligrosas, justamente, para la 
idea de la democracia (Fainstein, 
2012). No se sostiene en este punto la 
exigencia de un ajuste de las normas 
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de propiedad común. Sin ir más le-
jos, algunos autores han señalado 
que la zonificación y la planificación 
tienen un germen de derecho colec-
tivo que limita el individual (Fischel, 
2015). Sin embargo, se da también el 
fenómeno contrario, que ha pretendi-
do precisamente limitar la capacidad 
de desarrollo de las ciudades para 
proteger las propiedades privadas 
existentes en las comunas. Muchos 
planes reguladores, con activa parti-
cipación de los actuales ciudadanos, 
han reducido la altura y la subdivi-
sión mínima con el objeto de impedir 
el desarrollo de nuevos proyectos in-
mobiliarios. Justamente, la confusa 
relación y los objetivos que genera 
la normativa de los Planes Regula-
dores incentiva a quienes participan 
de ellos a tener como único objetivo 
limitar la generación de nuevos pro-
yectos urbanos. La función de este 
derecho colectivo en Chile parece re-
forzar la noción de propiedad priva-
da, teniendo como único objetivo li-
mitarla. Esta conducta se motiva con 
el nulo control que, en los efectos, las 
comunidades pueden tener sobre el 
destino de sus comunas. Este mal 
desempeño de las densidades juega 
en contra de generar, en el largo pla-
zo, ciudades que puedan combatir la 
segregación social y la permanente 
expansión del suelo ocupado █
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Introducción

La Constitución de 1980 repre-
senta la revancha del mundo 
conservador, que le teme a la 
política como el espacio privi-

legiado para quienes pueden consti-
tuir mayorías que permiten transfor-
mar la realidad en democracia. Y es 
también el instrumento de neolibe-
rales que han permitido al mercado 
imponerse como la única formula de 
gobierno de la nuestra economía. El 
gran debate que hizo Chile en los años 
50 y 60 respecto de la distribución de 
la propiedad y la productividad agrí-
cola en el suelo del campo, debate 
que nos llevó a poner en marcha la 
reforma agraria, así como la estatiza-
ción de los recursos naturales como 
la nacionalización del cobre, encon-
traron finalmente en la constitución 
de Pinochet su contención definiti-
va. Pero nuestro futuro depende de 
cómo realicemos una gran reforma al 
suelo urbano y a las consecuencias 
ambientales, sociales y económicas 
de un modelo de desarrollo económi-
co que no se hace cargo del gobierno 
de los bienes comunes y el interés ge-
neral.

Por consiguiente, en la estructura 
misma de la constitución está ins-
talada una lógica de desequilibrio a 
favor de la propiedad privada y un 
rol subsidiario del Estado. Para cual-
quier socialista empujar un debate y 
generar las condiciones para desa-
rrollar ese debate de carácter cons-
titucional sobre la naturaleza misma 
de la Constitución representa por 
definición una tarea irrenunciable y 
quizás la principal de las tareas para 
la contradicción principal. Chile no 

cuenta con una constitución política 
que refleje nuestra diversidad políti-
ca, cultural y social. Pero además —y 
quizás sobre todo— se trata de una 
constitución que limita el potencial 
que Chile tiene para su desarrollo. La 
Constitución no solamente no es le-
gítima respecto a su origen, sino que 
además es un obstáculo para el de-
sarrollo de Chile y los chilenos, no re-
presenta un pacto social y político de 
los chilenos para su futuro, sino un 
pacto de contención de su pasado. 

Los miedos y la revancha que está 
implícita en el texto constitucional, 
que refleja los miedos de un sector 
económico y del mundo conservador, 
ya no son los desafíos del futuro de 
este país y están lejos de ser esos los 
impedimentos fundamentales. Si se 
quiere efectivamente dar un salto en 
el desarrollo, requiere un instrumen-
to constitucional que se ponga al ser-
vicio de esos desafíos y que integre 
las variables de futuro que están im-
plícitas en el debate, que tienen poco 
o nada que ver con la discusión sólo 
sobre la propiedad, sino más bien so-
bre cuál es el rol del Estado, el rol 
de los derechos individuales y colec-
tivos, sobre el rol de los recursos y 
lo que se denomina los bienes comu-
nes, entre los cuales están el suelo, el 
aire, el agua, la biodiversidad y otros, 
que plantean la discusión sobre los 
modelos de desarrollo, Hay quienes 
afirman que en la constitución no 
debe quedar grabado modelo alguno, 
lo concreto es que en esta constitu-
ción si lo hay y sin ningún equilibrio.

112
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administrar el territorio y proponer 
una visión sobre el mismo es un as-
pecto fundamental que quedaron 
desechados en el debate constitucio-
nal de los 80 y que entró tímidamen-
te en los temas de medio ambiente. 
Hoy constituyen una barrera para el 
desarrollo equilibrado de todo el te-
rritorio y el de sus comunidades.

Casi todos los países que cuentan 
con constituciones nuevas han lo-
grado integrar las dinámicas territo-
riales en su Constitución. Es el caso 
de Colombia, Bolivia, Brasil, casi to-
dos tienen leyes de suelo o de ciu-
dades que les permiten actuar de 
manera consistente en esta materia. 
Una de las razones por las cuales no 
tenemos es porque la única ley que 
tenemos, la Ley General de Urbanis-
mo y Construcciones, es de una de-
bilidad estructural muy grande en el 
ámbito del hacer ciudad y cualquier 
modificación podría hacerla caer en 
su conjunto. Varias veces, quienes 
se oponen a las regulaciones en los 
temas de ciudad, han apelado a los 
derechos constitucionales de la pro-
piedad privada para poder detener 
los avances en esas materias en el 
Congreso. De ahí la relevancia de 
que, cuando se haga una discusión 
sobre la nueva Constitución, tener 
claridad respecto a un enfoque sobre 
los bienes comunes, el suelo, la pro-
piedad, la planificación urbana en 
nuestras ciudades, es una cuestión 
fundamental del debate constitucio-
nal, o por lo menos una de las aristas 
relevantes a desarrollar.

Desde ese punto de vista, un primer 
gran tema es la discusión sobre los 
recursos, que tiene que ver con el 

Dinámicas territoriales y 
constitución

Hay una parte de la discusión que se 
puede hacer a partir de leyes. Es im-
portante consignar que la discusión 
sobre el suelo y su planificación y de 
nuestras ciudades, siempre ha sido 
un tema controversial en todos los 
debates legales, normativos y consti-
tucionales en la historia de Chile. Lo 
que hace que incluso la Ley General 
de Urbanismo y Construcciones sea 
en realidad un Decreto con Fuerza de 
Ley y no una ley propiamente tal. De 
hecho, es una ley muy singular desde 
ese punto de vista, una ley hecha por 
el Ejecutivo sin consulta al Legislati-
vo, porque de ser consultado podría 
sufrir modificaciones sustantivas o 
incluso quedar como una ley com-
pletamente inoperante. Entonces, se 
hace bajo la figura de un decreto su-
premo que permite efectivamente al 
Estado controlar el debate eminente-
mente especulativo sobre el suelo.

Incorporar a la Constitución los prin-
cipio de ordenamiento del territorio y 
de las ciudades nos permite reforzar 
los ámbitos de competencia que el 
Estado tiene para planificar, prever 
o intervenir determinados territorios 
en circunstancias precisas y que pu-
diesen ser meritorias de una actua-
ción pública, como son, por ejemplo, 
las catástrofes, los problemas de 
seguridad pública, por razones am-
bientales, por razones sociales o para 
poder aplicar los derechos que están 
garantizados en la Constitución. En 
fin, hay un sinnúmero de razones 
por las cuales que el Estado vuelva 
a tener competencias y atribuciones 
consistentes y potentes para poder 
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explotación que haya sea sostenible 
en el tiempo, es fundamental que 
esto quede garantizado por la 
Constitución y que le corresponda 
al Estado velar por esa garantía a 
nombre de todos los ciudadanos. Y 
eso, si bien está garantizado de cierto 
modo en la Constitución, no está 
zanjado ni mucho menos, por los 
vacíos que hasta hoy no se han podido 
subsanar en el texto constitucional.

Propiedad privada y bienes 
comunes

Uno de los temas más recurrentes 
en el debate constitucional son 
la propiedad privada y los bienes 
comunes. La derecha, y una parte 
también de la Nueva Mayoría, le tiene 
miedo al debate constitucional porque 
teme al debate sobre la propiedad, 
por la razón que explicaba antes 
respecto a los traumas de la reforma 
agraria. Sin embargo, la reforma 
agraria es el resultado de un proceso 
que, en países desarrollados, se hizo 
en el siglo anterior. Para hacerse 
una idea, la Revolución francesa es 
la reforma agraria de Chile de los 
años 70, y durante los 60 lo que 
ocurre es una gran reforma de las 
ciudades y los grandes movimientos 
de los 60 corresponden en países 
desarrollados a movimientos que 
tienen que ver con los fenómenos 
urbanos y los derechos del hábitat 
urbano, y, por consiguiente, los 
conflictos del hábitat urbano. Si 
uno piensa respecto de las reformas 
que corresponde hacer respecto de 
las ciudades, lo más probable es 
que se encuentre desfasado casi 50 

medio ambiente pero también con 
los bienes comunes, de los cuales 
todos somos propietarios. El debate 
nacional de hoy son los derechos de 
agua, la privatización de un recurso 
fundamental para los usos agrícolas, 
o para la sobrevivencia de las perso-
nas, pero que están en disputa, como 
los intereses mineros y la producción 
minera.

Un enfoque estrictamente produc-
tivista o extractivista corresponde a 
un enfoque tradicional de Chile, no 
de su futuro. Chile es hoy un país 
minero, ¿lo será mañana?, esto jue-
ga en contra de un debate auténti-
co sobre el modelo de desarrollo que 
necesitamos y que deseamos. Estos 
temas nos van a obligar a todos a 
revisar nuestro posicionamiento en 
el debate sobre los recursos, que ex-
cede el viejo dilema productivista de 
la propiedad estatal o privada sobre 
esos bienes y que tiene que ver con el 
modelo de desarrollo a largo plazo. Y 
eso nos va a poner en un debate de 
otra categoría sobre otro aspecto que 
es clave, y es el de la propiedad. Dis-
cutir sobre bienes comunes nos va a 
permitir discutir, desde otro enfoque, 
de mucho más largo plazo y más in-
tegral, sobre los temas de derechos 
de propiedad y sobre los temas de 
planificación, y los derechos de uso 
del suelo.

La Constitución debe establecer 
la función social que al Estado le 
corresponde en nombre de todos 
nosotros, como garante de la 
accesibilidad universal para todas 
las personas a esos recursos, es 
fundamental para que no haya 
una sobreexplotación o para que la 
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La falta de un sistema de seguridad 
social universal que garantice la so-
brevivencia básica de todo ciudada-
no, transforma a cada profesional o 
comerciante, incluso a sectores po-
pulares en un pequeño especulador 
de bienes raíces con la esperanza de 
que esta inversión le permita una ve-
jez sin sobre salto. 

En un país cuya estructura social 
estuvo fuertemente anclada en el pa-
trimonio latifundista, la discusión 
sobre propiedad privada ha tenido 
un cierto dramatismo que hoy día 
ya no tiene, o no debiera tener. Hay 
que pensar que en una parte impor-
tante de los países desarrollados, las 
políticas de vivienda simplemente no 
están abocadas a ser propietario de 
vivienda, porque no tiene ninguna ló-
gica ni razón ser propietario de una 
vivienda si es que tú puedes resolver 
el problema de hábitat sin necesidad 
de llegar a ser propietario del mismo.

Existe una dificultad respecto a la 
discusión que hemos hecho hasta 
ahora, que es transversal con lo de-
más, y es que todos coinciden en que 
la única discusión posible respecto 
del derecho de propiedad es sobre la 
ambición de que todos sean propieta-
rios de un bien. Y está probado que 
no es necesario que eso sea así en 
sociedades que no son socialistas ni 
comunistas —países anglosajones, 
del norte de Europa— donde las po-
líticas sociales no requieren que los 
beneficiarios de esas políticas termi-
nen siendo propietarios de los bienes 
que otorga el Estado. Ahí tenemos un 
punto donde todo el mundo ha que-
rido ver el conflicto de la discusión 
constitucional, que si bien es cierto 

años respecto al momento en que 
estas debieron ser hechas, y estemos 
haciendo hoy día una discusión 
sobre de qué manera se convive o 
convive la propiedad privada de las 
personas respecto del rol del Estado 
y la planificación de las ciudades, 
cuando esto es algo que también en 
los países más desarrollados ha sido 
abordado desde la década de los 50. 
Y eso es lo que les permite tener hoy 
estándares de desarrollo mucho más 
altos en sus ciudades. 

La discusión sobre la propiedad priva-
da la podemos pensar hoy, por ejem-
plo, en la relación entre la ciudad y el 
uso del automóvil: una cosa es que 
todos tengamos derecho a tener un 
auto, a ser propietarios de un bien, y 
otra cosa es que tengamos derecho a 
usarlo. Son dos cosas completamen-
te distintas. Uno puede tener derecho 
sobre las cosas, derechos adquiri-
dos, probablemente de forma natu-
ral, pero otra cosa es que uno tenga 
derecho a hacer un uso determinado 
de sus bienes. El gran alegato de los 
automovilistas respecto a que ellos 
tienen derecho a comprarse un auto, 
derecho que tienen efectivamente, y 
debemos garantizar a todo el mundo 
que tenga derecho a hacerlo, pero no 
tiene derecho a ocupar más espacio 
del que ocupa cualquier otra persona 
en el espacio público que pagamos 
entre todos, porque él tiene un auto 
que se compró. Y desde ese punto 
de vista, hay un debate que nos va a 
obligar a mirar la discusión sobre la 
propiedad privada y bienes comunes 
de forma distinta, para lo cual ni la 
derecha ni la izquierda están aún su-
ficientemente preparadas. 
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del agua, endógenas o exógenas que 
han permitido una gestión parsimo-
niosa de los recursos y bienes comu-
nes. Entendidas estas construccio-
nes o dispositivos institucionalizados 
endógenos como la capacidad de los 
actores de ponerse de acuerdo res-
pecto del uso de un bien común. Y 
que al contrario de lo que dice toda la 
teoría económica neo liberal respec-
to a que los bienes que son comunes 
nadie los cuida, ni se hace cargo, ni 
los administra bien. Todas las inves-
tigaciones posteriores al 58 demues-
tran precisamente lo contrario, que 
son aquellos lugares donde existen 
mecanismos institucionalizados en-
dógenos de las comunidades que 
administran y sobreviven respecto a 
esos bienes, suelen ser los mejores 
sistemas de administración comuni-
taria de esos bienes.

Otra dimensión del debate constitu-
cional que es el debate sobre los pue-
blos originarios y desde qué enfoque 
se van a incorporar, por ejemplo, los 
pueblos originarios, que tienen otra 
tradición completamente distinta 
respecto de los bienes de propiedad, 
respecto a los bienes comunes y res-
pecto del suelo y de los modelos de 
desarrollo. Es otra vertiente de dis-
cusión sobre los bienes comunes, el 
derecho de propiedad, el suelo y la 
territorialización del debate constitu-
cional, que me parece interesante, y 
que yo espero que los pueblos origi-
narios debieran contar con la opor-
tunidad de plantearlo y puedan ser 
bien entendidos, porque hasta el día 
de hoy una parte importante de los 
conflictos en las tierras mapuches 
obedecen a una cosmovisión y para-
digmas diametralmente distintos que 

que es un punto conflictivo, no es 
menos cierto que la única manera de 
desarrollarlo es enfrentándolo trans-
parentemente sin los sesgos que esta 
Constitución tiene. Nadie se ha plan-
teado jamás eliminar este derecho, 
porque ese no es el centro del foco de 
la discusión.

El rol del Estado

El foco de la discusión es el rol del 
Estado respecto a cómo se usan esos 
bienes. Y ahí es también donde la 
derecha tiene una cuestión atávica, 
completamente de guerra fría, res-
pecto de que el rol del Estado preten-
dido por la izquierda en este debate 
es el de controlar la libertad de las 
personas de hacer uso libre de sus 
bienes. Tampoco es un tema que 
esté en cuestión. Hasta el día de hoy 
son pocos los grupos de la Asamblea 
Constituyente que están planteán-
dose la discusión en esos términos. 
El grueso de las personas lo que está 
planteando es que podamos desarro-
llar un debate libre de los prejuicios y 
los poderes e intereses que están en-
tre medio de esta discusión de la pro-
piedad. Los propietarios del país no 
quieren poner en discusión su titu-
laridad de bienes y riquezas habidas 
gracias a una constitución tramposa.

Finalmente, cabe agregar que todos 
lo estudios de Elinor Ostrom, premio 
Nobel de 2009 precisamente sobre la 
cuestión de los bienes comunes, la 
hace en base de una serie de estudios 
sobre el rol institucional y cómo ha 
habido distintas formas de interven-
ciones institucionalizadas respecto 



117

superar el sistema de transporte “pu-
blico” que disponemos en las gran-
des ciudades. 

Al Estado le corresponde ser garante 
del bien común, ese bien común en 
materias urbanas es tremendamente 
álgido, en un mundo y en un Chile 
donde la población sometida al roce 
permanente de la convivencia en las 
ciudades requiere orientaciones res-
pecto de cómo hace uso y goce de sus 
bienes, es cada vez más frágil y más 
compleja; por consiguiente, requiere 
que claramente el Estado tenga atri-
buciones y funciones que permitan 
efectivamente garantizar ese bien co-
mún. Eso no está hoy día garantiza-
do con toda la eficacia que se podría 
y en parte se debe a las debilidades 
entre la Ley General de Urbanismo y 
Construcciones y la Constitución del 
80.

Estamos en plena discusión sobre 
la regulación del suelo rural y urba-
no luego del caso CAVAL que tanto 
nos ha golpeado, especialmente a 
los socialistas. Regular los procesos 
de especulación del suelo constituye 
un desafío permanente y fundamen-
tal en el contexto actual con mayor 
razón. Aquí al menos tenemos tres 
grandes tareas pendientes que se en-
cuentran vinculadas al debate cons-
titucional. 

Primero la falta de un sistema de pla-
nificación de la totalidad de nuestro 
territorio no solo la planificación y re-
gulación del suelo urbano, también 
del suelo rural, del suelo natural y 
silvestre. Y este sistema de ordena-
miento y planificación del desarrollo 
territorial del país requiere un debate 

no tienen espacio en la Constitución. 
No hay espacio en la Constitución 
para el modo como los pueblos ori-
ginarios se consideran a sí mismos 
respecto de los bienes comunes que 
compartimos.

La función social de la 
propiedad

La función social de la propiedad 
define cómo se usa el bien privado 
mueble o inmueble y qué rol le cabe 
al Estado para garantizar el uso de 
todos al mismo tiempo de los mismos 
bienes, que es lo que en planificación 
es el bien común. Se supone que el 
rol del Estado es planificar en fun-
ción del bien común o el interés ge-
neral. Queda sometido el uso y goce 
de la propiedad privada al uso y goce 
de la propiedad privada de todos. Es 
decir, que todos puedan hacer uso y 
goce de sus bienes sin impedir a los 
demás hacer lo mismo. Esto cons-
tituye la clave de estar juntos en la 
ciudad y compartir un futuro común.

La función social de la propiedad y 
del suelo en particular constituye el 
pivote sobre el cual se funda la pla-
nificación urbana hasta hoy única 
herramienta demostrada eficaz en 
la regulación y gobierno de nuestras 
ciudades donde se congrega la mayor 
parte de la población mundial y que 
en nuestro país alcanza el 86% de la 
población. Incluso en la constitución 
esta se encuentra incorporada de for-
ma débil pero esta. Un adecuado de-
bate constitucional necesariamente 
lo tendrá que situar de forma privile-
giada para que por ejemplo podamos 
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ciudades, no por nada la calidad de 
la polis es la calidad de la política. El 
rol de la ciudadanía en esas ciudades 
y en la política en todas sus formas 
conciernen el debate constitucional, 
y sin lugar a dudas, la forma en como 
este se realice equivalente a la forma 
como se toman las decisiones, nos 
ha llevado a muchos urbanistas a 
respaldar la demanda por una asam-
blea constituyente y la consulta a la 
ciudadanía a través de un plebisci-
to como la manera mas adecuada de 
dotarnos de una nueva constitución.

La forma en como resolvamos el pac-
to social fundamental de la nación, 
definirá también en el futuro la for-
ma como se verifique el pacto urbano 
de convivencia en nuestros barrios, 
ciudades, regiones y territorios. Al 
centro del debate deben estar nues-
tras comunidades y la creación de 
mecanismos institucionales legitima-
dos por quienes entregamos el poder 
a quienes nos representen █

serio y definitivo sobre el desarrollo 
equilibrado de las regiones el proceso 
de descentralización de verdad políti-
ca, económica y territorialmente.

Segundo, la regulación de las tran-
sacciones, producción y explotación 
del suelo urbano con impuestos ade-
cuados y eficaces, un sistema de 
fiscalidad moderno que incorpore 
la recuperación de la plusvalía, im-
puestos territoriales y a la produc-
ción de viviendas que queden a nivel 
local. Las reformas propuestas son 
tímidas y probablemente incondu-
centes. El mercado inmobiliario debe 
sentir la necesidad de una respon-
sabilidad mayor respecto del territo-
rio donde actúa. Así como el Estado 
debe poder hacer sentir la fuerza de 
su responsabilidad como arbitrador 
de intereses divergentes como arbitro 
justo de esos interese y garante del 
bien común. 

Por último, para que el Estado pue-
da jugar un rol regulador requiere 
de herramientas poderosas por so-
bre el mercado del suelo, no puede 
ser que el mercado disponga de mas 
información y capacidades que los 
organismos responsables de regular 
la producción del suelo urbano. Es 
decir nuestro futuro no aguanta un 
Estado disminuido a un rol subsidia-
rio, las ciudades y territorios del fu-
turo requieren un Estado moderno y 
eficaz, y sobre todo un pacto político 
social e institucional donde la ciuda-
danía participe de las decisiones en 
el gobierno de la ciudad.

La calidad de la democracia y de la 
política afectan profundamente la 
forma en como gobernamos nuestras 
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PROPUESTA PARA LA ORGANIZACIÓN 
DE SERVICIOS REGIONALES DE 
DESARROLLO URBANO

En marzo de este año 2015, el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano —el cual re-
úne profesionales destacados, entre ellos Miguel Lawner, miembros de los distintos 
ministerios y dirigentes de la Cámara Chilena de la Construcción— trabajaba en las 
medidas para una política de Suelo para la Integración Social y Urbana, con notorias 
discrepancias en su seno. Ese mes, en la región de Atacama y Antofagasta, la lluvia en 
la baja montaña, provocó los aluviones que destruyeron algunas ciudades del norte, 
repitiendo la historia de nuestras ciudades tan en deuda con la protección del medio 
y de su población respecto a los riesgos naturales. En este contexto, Miguel Lawner 
envió a sus colegas y delegados del Consejo, la siguiente carta, que se convertiría en 
una de las 20 propuestas del Consejo y con máxima prioridad de implementación. 
Esta contundente propuesta no esta libre de detractores y dificultades pero abre una 
alternativa nítida y contundente de acción descentralizada del Estado.

Miguel Lawner, arquitecto. ICA 1078. Miembro del Consejo 
Nacional del Desarrollo Urbano.

TEMA CENTRAL:
EL DERECHO A 

LA CIUDAD
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A los miembros del Consejo Nacional 
del Desarrollo Urbano: 

Los temporales y aluviones experi-
mentados en Antofagasta y Atacama, 
adquieren dimensiones catastróficas 
de mayor magnitud que los siniestros 
originados un año atrás en Iquique 
y Valparaíso. Otra vez enfrentamos 
el desafío de cubrir las necesidades 
básicas de miles de damnificados, 
muchos de los cuales quedaron lite-
ralmente en la calle. Igual urgencia 
adquiere la reposición de los servi-
cios básicos y la infraestructura físi-
ca destruida seriamente dañada en 
un extenso tramo del territorio na-
cional.

Las escenas que muestran los medios 
de comunicación son sobrecogedo-
ras. Volvimos a presenciar la imagen 
de numerosos vehículos arrastrados 
por el torrente, estrellándose unos 
con otros, junto a ramajes, escom-
bros, peñascos, máquinas y enseres 
domésticos, hasta depositarlos en 
cualquier parte o dejarlos varados en 
la playa.

El río Salado sepultó en el lodo a Diego 
de Almagro y gran parte de Chañaral. 
Similar cuadro afecta a Copiapó, ciu-
dad que acumula toneladas de barro 
y escombro en sus calles principales. 
Localidades más pequeñas como Alto 
del Carmen, Tierra Amarilla, Paipote, 
El Salado, San Antonio y Los Loros 
han quedado casi en ruinas. 

El gobierno se esfuerza por desplegar 
todos sus recursos humanos y 
materiales a fin de enfrentar una 
situación muy compleja. Debe 
proporcionar lo antes posible, un 
techo de emergencia a las familias 

damnificadas dispersas en muchas 
localidades, algunas de ellas, alejadas 
en la precordillera. Debe remover 
toneladas de lodo, además de reponer 
a la brevedad los servicios básicos, 
la conectividad de todo el territorio 
afectado y la infraestructura física 
o social desaparecida o seriamente 
dañada. Debe evaluar los daños 
y catastrar el número de familias 
damnificadas. 

Enfrentar esta severa emergencia es 
una tarea que tomará muchos meses. 
El actual gobierno tiene experiencia 
al respecto. Otro asunto es la moda-
lidad prevista para la reconstrucción, 
con la idea no sólo de restablecer lo 
destruido, sino que de aprovechar la 
coyuntura para introducir mejoras 
sustanciales en el desarrollo urbano 
y el hábitat existente. 

En abril del año pasado, días des-
pués del voraz incendio que afectó a 
Valparaíso, tres de los miembros del 
Consejo1, enviamos a la señora Mi-
nistra de la Vivienda una carta ma-
nifestando en uno de sus puntos lo 
siguiente: 

“Una institucionalización 
participativa y solidaria para 
la reconstrucción

Para dar las respuestas que es-
tas situaciones de catástrofe re-
quieren, proponemos la creación 
de Corporaciones de alcance re-
gional en las regiones donde ha 
habido alguna catástrofe, como 
las de Tarapacá, Arica y Pari-
nacota, y Valparaíso. Su primer 

1	 Se trata de Leopoldo Prat, Alfredo 
Rodríguez y Miguel Lawner.
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Así ocurrió por ejemplo, con el te-
rremoto de Talca en 1928, que dio 
vida en 1931 a la Ley y Ordenanza 
General de Construcciones y Urbani-
zación, desde entonces, norma recto-
ra de nuestro desarrollo urbano y de 
la actividad de la construcción, con 
las debidas modificaciones para ade-
cuarla a los cambios y avances ocu-
rridos a lo largo de casi un siglo.

Igual reacción generó el terremoto de 
Chillán en 1939, siniestro que impul-
só la creación de la CORFO, motor de 
nuestra industrialización y dio origen 
a la Corporación de Reconstrucción 
y Auxilio, institución pionera en el 
campo del urbanismo.

Recogiendo esta tradición, es que 
propongo la creación ahora, de los 
Servicios Regionales de Desarrollo 
Urbano (SRDU), en las Regiones de 
Antofagasta y Atacama, a fin de 
que asuman lo antes posible, las 
tareas de la reconstrucción. 

Estos SRDU debieran regirse confor-
me a los siguientes principios:

1. Deben constituirse como empresas 
regionales de carácter autónomo, 
sin fines de lucro, con personali-
dad jurídica y patrimonio propio, 
a fin de otorgarles mayor facilidad 
operativa. 

2.	En su cuerpo directivo deben par-
ticipar los representantes del MIN-
VU, los Municipios y las comuni-
dades involucrados, estas últimas 
desde un comienzo hasta el fin de 
cada una de las obras proyecta-
das.

objetivo será asumir las tareas 
de la reconstrucción en materias 
de vivienda, equipamiento y de-
sarrollo urbano. Esta propuesta 
supone que las Corporaciones 
mencionadas administrarán 
la totalidad del financiamiento 
acordado por el gobierno para 
la reparación y construcción de 
nuevas viviendas, de equipa-
miento social y de desarrollo ur-
bano. En su cuerpo directivo de-
berán participar representantes 
de los Municipios y de las orga-
nizaciones vecinales.
En resumidas cuentas, se tra-
ta de llevar a cabo una recons-
trucción de naturaleza solidaria, 
sustentable y participativa.”

Esta propuesta, coincide con una 
de las medidas acordadas en nues-
tro Consejo Nacional de Desarrollo 
Urbano. En efecto, el borrador final 
que resume nuestras deliberaciones 
establece la creación de los nuevos 
Servicios Regionales de Desarrollo 
Urbano, conforme al modelo COR-
MU, con el objeto de “garantizar que 
el Estado tenga las capacidades de 
integrar inversiones públicas, gestión 
del suelo y desarrollo de proyectos 
público. Se propone crear estos nue-
vos servicios dependientes de las au-
toridades regionales”.

Ha llegado el momento de llevar a la 
práctica esta propuesta.

Históricamente, las catástrofes ocu-
rridas en Chile tuvieron una cara 
positiva ya que fueron aprovechadas 
para perfeccionar o incorporar nue-
vas normas e instituciones, a fin de 
mejorar nuestra capacidad para en-
frentar la adversidad. 
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vechable, tanto los materiales 
recuperables como los recursos 
humanos disponibles en cada 
lugar, teniendo presente que 
esta política significa que cada 
caso —barrio, sector, manza-
na— requerirá un tratamiento 
específico y saberes técnicos y 
prácticos diferentes”2.

e) Dado que en localidades aleja-
das, se encarece el transporte 
de materiales y escasea la mano 
de obra, habrá que aguzar el in-
genio y examinar la factibilidad 
de la autoconstrucción, propor-
cionando —por ejemplo— un 
paquete de materiales prefa-
bricados a ser montado por los 
propios damnificados con apoyo 
técnico. Tampoco debemos des-
echar el posible uso de la pie-
dra, barro o adobe, materiales 
de frecuente uso en la precor-
dillera y que resultan apropia-
dos para preservar la identidad 
local. 

4.	Todos los recursos financieros pre-
vistos por el gobierno para la repa-
ración o construcción de nuevas 
viviendas, así como los destinados 
a obras de desarrollo urbano, se 
canalizarán a través de los SRDU. 
No se otorgarán subsidios habita-
cionales individuales, ya que este 
instrumento financiero obstaculi-
za la materialización de un modelo 
solidario como el que estamos pro-
poniendo.

2	 Ibid: Carta a la Ministra de Leopoldo 
Prat, Alfredo Rodríguez y Miguel Lawner.

3.	Deben contar con el personal pro-
fesional, técnico y administrati-
vo que les permita asumir las si-
guientes responsabilidades:

a)	Adquirir los terrenos necesa-
rios para las obras requeridas 
en materia de vivienda, equipa-
miento y desarrollo urbano. 

b) Desarrollar los proyectos direc-
tamente en sus talleres técnicos 
o contratarlos a terceros cuan-
do fuere necesario. En el caso 
de los conjuntos habitacionales 
se deben elaborar Planos Sec-
cionales fijando claramente el 
uso del suelo, la densidad, altu-
ra de la edificación, tipo de uni-
dades habitacionales solicita-
das y especificaciones técnicas 
de las obras, dejando listos los 
expedientes para solicitar las 
propuestas públicas de cons-
trucción.

	 Los Planos Seccionales deberán 
aprovechar las lecciones que 
nos dejan las catástrofes para 
planificar una mejor vialidad, 
más áreas de esparcimiento y 
mejor calidad de los servicios y 
espacios públicos. Prever el de-
sarrollo territorial futuro y no 
limitarse a acotadas respuestas 
de emergencia.

c) Fiscalizar el fiel cumplimiento 
de las obras.

d) En el caso de las obras de re-
paración o construcción de vi-
viendas individuales en sitio 
propio, realizar directamente 
o contratar a terceros, los pro-
yectos de arquitectura y espe-
cialidades, “con el criterio de 
utilizar al máximo todo lo apro-
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seguridad de la población y esta-
bleciendo claramente las zonas de 
riesgo donde se debe excluir todo 
asentamiento humano. Igual con-
sideración debe merecer el borde 
costero en la eventualidad de posi-
bles tsunamis. 

9.	El actual modelo de desarrollo, 
impone el metro de la rentabilidad 
económica para evaluar cualquier 
tipo de inversión. En nuestra es-
fera de actividades, este criterio 
trajo consigo la construcción de 
miles de unidades habitacionales 
por debajo de los estándares míni-
mos de calidad de la construcción, 
emplazadas en conjuntos de alta 
densidad, desprovistos de zonas 
de esparcimiento y equipamiento 
social.

Los SRDU deben recuperar el concep-
to de rentabilidad social para el desa-
rrollo de sus proyectos. Debemos le-
vantar conjuntos habitacionales con 
buenos estándares de construcción, 
emplazados en buenos suelos y do-
tados de adecuados equipamientos 
comerciales, culturales y sociales. 
No se trata de ser irresponsable en 
el manejo de los presupuestos, sino 
de evitar que la vivienda de interés 
social esté privada de los mínimos 
valores requeridos por cualquier 
asentamiento humano. La belleza en 
la arquitectura y en el urbanismo no 
puede ser atributo sólo de quienes 
pueden pagarla. 

	 Se entiende que los apoyos finan-
cieros previstos a emprendedores, 
pequeñas industrias, artesanos o 
comerciantes damnificados, se ca-
nalizarán a través de otras repar-
ticiones públicas. 

5.	Las obras de reconstrucción o 
mejoramiento de infraestructuras 
promovidas por otros Ministerios 
y servicios públicos o privados 
en las zonas intervenidas por los 
SRDU, deberán contar previamen-
te con la debida aprobación de 
estos Servicios, a fin de evitar las 
descoordinaciones con los respec-
tivos Planos Seccionales. 

6.	Los SRDU operarán con plena 
transparencia. Presentarán cuen-
tas públicas mensuales, dando 
cuenta de los avances y las dificul-
tades experimentadas durante el 
periodo en curso. Se harán públi-
cos todos los contratos suscritos y 
los plazos fijados para la ejecución 
de cada obra. 

7.	Los objetivos de los SRDU y su 
condición de empresa sin fines de 
lucro, los legitima para solicitar la 
colaboración de las Universidades 
e Institutos Profesionales de las 
regiones respectivas. El presente 
año académico podría consagrar-
se por entero a la reconstrucción, 
coordinando su contenido con los 
SRDU. Son indiscutibles las ven-
tajas mutuas de semejante cola-
boración. 

8.	Los SRDU deben operar con el 
mayor rigor técnico y profesional. 
Sus proyectos deberán registrar 
los daños generados por los re-
cientes aluviones, proyectando 
las obras de contención o mitiga-
ción que garanticen al máximo la 
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Entiendo que esta propuesta sea un 
trago no fácil de ingerir para algunos, 
temerosos de lo que se bautizó como 
Estado empresario, fórmula descalifi-
cada por la supuesta mala adminis-
tración de los recursos. 

Este es un juicio meramente ideo-
lógico concebido por los Chicago 
Boys, que en el campo de nuestras 
actividades carece de fundamentos 
técnicos, por cuanto la historia de 
la acción pública en vivienda a par-
tir de los años 30 del siglo pasado es 
irreprochable. En efecto, la Caja de 
la Habitación, la Corporación de Re-
construcción y Auxilio, la Corvi y la 
Cormu, desarrollaron una labor de la 
cual sólo tenemos motivos de orgullo. 
Salvo escasas excepciones, los con-
juntos habitacionales construidos 
por dichas entidades gozan de es-
pléndida salud no obstante su edad, 
que oscila entre 50 y 80 años. 

Es cierto que no pudieron cubrir to-
talmente las demandas habitaciona-
les de su época. Convengamos que 
sus desafíos eran mayores, como 
consecuencia de las migraciones 
campo-ciudad y la alta tasa de na-
talidad. Por otra parte el desarrollo 
tecnológico de la época no permitía 
acelerar los procesos constructivos. 

En consecuencia no hay razones téc-
nicas que puedan descalificar hoy 
día, un camino probadamente exitoso 
ayer. Sería un agravio injusto a tan-
tas instituciones y profesionales que 
enaltecieron el servicio público, ta-
les como Waldo Parraguez, Luis Mu-
ñoz Maluschka, Federico O’Herens, 
Eneas Gonel, Juan Honold, Pastor 
Correa, Jorge Martínez Camps, Juan 

Estimados miembros del Consejo Na-
cional de Desarrollo Urbano: 

Abrigo la esperanza de que esta pro-
puesta pueda ser compartida por la 
unanimidad de todos ustedes, en 
cuyo caso, nuestro presidente, Luis 
Eduardo Bresciani, podría presen-
tarla a la brevedad a la consideración 
de la Presidenta de la República. De 
ser acogida, estoy seguro que ten-
dría gran impacto ciudadano. Sería 
una brisa de aire fresco disipando la 
bruma de desconfianza en la institu-
cionalidad vigente hoy en la opinión 
pública nacional. 

El sólo hecho de ver a la Presiden-
ta de la República informando pú-
blicamente al respecto, rodeada de 
todos nosotros: altas autoridades de 
gobierno, alcaldes, parlamentarios, 
representantes gremiales, profesio-
nales y del mudo social, todos uni-
dos sin matices ni reservas, en torno 
a esta propuesta solidaria, sería una 
demostración que es posible superar 
la estéril atmósfera de mutuas recri-
minaciones y acusaciones que hoy 
domina el escenario político. 

Estoy seguro también que este anun-
cio sería un tónico de esperanza para 
los damnificados, que podrían cons-
tatar cómo se formula una recons-
trucción donde ellos serán protago-
nistas fundamentales en todas las 
decisiones.

También sería una confirmación con-
tundente de la voluntad descentrali-
zadora anunciada por la Presidenta 
de la República, ya que los SRDU de-
penderán directamente de los gobier-
nos regionales respectivos. 



125

Parroquia, Moisés Bedrak, Guillermo 
Ulriksen, Isidoro Latt, Héctor Val-
dés Phillips, Hiram Quiroga, Orlan-
do Sepúlveda Gloria Gallizia, René 
Morales, Alejandro Rodríguez, Jorge 
Wong, Jaime Márquez, Ernesto Lab-
bé, Miguel Eyquem, Pablo de Carolis, 
Osvaldo Cáceres, Esteban Rodríguez, 
y otros más que seguramente he omi-
tido, pero que alguien podrá comple-
tar. 

Ojala que esta propuesta alcance 
pleno acuerdo entre nosotros. Estoy 
seguro que ayudaría hoy día a levan-
tar los ánimos en las regiones afecta-
das y permitiría mañana contar con 
instituciones capacitadas para ges-
tionar una auténtica reconstrucción. 

Puede que peque de exceso de opti-
mismo. Es posible, pero después de 
haber compartido una mesa durante 
un año, ustedes saben que también 
soy un hombre obstinado █



126

ACTORES EN LA CIUDAD Y LA REGIÓN: 
EL DESARROLLO DE CHILE, ¿CON QUÉ 
SUSTENTABILIDAD?
José Antonio Piga Giles. Arquitecto UCV. Magister en 
Desarrollo urbano, planificación y urbanismo PUC. Doctor en 
Arquitectura y Estudios Urbanos.

TEMA CENTRAL:
EL DERECHO A 

LA CIUDAD

Sustentabilidad, Planificación, Actores, Ordenamiento 
Territorial



 “Téngase presente que, el 
salitre y los guanos, son 

riquezas transitorias, y que si 
al término de ellas no hemos 

robustecido la economía 
de Chile con industrias 

reproductivas y espontáneas, 
sufriremos un retroceso atroz, 

que nos hará perder el alto 
nivel obtenido junto con nuestra 

respetable posición entre los 
pueblos civilizados”.

Editorial de El Veintiuno de 
Mayo de Iquique, 26 de enero 

de 1883.

El desarrollo, para serlo, debe 
ser sustentable, condición 
que lo caracteriza. Así, la 
pregunta que nos hacemos 

es sobre la sustentabilidad en el país, 
en sus regiones y ciudades. Luego 
de un período de alto crecimiento 
económico, en el marco del modelo 
neoliberal, cuya aplicación es 
probablemente la más ortodoxa 
del mundo, ¿el país se dirige a la 
sustentabilidad? Lo que equivale a 
saber si se desarrolla o sólo crece, lo 
cual sería bueno —sin crecimiento 
se dificulta el desarrollo—, pero sin 
sustentabilidad lo que ocurre no 
es desarrollo. Esta es una historia 
que ocurre en Antofagasta, la zona 
minera por excelencia en un país 
minero, que explica gran parte del 
crecimiento económico de Chile, en 
los últimos 150 años. La geografía, 
sus ciudades y especialización 
expresan esa identidad. La actividad 
minera extractiva es por definición lo 
contrario de lo sustentable: la energía 
se dirige a la más veloz disposición 

de los recursos en sus mercados, 
a la apropiación de los excedentes 
que genera y a su exportación. 
Antofagasta (y Chile) exporta cobre 
sin elaborar, junto al grueso de 
las utilidades que esta industria 
genera. Una pregunta es cuánto de 
esta riqueza queda en la región y 
en el país. Respuesta emblemática 
es la nacionalización de 1971. Una 
segunda inquietud apunta a si estos 
recursos se usan para que surjan 
aquellas industrias reproductivas que 
permitan reemplazarlos, en tanto 
riquezas transitorias, diversificando y 
expandiendo la base productiva.

En la indagación que sustenta este 
artículo1 se busca conocer lo que ha 
ocurrido y si esta condición regional 
y nacional —las mayores reservas 
conocidas de cobre en el mundo— 
augura sustentabilidad, es decir, 
desarrollo. La evidencia no muestra 
indicios claros de una trayectoria ha-
cia el desarrollo sustentable. Se care-
ce de un proceso de planificación que 
oriente el crecimiento de la región 
hacia una perspectiva transgenera-
cional, diversificada en lo económico, 
con ciudades consolidadas, capaces 
de acoger recursos humanos califi-
cados que generen innovación, entre 
otros atributos de la sustentabilidad.

1	 Para su tesis doctoral (en https://
j o s e a n t o n i o p i g a . w o r d p r e s s .
com/2013/10/) el autor entrevistó 
a actores en el mundo privado, 
regional, nacional y transnacional; 
en la administración pública; en las 
organizaciones de la sociedad civil, 
laborales, territoriales o funcionales; 
en las universidades regionales y 
nacionales; expertos en minería, 
desarrollo, ciudades, territorio e 
institucionalidad.
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respecto del presente. En esto, lo que 
los actores señalan de la sustentabi-
lidad, está la posibilidad de concre-
ción.

La planificación no se completa en 
el aparato público, como tampoco 
en la expresión con mayor o menor 
claridad de los ‘deseos’ de una cul-
tura en relación con su territorio, 
ni siquiera con la explicitación del 
ideario del Estado. El proceso hacia 
la transformación de una configura-
ción económica, social, cultural, re-
quiere de articulación, escalamiento 
y traspaso entre distintos actores de 
una ideología que imagine el espacio 
transformado, a partir de la concien-
cia agregada de lo conocido, lo valo-
rado y de la actuación consecuente 
que completa el ciclo (Piga, 2012).

1. ¿Sustentabilidad en un 
desierto minero?

La región de Antofagasta es depen-
diente de sus recursos naturales no 
renovables. Está en una trayectoria 
que se aleja de la sustentabilidad: 
una vez que estos se agoten o des-
valoricen, habitar allí perderá sen-
tido, al extremo eventual de quedar 
desierta. Dado este sino de la rique-
za minera, la habitabilidad es de en-
clave, una instalación especializada, 
ajena y desarraigada, cuya expresión 
urbana es el campamento, transito-
rio, espacial y socialmente segmenta-
do, unidimensional.

Las grandes empresas mineras mul-
tinacionales (GEMM) están concen-
tradas en la extracción de minerales 

La masividad y la preponderancia 
multinacional y corporativa de la mi-
nería conducen a una visión de cor-
to plazo, enfocada en la producción 
y en los retornos de las inversiones, 
dificultando la planificación de estra-
tegias dirigidas al desarrollo integral 
y a más sustentabilidad. El territorio 
regional ha sido explorado y explo-
tado por grandes empresas mineras 
multinacionales, las que han mode-
lado las operaciones y dispositivos 
espaciales para la extracción y ex-
portación de los recursos mineros. 
No para el desarrollo de la región.

Las ciudades pequeñas sufren de 
aislamiento y disminuyen en pobla-
ción, mientras las principales crecen 
inorgánicamente, sin planes de desa-
rrollo articulados, con bajos niveles 
de calidad de vida, hasta ahora impo-
sibilitadas de ofrecer un ámbito ur-
bano propicio, sugerente y acogedor 
para impulsar innovación y conoci-
miento. Esta relación con el espacio 
regional genera una sustentabilidad 
débil, sin orientaciones de largo pla-
zo e impide una planificación estraté-
gica en ese sentido. 

Se requiere superar críticamente lo 
aceptado como natural: la conta-
minación, las condiciones de vida, 
los incentivos a la precarización del 
empleo, las desigualdades en el es-
pacio regional, entre otros efectos de 
la configuración social, económica, 
ambiental y cultural regional. Al dis-
cutir la sustentabilidad, es evidente 
que salvar la distancia entre deseo y 
concreción requiere de voluntad de 
futuro, de uno distinto, lo que debe 
obligar a conocer, evaluar y actuar 
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El sector público aparece distante, 
con escasas herramientas para ser 
contraparte de la acción de las em-
presas, mediante, por ejemplo, una 
planificación para capturar la diná-
mica minera. Su acción es débil e 
indicativa, de corto plazo. Las deci-
siones económicas están libradas al 
mercado, en que cada agente —pri-
vado— define de modo autónomo su 
camino. La agregación de estas deci-
siones privadas genera crecimiento, 
define sentidos y el Estado está para 
facilitar el funcionamiento del mer-
cado. Mientras menos regulación es-
tablezca, más eficientemente operará 
el mercado. En esta visión ortodoxa 
no hay planificación de país, como 
tampoco largo plazo ni articulación 
intersectorial, pues no se necesitan. 
Así, la sustentabilidad posible para 
esta región es débil, condicionada y 
dependiente del desempeño de la ac-
tividad minera.

Si las empresas están absortas en 
sus actividades, sin integrar la sus-
tentabilidad del territorio, si el Esta-
do no tiene capacidad para romper 
la inercia de un statu quo asimétrico 
y plantear objetivos de largo plazo y 
estrategias para planificar la promo-
ción y aplicación de las políticas que 
se precisan para lograr dichos obje-
tivos; es decir, si ni el sector priva-
do ni el público logran articular pro-
cesos que conviertan el crecimiento 
económico en desarrollo con mayor 
sustentabilidad, la pregunta es don-
de buscar capacidad y voluntad para 
hacerlo.

y su exportación, en una relación de 
poder que oscila entre la búsqueda 
de legitimidad y su pérdida, sin efec-
tiva contrapartida regional, dados el 
volumen de inversiones, capacidades 
y recursos que éstas movilizan. Su 
institucionalidad da cuenta de re-
laciones entre desiguales, asimetría 
que imposibilita asociatividad real. 
Existen posiciones de poder y depen-
dencia, con escaso compromiso de 
las empresas con el desarrollo regio-
nal, centradas en el retorno de inver-
siones más que en las vicisitudes del 
territorio, el que es así delineado por 
empresas de escala global. Se han 
implementado iniciativas de respon-
sabilidad social empresarial (RSE), 
unas discretas y otras de mayor rele-
vancia2 pero que no pueden reempla-
zar la acción pública y su responsa-
bilidad con los procesos económicos, 
sociales, ambientales y culturales en 
el territorio.

2	 Desde 2012 una de las GEMM que 
opera en la región (BHP Billiton) lleva 
adelante una iniciativa para encauzar el 
crecimiento de la ciudad de Antofagasta, 
para mejorar la calidad de vida y sus 
condiciones ambientales y físicas, con 
un plan creado participativamente, 
integrando las iniciativas actuales y 
futuras que identifiquen en conjunto 
públicos, privados y las organizaciones 
de la sociedad civil, a partir de la 
evaluación y recomendaciones que la 
OCDE (2013) ha generado, comparando 
Antofagasta con otras ciudades de la 
Organización. Se plantea un período 
de implementación y monitoreo al 
2035. Evidentemente constituye una 
experiencia notable para la ciudad 
y la región, a considerar y seguir 
su desenvolvimiento en el tiempo 
planteado. Ver www.creoantofagasta.cl.
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la cultura, entendida como prácticas 
que producen significados. La ideo-
logía alude a la posibilidad de actuar 
en un mundo estructurado con sig-
nificados, pleno de sentido (Thomp-
son, 1986).

La noción de actor como sujeto —
subyugado por fuerzas poderosas 
al tiempo que cualificado para ser 
protagonista y creador de su mun-
do de significados y sentidos— (Gid-
dens, 2006), se usa para plantearse 
si Antofagasta puede proponerse un 
desarrollo sustentable, dadas sus 
condiciones económicas, sociales, 
culturales y ambientales. Esta pro-
posición surge de planificar, una 
actuación de individuos libres que 
democráticamente se asocian para 
manejar sus asuntos colectivos, diri-
gidos hacia el progreso, compartien-
do un espacio y un tiempo.

La idea de actor vincula al sujeto 
que actúa con la acción que ejerce. 
Un actor es “un agente intencional, 
cuyas actividades obedecen a razo-
nes” (Giddens, 2006: 41), que decide 
y emprende en una lógica de acción 
en un contexto. Para entenderlo se 
acude al concepto de estructuración, 
el conjunto de recursos organizados, 
articulado en sistemas sociales que 
incluyen actividades de agentes en 
un tiempo y espacio determinados. 
Estructura y agente son una duali-
dad, constricción y límite, habilita-
ción y posibilidad, en una dialéctica 
que alude a la capacidad de negar 
la expresión del poder y actuar en 
consecuencia. El poder es la repro-
ducción de una estructuración que 
predomina sobre otra, no sólo asime-
tría de distribución, sino inherente a 
cualquier asociación social.

2. Actores estructurando el 
territorio

La masividad de la escala extractiva 
y la condición corporativa y trans-
nacional de la minería, en la región 
condicionan la habitabilidad y las 
relaciones —económicas y producti-
vas, sociales, culturales y ambienta-
les— entre actores e instituciones. La 
minería privada planifica sus inver-
siones, con fuerte énfasis en la pro-
ducción. Los instrumentos de pla-
nificación de que dispone el Estado 
son solo indicativos y referenciales, 
dejando un amplio espacio de acción 
a las GEMM para determinar el orde-
namiento del territorio, con un peso 
específico que modela procesos eco-
nómicos, sociales y culturales y con-
figura el espacio regional y los asen-
tamientos humanos.

La minería condiciona el proceso re-
gional, pero son personas las que lo 
sostienen en sus actitudes, decisio-
nes, creencias, acciones. En los acto-
res hay una posibilidad de transfor-
mación, si existiese una racionalidad 
ambiental, una ideología de susten-
tabilidad y una consciencia agrega-
da.

Las personas, actores en tanto suje-
tos con identidad, creadores de ima-
ginarios y también súbditos norma-
dos y restringidos, identifican lo que 
es bueno y lo expresan sosteniendo 
valores, reconocen lo que existe, ha-
cen diagnósticos sobre la realidad y 
definen lo que es posible, articulando 
su disposición a actuar, conforman-
do una actitud frente a esa realidad. 
Esto es la construcción de sujetos, la 
conformación de ideología, parte de 
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3. Globalización y 
sustentabilidad

Con la presencia de empresas conec-
tadas a la explotación de recursos 
naturales, Antofagasta ha recibido 
grandes flujos de inversión extranje-
ra directa (IED), concentrando la ma-
yor parte de esos recursos, después 
de Santiago, al tiempo que repre-
senta el más alto porcentaje de las 
exportaciones del país. El producto 
interno bruto de la región ha crecido 
significativamente (cerca de seis ve-
ces entre 1961 y 2001 en pesos de 
1996) y el PIB per cápita regional es 
el más alto del país, 1,88 veces el na-
cional. Los salarios son los más altos 
de Chile.

Estas cifras podrían augurar de-
sarrollo para la región. Pero, ¿cuán 
sustentable puede serlo? IED y ex-
tracción, ¿generan procesos virtuo-
sos que superen la incertidumbre 
sobre su continuidad? La memoria 
de la crisis y la decadencia de la in-
dustria del salitre está presente. El 
crecimiento económico no genera de-
sarrollo sustentable. Este se produce 
por acciones que generan fenómenos 
sociales y culturales. Hay consenso 
aparente en que se necesita un salto 
desde el actual estado, aún basado 
en la abundancia de recursos natu-
rales, a etapas superiores hasta lle-
gar a la fase de innovación, para dar 
el paso al desarrollo y la sustentabi-
lidad. Pero la evidencia que señala 
crecimiento identifica un sentido que 
diverge del desarrollo sustentable, 
pues escasean los dispositivos nece-
sarios para usar la oportunidad a la 
que se enfrenta.

La noción de ideología expresa esta 
dialéctica como sujeción y cualifica-
ción, interpelación para actuar con 
sentido: reconociendo lo existente, 
discerniendo lo bueno y lo posible y 
aprestándose para actuar. La ideo-
logía opera como un dispositivo cul-
tural, en tanto constituye y modela 
la forma en que los seres humanos 
viven como actores conscientes y re-
flexivos en un mundo estructurado y 
significativo.

El contexto es la globalización neoli-
beral, que retoma la tradición econó-
mica neoclásica (Harvey 1998, 2007), 
una de cuyas expresiones ha sido el 
empequeñecimiento de la esfera de 
lo público, retirando al Estado de la 
economía, evitando la acción de polí-
ticas públicas en ámbitos producti-
vos y en la articulación intersectorial 
en los territorios, dependiendo éstas 
de la voluntad y comprensión de cada 
actor (Healey, 1997) y de la dinámica 
de los procesos de mercado.

Muchas veces la planificación en la 
sociedad democrática contemporá-
nea, y en la experiencia chilena parti-
cularmente, se reduce a dispositivos 
técnicos y administrativos basados 
en racionalismos estrechos, orien-
tados por concepciones de política 
indicativas —económica, social— en 
que el Estado subsidia el funciona-
miento de la sociedad que no es de 
interés del mercado, y regula esca-
samente su acción en ámbitos com-
plejos, por ejemplo, en la creación de 
bienes públicos. Lo que resulta es el 
esquema que este poder diseña sobre 
territorios y comunidades; esto es, la 
desviación de procesos democráticos 
y progresistas hacia la manifestación 
de intereses corporativos.
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interrogante sobre la sustentabilidad 
y sus dimensiones. El cuadro actual 
es el abajo.

Estas siete empresas representan 
casi la totalidad de la producción de 
Antofagasta (más del 98%) y alrede-
dor del 53% del cobre chileno, que es 
el 31,05% de la producción mundial3. 
En Antofagasta se produce más del 
16% del cobre del mundo (COCHIL-
CO, 2015).

3	 Sigue China con 1.632 millones de 
toneladas métricas (Tm), el 8,81% y Perú 
con 1.379.600 Tm, 7,45% (COCHILCO, 
2015). La producción chilena es tres 
veces y media la china, el siguiente 
productor en volumen. En Antofagasta 
se produce casí dos veces lo de ese país.

La planificación ha sido el instrumento 
privilegiado en la construcción del 
proceso —de crecimiento económico, 
de socialización, de generación de 
cultura— que lleva al desarrollo, 
lo que se completa con la relación 
del territorio con sus recursos, la 
habitabilidad y la institucionalidad 
que le han dado forma. En Antofagasta 
el crecimiento está condicionado por 
los recursos mineros y las GEMM 
en la explotación de ellos, lo que 
impacta en la relación de esta región 
con el país, al tiempo de establecer la 

Grandes 
empresas mineras 
multinacionales 

Casa matriz Faenas en 
Antofagasta

Producción

(Tm 2014)

Anglo American Londres, 
Inglaterra Mantos Blancos 104.200

Barrick Gold 
Corporation Toronto, Canadá Zaldívar 100.600

BHP Billiton Base 
Metals

Melbourne, 
Australia Escondida y Spence 1.341.500

CODELCO Chile Santiago, Chile
Chuquicamata, R. 
Tomic, Gaby y M. 
Hales

929.900

Glencore (antes 
Xstrata) Baar, Suiza Lomas Bayas 66.400

Freeport MacMoran Estados Unidos El Abra 166.400

Antofagasta Minerals Londres, 
Inglaterra

Michilla, El Tesoro 
y Esperanza 321.500

Total regional GEMM:  3.030.500
Total nacional:  5.749.600
Total mundial: 18.515.600

Fuente: COCHILCO (2015).
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del Estado. Las condiciones para 
aumentar sustentabilidad necesitan 
capacidad para generar raigambre 
regional y mayor diversificación pro-
ductiva, superando la explotación 
de recursos naturales, que es y ha 
sido su ventaja comparativa. Ambos 
atributos, arraigo y diversificación, 
precisan de una perspectiva de largo 
plazo en la planificación pública.

La noción de sustentabilidad está 
también ligada a la idea de recuperar 
una línea de continuidad interrumpi-
da, asociada a nociones ambientales 
y de conservación, a recursos y su 
reproducción o transformación y al 
mejoramiento en la calidad de la vida 
a la que la sociedad aspira. La idea 
de desarrollo es consustancial a la 
construcción de visiones de futuro, 
con inclusión y cohesión social, en 
una comprensión temporal, en tanto 
en el presente se configura el futuro.

El desarrollo sustentable se entiende 
cimentado en su medio natural y cul-
tural para asegurar su continuidad 
intergeneracional, capaz de equili-
brar la salud económica, ambiental 
y social de una comunidad para me-
jorar su calidad de vida, que fomente 
y posibilite procesos inclusivos, con 
participación de múltiples actores en 
todos los niveles, superando aproxi-
maciones sectoriales, corporativas o 
de grupos (Programa 21, 1998).

Un nuevo rol para la minería podría 
definirse con la creación de ámbitos 
de trabajo articulado, en horizontes 
temporales y escalas territoriales 
adecuadas. Esto requiere de nuevas 
capacidades en las instituciones y en 
los actores, una imaginación (social, 

El cobre está en el centro del debate 
sobre desarrollo sustentable, respec-
to de la disyuntiva de 

“seguir dilapidando su natura-
leza excepcional en nombre de 
la ‘ventaja comparativa’ que le 
asigna su abundancia relativa… 
Tampoco Chile podrá continuar 
dilatando sus responsabilida-
des al respecto, entre un estilo 
de desarrollo depredador de los 
recursos naturales, que ha sido 
dejado en manos de la iniciati-
va privada, sin que establezcan 
una estrategia armónica con el 
medio ambiente y las necesida-
des de crecimiento económico” 
(Sunkel, 2011: 236).

Para Antofagasta, esa estrategia ar-
mónica significa un equilibrio com-
plejo: en términos de escala de acti-
vidad, no existe otra que compita con 
la minería; así, la construcción que 
los actores puedan hacer de modo 
participativo e inclusivo, debe hacer 
un ejercicio de imaginación para lo-
grar superar la tendencia abrumado-
ra a la especialización, relevante en 
la relación entre minería y desarrollo, 
entre sector público y privado, entre 
empresas, gobierno y comunidades.

4. Conceptos de desarrollo 
sustentable y su definición

Antofagasta se caracteriza por una 
habitabilidad desarraigada, expresa-
da en campamentos, company towns 
y ciudades con escasa oferta urbana 
de calidad; con un desarrollo territo-
rial desigual y limitada participación 
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El objeto de la planificación para un 
desarrollo con sustentabilidad, ex-
presada en incrementos de calidad 
de vida y bienestar de los habitantes 
del territorio donde ocurre el proce-
so, debe satisfacer necesidades de 
los diversos actores en ese espacio. 
Tanto el Estado como los actores —
ciudadanos individuales, entidades 
corporativas, organizaciones— nece-
sitan planificación, entendida como 
articulación de juicios técnicos con 
voluntad política. La política es una 
democrática, donde debe atenderse a 
la ‘conversación de los ciudadanos’. 
A la sustentabilidad es consustancial 
una postura ética, con formas demo-
cráticas de planificación. 

Esta afirmación alude a la compleji-
zación del concepto, desde la evalua-
ción de variables biofísico-químicas, 
a la integración de aspectos econó-
micos, sociales, institucionales y am-
bientales. Una tercera lectura busca 
integrarlos en una mirada transver-
sal, de mayor inclusividad, sinergia y 
con despliegue de tácticas y estrate-
gias de transformación.

La sustentabilidad, desde la 
perspectiva sistémica, es un 
equilibrio donde la relación entre 
variables de entrada y de salida de 
un sistema mantiene un valor que no 
disminuye en el tiempo. Los aspectos 
físicos, objetivos y racionales 
ven las manifestaciones externas 
de la sustentabilidad (Fricker, 
1998), mientras las subjetivas son 
manifestaciones internas, más que 
‘algo’ a ser medido, referidas a la 
calidad de la vida y a la transformación 
de las concepciones que pudieran 
contener u orientar significados de 

económica, cultural) que pueda im-
plementarse en iniciativas de trans-
formación, en lo que Healey (1997) 
llama el giro comunicativo de la pla-
nificación. Este “viaje” desde la idea 
hasta su expresión en política, pro-
yectos y obras precisa encontrar ca-
minos para conectar las esferas de 
acción.

Por su parte, el Informe Brundtland 
señala que “las empresas transna-
cionales pueden desempeñar una 
función importante en el desarrollo 
sostenible […] una influencia positi-
va sobre el desarrollo”, para lo que 
debiera “fortalecerse la capacidad de 
negociación de los países en desarro-
llo frente a ellas” (CMMAD, 1992: 39-
40), más allá de la mirada ambiental, 
en un contexto de mayor amplitud 
dirigido al desarrollo de los territorios 
anfitriones.

La oferta urbana regional ha sido in-
capaz de consolidar en las ciudades 
una base de capital, sólida y equili-
brada en cantidad y calidad, que ge-
nere bienestar y calidad de vida, y au-
tonomía, no sólo en cuanto a niveles 
de retención de capital y crecimiento 
económico, sino a la creación de una 
cultura de identidad y arraigo de cara 
a la transitoriedad y la cultura de 
company town. El análisis de zonas 
análogas en especialización y depen-
dencia pero con una evolución a una 
sustentabilidad fuerte, da cuenta de 
procesos complejos de diversificación 
productiva, dinamización de las ciu-
dades e introducción de tecnología, 
con fuerte intervención pública en 
un contexto de planificación de largo 
plazo y de acuerdos estratégicos con 
el sector privado.
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cidad de poner de acuerdo sectores 
económicos, administraciones, ac-
ciones de diversos orígenes y escalas 
geográficas. La sociedad construye 
un discurso sobre un estado de equi-
librio al que aspira, objeto de debate 
y consenso, para cuya concreción se 
requiere una mirada comprensiva del 
futuro. Esta estructuración es la que 
evoca la idea de sustentabilidad.

Como se señaló, ni públicos ni priva-
dos explicitan una perspectiva de lar-
go plazo para el desarrollo sustenta-
ble más allá de una generación4. Una 
temporalidad adecuada para pensar 
el futuro no es expuesta. Los actores 
declaran querer desarrollo susten-
table, pero en sus agencias no hay 
acciones específicas integradas en 
un proceso de planificación con sen-
tido transformador. Lo que contrasta 
con la idea de redes de entendimien-
to mutuo, articulación, colaboración 
y generación de vínculos y lealtades, 
y mayor capital social. De esa activi-
dad de creación y de elaboración de 
sentido entre los actores en la región, 
es que pueden surgir las ideas-fuer-
za de una estrategia común y un 
plan para la sustentabilidad. Pero el 
desempeño regional no genera estas 
bases, requeridas para asegurar sus-
tentabilidad. El orden de las grandes 
operaciones mineras es distinto del 
desarrollo sustentable.

Se señaló la existencia de una opor-
tunidad dada por el nivel tecnológi-
co, institucional y organizacional de 
la minería en Antofagasta, que po-
dría ser una inflexión hacia el de-
sarrollo sustentable, caracterizada 

4	 Lo más cercano a esto es CreoAntofa-
gasta, ya mencionado.

lo sustentable, las que cambian en 
el tiempo. Fricker señala que “El 
desafío de la sustentabilidad no es 
enteramente técnico ni racional. Es 
uno de cambio en las actitudes y en el 
comportamiento. La sustentabilidad 
entonces debe incluir el discurso social 
en el que los aspectos fundamentales 
son explorados colaborativamente 
dentro de los grupos o comunidades 
afectadas” (1998: 369).

El derecho de los ciudadanos a reci-
bir el aporte de la principal riqueza 
del país (impuestos o royalties redis-
tribuidos en bienes públicos provis-
tos por el Estado) se relaciona con el 
desarrollo sustentable, pues la obli-
gación de la actual generación con el 
futuro no es dejar la tierra como fue 
encontrada, sino con opciones y ca-
pacidades que aseguren un bienestar 
igual o mejor al del presente. Esto es 
la reinversión de las rentas de la ex-
plotación del recurso para independi-
zarse de la actividad primario-expor-
tadora. Así, “El desarrollo sostenible 
es el desarrollo que satisface las ne-
cesidades de la generación presente 
sin comprometer la capacidad de las 
generaciones futuras para satisfacer 
sus propias necesidades” (CMMAD, 
1992: 67). Se plantea la necesidad de 
una equidad intergeneracional, como 
también intrageneracional.

Es la capacidad de una sociedad 
para generar aquel balance econó-
mico, social y ambiental. El desafío 
desborda los ámbitos de la técnica y 
la racionalidad, para situarse en la 
manera de ser de las personas, pues 
se requiere transformar performan-
ces sociales e incluir la participación 
comunitaria, integrada con la capa-
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resuelva en poder transformador y 
acción consecuente, en lo que Ortiz 
(1980) llama la consciencia ‘comple-
ta’, a diferencia de aquella ‘fragmen-
tada’, en que no se resuelve el paso 
desde lo que se conoce, lo que se va-
lora aplicando una lectura ética, y su 
resultado en acción transformadora, 
de acuerdo a la posición que se sus-
cribe y a una evaluación de aquello 
posible. En el caso de Antofagasta, 
es intervenir en la trayectoria que el 
proceso regional lleva, asumido que 
se aleja de la sustentabilidad. Esto es 
posible en la medida que, en los ac-
tores, se reconozca una ideología de 
sustentabilidad y se pueda construir 
y completar la dialéctica entre cono-
cimiento, axiología y acción. Como 
lo señala un actor, una consciencia 
fragmentada se limita a la “expresión 
del deseo”, un voluntarismo siempre 
incumplido mientras no se dé el paso 
a la acción.

Los actores asumen visiones de mun-
do, ideologías, como lo indica Ortiz: 
“La ideología se define como una 
concepción de mundo que engendra 
una ética correspondiente a una ac-
ción en el mundo” (1980: 84), lo que 
permite relacionar a los actores, sus 
racionalidades y representaciones 
con las acciones que emprenden. La 
ideología involucra la construcción 
y modelamiento de “cómo los se-
res humanos viven sus vidas como 
conscientes y reflexivos iniciadores 
de actos en un mundo estructurado 
y lleno de significados” (Thompson, 
1986:15-16). Así, la ideología opera 
como un discurso que interpela a los 
seres humanos en tanto sujetos.

por: i) aumento en la producción y 
nueva cultura productiva propia de 
la economía global, ii) conciencia en 
actores en diversos niveles, respecto 
del desafío, y iii) fuertes procesos de 
crecimiento en población, infraes-
tructura y actividad agregada de las 
ciudades5. Pero estas características, 
notorias, masivas y explícitas, no 
han modificado una trayectoria que 
diverge de la sutentabilidad.

A la pregunta sobre cómo llega el país 
a ser desarrollado, más sustentable, 
hay que agregar si ese camino está 
determinado sólo por el mercado. El 
crecimiento no transita naturalmen-
te hacia el desarrollo ni la sustenta-
bilidad. Más bien se concluye que la 
ideología neoliberal dominante em-
puja en otra dirección. La pregunta 
es por una ideología de sustentabi-
lidad y si esta logra afectar la racio-
nalidad económica, interpelando la 
trayectoria fragmentaria y unívoca 
que prevalece. Respuestas a esta in-
terrogante hay en los actores, en tan-
to sujetos en la dialéctica de someti-
miento y creación, para conservar o 
para transformar lo que existe como 
mundo estructurado. 

5. Los actores sociales

Es en los actores donde están esa vo-
luntad y capacidad. Son los actores 
los que impulsarán —o no— accio-
nes para abrir posibilidades de ma-
yor sustentabilidad. La condición es 
que exista en ellos la dialéctica entre 
sujeción y apertura y que, median-
te una reflexividad consciente, se 

5	 Antofagasta-Mejillones y Calama
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define lo posible (Giddens, 2006), re-
conociendo límites estructurales, no 
como absolutos, sino fronteras de un 
espacio al interior del cual los indivi-
duos se mueven. Como lo formulan 
Boudon y Borricaud (1990: 307): “Es 
cierto que la acción individual está 
sometida a limitaciones sociales, es 
raro poder comportarse a su antojo. 
Pero eso no implica que las presio-
nes sociales determinen la acción in-
dividual. Estos límites determinan el 
campo de lo posible, no el campo de 
lo real”.

6. Enfoques desde los 
actores: claves para la 
sustentabilidad

La evidencia empírica refiere a visio-
nes que los actores construyen, en el 
contexto de la economía, la sociedad, 
la historia y la habitabilidad regional. 
Están ordenadas en cuatro ámbitos 
principales, que se identifican como 
claves para avanzar o detener el paso 
a una mayor sustentabilidad:

El predominio de una lectura uni-
dimensional y de corto plazo de 
desarrollo sustentable.

Al plantear el concepto de susten-
tabilidad, en un recorrido que no es 
fácil ni evidente, recién en una se-
gunda instancia en el discurso se 
reconocen otras dimensiones, aparte 
de la ambiental. Prevalece una visión 
reduccionista y una naturalización 
de las condiciones de la explotación 
y sus efectos.

La componente ideológica en las prác-
ticas y discursos culturales constru-
ye subjetividades, personas indivi-
duales y sujetos colectivos, clases 
sociales o entidades corporativas. La 
ideología interpela a los sujetos para 
orientar un camino, con lo que les 
ofrece una posición y una identidad. 
Se establece su carácter dialéctico 
indicando el sentido doble y opuesto 
del término “sujeto”, estar atado, to-
mado o capturado6, al tiempo de ser 
‘sujeto de la historia’: un actor capaz 
de crear. Estos sentidos, sujeción y 
cualificación, lo son por interpela-
ción ideológica: los individuos que-
dan cualificados para asumir roles 
y convertirse en agentes de cambio 
y transformación o de conservación 
del orden: “El funcionamiento social 
básico de la sujeción-cualificación 
involucra tres modos fundamentales 
de interpelación ideológica. Las ideo-
logías ‘sujetan’ y cualifican a los su-
jetos diciéndoles, relacionándolos o 
haciéndoles reconocer: lo que existe, 
lo que es bueno y lo que es posible” 
(Thompson, 1986:16).

A través de los actores es posible ‘ver 
la ciudad’ (Healey, 1997) en tanto 
espacio donde ocurre la creación de 
oportunidades en la fase de desarro-
llo como la de mayor madurez y capa-
cidad, con una integración de diná-
micas socio-espaciales y económicas 
con la estructura urbana, que gene-
ra sentidos, conocimientos y prác-
ticas en un lugar. Esta mirada que 
conecta imaginación con acción es la 
de sujetos con identidad. Los actores 
deciden en función de sus creencias, 
motivaciones y de la estructura y ésta 

6	 En inglés, subject (sujeto) significa tam-
bién súbdito.
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Se pagan otros costos. Por una parte, 
la desafectación de la vida familiar y 
social, debida al sistema de turnos, 
que masificó las jornadas excepcio-
nales de trabajo. Por otra, la dico-
tomía entre Gran Minería y el resto, 
lo que genera realidades paralelas, 
cuyo impacto en la habitabilidad es 
que la demanda que genera hace que 
la vida urbana en la región sea cara 
y excluyente. Contradicción resuel-
ta por esa expresión del deseo, junto 
con la promesa de la riqueza infinita. 
Esta es la energía que permite la vida 
“imposible”, que explicaría la acepta-
ción de los riesgos: “la minería es la 
que aporta empleo, servicios y … qui-
ta también años y calidad de vida … 
el mismo patrón que te está quitan-
do sustentabilidad te está dando de 
comer … es el sino de la región”. Se 
genera una serie de transacciones, 
entre ellas: la expectativa de salarios 
altos, que resulta en subempleo, la 
sustentabilidad futura se torna habi-
tabilidad precaria actual, la diversifi-
cación productiva en cluster especia-
lizado, lo que potencia la explotación 
de los recursos naturales versus el 
desarrollo de alternativas…

Una permanente interrogación so-
bre el capital humano en la región 
y la dificultad de retener a aquel 
con mayores capacidades.

Se dice que para hacer “investiga-
ción e innovación para mejorar la 
productividad, del rubro que sea […] 
definitivamente no hay capacidad 
en Antofagasta, eso está claro, se ha 
avanzado mucho, pero no hay capa-
cidades”. Porque “nadie hace nido” 
señala un actor, en una región que 

Un entrevistado señala que “…el de-
sierto bota, echa fuera… salvo que 
haya una riqueza muy grande, como 
la hay aquí… ¿y si no, que habría?, 
nada…”. Se sigue que no habría pro-
blema con la contaminación de la mi-
nería: “hay que romper huevos para 
hacer tortillas” y se agrega que“bajo 
Chuqui y La Escondida hay un de-
sierto, no es el Valle de Aconcagua”. 
Pero en la región hay tasas de cáncer 
de pulmón 400% veces más altas que 
las de Chile (El Mercurio de Calama, 
14 de Octubre de 2009). Las termoe-
léctricas de Tocopilla y Mejillones 
representan el 99,7% de la matriz 
energética del Norte Grande y gene-
ran más de la mitad de las emisiones 
de SO2 de las zonas saturadas por 
este elemento en el país —243 contra 
443 ton/día—. En Tocopilla en 2005 
la tasa de mortalidad fue la mayor 
de la región y una de las más altas 
del país: “8,8 contra 4,4. La cifra del 
país fue de 5,3”, junto a la tasa de 
mortalidad de recién nacidos y me-
nores de un año, que en el 2008 “en 
la provincia de Tocopilla fue de 14,2. 
El promedio nacional se situó cerca 
de la mitad: 7,8” (Qué Pasa, Nº 2089, 
22 de Abril de 2011).

Ante la constatación de los efectos, 
ocurre la negación: la gran minería 
en Chile cumple con estándares in-
ternacionales, los mismos que en 
Canadá o Finlandia. Por lo tanto, 
es inevitable y “natural” que existan 
consecuencias. Aparece la noción de 
una “perspectiva del deseo”, el lista-
do de lo que debiera ser y que no es 
“para no afectar intereses” y porque 
“la minería es así y si no te gusta tie-
nes que irte a otra parte…”



139

región? Yo creo que no”. Una región 
que no puede articular su propio fu-
turo en un proyecto regional de con-
senso7.

Los enfoques de los actores dan 
cuenta de diversos intereses, in-
tenciones y posibilidades.

La sociedad civil expresa autonomía 
en relación con la idea de ciudada-
nía, de cara a la disminución de lo 
público y a la naturalización de la 
esfera económica por sobre sociedad 
y cultura. Asume la responsabilidad 
de “¿quién va a pensar?”, porque 
les “corresponde hacerlo en la re-
gión”, puestos ante la reflexión sobre 
los bienes públicos, el bien común, 
el desarrollo y la sustentabilidad. 
Desde esta perspectiva, existiría “la 
obligación de […] ir visualizando por 
dónde va la cosa […] marcar camino, 
ir abriendo los espacios para que el 
resto de la sociedad empiece a actuar 
en ese sentido”. Expresan una de-
manda sobre el futuro, más allá del 
cumplimiento de leyes, normativas e 
impuestos. Se reclama la necesidad 
de una reflexión conjunta. 

7	 Hay una permanente referencia a los lo-
gros de las décadas de los 50 y 60 por un 
movimiento pluriclasista de profesiona-
les, pequeños empresarios, empleados y 
obreros, que demanda agua, alimentos, 
romper el aislamiento y mejorar los ser-
vicios básicos, que culminan en la “ley 
del cobre” que destinaba el 5% de los 
ingresos que percibía el Estado a las co-
munas y provincias donde se producía, 
además de la zona franca alimentaria, 
entre otras ventajas que daban cuenta 
de la especial situación de estas regio-
nes. Estas franquicias fueron termina-
das por la dictadura, después del golpe 
de 1973. Ver Piga (2012).

es “un laboratorio para empresas en 
un negocio aventurero que es el del 
mineral”.

La asociatividad es fundamental para 
la articulación entre lo público y lo 
privado, pero “eso tiene que ir acom-
pañado de generar una masa crítica 
[…] de producción intelectual de ca-
lidad, pero también con una masa 
ciudadana, que es la única capaz de 
empujar este tipo de procesos”.

La visión de expertos entrevistados 
es que la capacidad de asociarse en 
emprendimientos de largo alcance es 
fundamental, pues permite dar sal-
tos de creación, de productividad, de 
innovación. La asociatividad es baja, 
dicen, porque en vez de cooperar de-
ben competir por los recursos para 
investigación, mejoramiento de la do-
cencia o infraestructura en el caso de 
las universidades, dividiendo esfuer-
zos en lugar de converger. Se dificul-
ta la formación de una comunidad 
regional, prevaleciendo aproximacio-
nes individuales, identidades relacio-
nadas con dinámicas de mercado sin 
lealtades espaciales ni de intereses. 
Hay un escenario de dispersión, leja-
no de la “coopetencia” y de los com-
promisos colectivos, sin masa crítica 
que cuestione, proponga y movilice.

La clave es la generación de la “con-
versación regional”, como la plantea 
un entrevistado, para generar visio-
nes compartidas y para que los ”lí-
deres regionales” entiendan que “el 
futuro de la región depende funda-
mentalmente de ellos”. Pero, se pre-
gunta un actor: “¿hay un plan?, ¿hay 
una comisión para el largo plazo, 
hay gente pensando en la segunda 
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Los actores indican —los ligados a 
las GEMM lo reconocen— que los 
aportes en RSE de las empresas son 
limitados y que no tienen relación 
con los recursos que la actividad 
genera y exporta: “la gran minería 
privada del norte chileno […] puede 
hacer mucho, pero mucho más y si 
queremos sustentabilizar esa región 
debe hacer mucho, pero mucho más 
[…] todo lo que se hace es muy poco 
todavía, comparado con lo que se 
podría hacer […] en conjunto”.

Pero no existe deliberación respecto 
del futuro, el que será compartido al 
menos por una generación más, da-
das las inversiones, los horizontes de 
explotación, las tecnologías y la de-
manda. Los actores señalan que no 
se ha producido el encuentro en el 
cual el Estado chileno, su gobierno y 
los “actores vivos” le digan a las em-
presas privadas “ustedes están ex-
plotando estas minas, están pagando 
impuestos […] todo está dentro de la 
legalidad […] sin embargo, nosotros 
queremos mirar para delante, quere-
mos saber qué va a pasar con esto y 
queremos que lo hagamos en conjun-
to”. Se trata de una lealtad espacial 
para la generación de un futuro, para 
lo que se requiere consenso9.

De esa lealtad espacial o su caren-
cia, surge la asimetría de poder 
que ha configurado la región.

Por una parte está la distancia con 
las grandes empresas en una asime-
tría de escalas económicas y capaci-
dades en el territorio. Las GEMM no 

9	 Como se ha señalado, CreoAntofagasta 
es la primera iniciativa que tiene una 
perspectiva de largo plazo.

Es al Estado al que se interpela, pues 
es responsable de convocar y cons-
tituir capacidades para definir con-
ceptualmente el desarrollo y la sus-
tentabilidad. Un rol público es abrir 
espacios para la “conversación regio-
nal” y plantear y establecer concep-
tos y métodos, para volver a la res-
ponsabilidad que lo define: proveer 
los bienes públicos que la sociedad 
necesita para su crecimiento y desa-
rrollo, físico y cultural, en posesión 
de sus poderes reguladores y norma-
tivos pero también en tanto “organi-
zador y creador” del sentido de lo que 
es de todos, lo público. Se le recla-
ma “escasa capacidad” para producir 
bienes públicos y poca injerencia en 
materias de interés de la ciudadanía, 
una imposibilidad de cumplir el rol 
que le es propio. Se trata de gobernar 
con voluntad y mirada de bien pú-
blico.

A las grandes empresas se las in-
terpela para que generen una real 
apertura al desarrollo del territorio. 
La respuesta corporativa ha sido el 
despliegue de acciones en el marco 
de la RSE, lo que daría cuenta de 
una ‘deuda social’8, que generaría su 
necesidad. Cuánto es lo adecuado, 
quién y cómo definir eventuales ac-
ciones y cuánto avanza el bien públi-
co en este ámbito es parte de lo que 
se plantea como problema.

La RSE se expresa a través de 
entidades especializadas en cada 
empresa (fundaciones, gerencias, 
grupos de tarea), con iniciativas 
principalmente en educación, 
vivienda y salud, realizadas en 
tiempos y espacios controlados. 

8	 The Economist, 22 de enero de 2005.
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La dificultad es así definida por un 
actor: “se requiere conciencia de mu-
chas variables, del futuro, de lo que 
puede significar a las generaciones 
futuras, ya pensar en la cadena de 
acciones futuras es un esfuerzo de 
abstracción importante para cualquier 
ser humano y pensar en planificar 
sustentabilidad es una cuestión bien 
ambiciosa”. Y difícil de sostene: no 
hay incentivos para planificar, pues 
se afectan intereses sin que exista 
decisión para modificar el estado de 
cosas en función de una visión de de-
sarrollo que lo supere, al contrario de 
prolongarlo. Se requieren acciones y 
cambios profundos, no parciales, lo 
que precisa mucha voluntad. Que no 
parece existir donde tiene que haber-
la, en el sector público.

7. Sustentabilidad: una 
creación que precisa 
voluntad y conocimiento

Retomando la pregunta acerca de si 
existe una ideología de sustentabili-
dad y si ésta logra afectar la ideolo-
gía neoliberal imperante, se observan 
trazas en los actores de cara a la di-
námica regional, cuando reconocen 
lo que existe y que crea identidad y 
certeza, lo que es bueno, de donde 
surge la selección de deseos por co-

Reforma Constitucional de Descentrali-
zación: modificaciones imprescindibles 
para la viabilidad del proyecto, Abril de 
2015). Sin entrar en el debate especí-
fico, su prioridad parece alejarse en el 
tiempo y se estima improbable el primer 
paso, la elección de intendentes, en este 
período presidencial.

ven el territorio, sino sus inversiones. 
No comparten un proyecto de futuro 
de base regional y nacional. Es el ar-
gumento de la supervivencia del en-
clave en versión contemporánea, que 
condiciona y selecciona su relación 
con el territorio. Por otra se mencio-
na el desequilibrio en el aporte de la 
región al país y lo que este devuelve, 
en una asimetría institucional entre 
el Estado nacional y la región. Una 
de las expresiones de esta distancia 
es la incapacidad de ejercer una ade-
cuada interlocución en función de la 
idea de sustentabilidad. 

Como lo frasea un actor en Antofa-
gasta: “hay muchas dificultades de 
plantear una estrategia frontal que 
vaya a ponerle reglas al sector priva-
do ... la sustentabilidad es … un con-
cepto más o menos vacío, al cual no se 
le puede meter contenido con mucha 
facilidad”. La regulación es una tarea 
pública y de nivel nacional. Se pone 
en cuestión la capacidad ejecutiva y 
legislativa que se pueda ejercer regio-
nalmente, habida cuenta del centra-
lismo del Estado chileno. Se reclama 
del gobierno central objetivos de lar-
go plazo y modificaciones legales y 
políticas apropiadas10.

10	El informe de la Comisión Asesora Pre-
sidencial, Política de Estado y Agenda 
para la Descentralización y el Desarro-
llo Territorial de Chile entregado el 7 de 
Octubre de 2014, es un avance en este 
sentido, que continúa con el mensaje 
de la Presidenta de la República con el 
que se inicia “un proyecto de Reforma 
Constitucional” para “disponer la elec-
ción popular del órgano ejecutivo del 
Gobierno Regional” del 30 de Diciembre 
de 2014. Algunos miembros de la Comi-
sión Asesora proponen “algunas modifi-
caciones” al proyecto para cumplir con 
los objetivos planteados (documento 
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rrección y justicia, y lo que es posi-
ble, que modela el sentido del cam-
bio, configura temores y dimensiona 
riesgos.

La interpelación a lo que existe lle-
ga a discernir lo bueno, a la lectura 
ética, sin lograr el traspaso a lo po-
sible y a la determinación de actuar, 
resultando así en una “conciencia 
fragmentada” y en la estrategia de la 
“expresión del deseo”, que identifica 
lo que debiera ser pero no es, enfren-
tados a la asimetría entre el modo 
de entender el futuro que ha logrado 
imponer el neoliberalismo, de cara a 
la generación de una mirada plani-
ficada, de largo plazo, en función de 
un proyecto participativo dirigido al 
desarrollo sustentable. La vieja de-
manda por autonomía, cuyos fru-
tos debieran ser arraigo en ciudades 
complejas, identidad territorial y una 
matriz productiva diversificada y pla-
nificada, queda relegada a su mera 
identificación, situada en un campo 
prácticamente utópico.

Se reconoce la tensión entre esta 
configuración que ha constituido la 
ideología neoliberal y la oportuni-
dad que el ciclo minero global abre 
para esta región y para el país. Es un 
asunto de poder, claro está. Lo posi-
ble lo impone el poder en cada épo-
ca11, lo que no anula los procesos de 
organización ecológica ni los sentidos 

11	Siguiendo a Foucault (en Las palabras 
y las cosas, 1966), cuando señala que 
la realidad es el efecto de un proceso de 
producción a partir de las estructuras 
y principios de la vida, la lengua y la 
historia, está en relación con el poder y 
la imposición en cada época. Esta es la 
condición de lo posible.

de la cultura, esto es la acción de los 
actores que, como se ha dicho, cono-
cen, optan y actúan, en el sentido de 
consolidar una ideología de susten-
tabilidad.

De esta manera, la sustentabilidad 
es una creación social, que requiere 
conocimientos, ética y voluntad, el 
deseo de construirla. El eslabón que 
falta para la acción puede encontrar-
se en nuevos procesos que se inician o 
debieran hacerlo, en capacidades por 
develar y articular en nuevos concep-
tos, en un contexto de integralidad 
ambiental, social, económica y cul-
tural, en un horizonte de largo pla-
zo que se empieza a construir desde 
ya, que supere enfoques sectoriales y 
mejoras parciales en uno u otro as-
pecto de la producción, el transporte 
o la construcción. De cara a la racio-
nalidad economicista neoliberal y a 
la evidencia de los límites ecológicos 
ya sobrepasados, la sustentabilidad 
y el desarrollo constituyen un desafío 
social y principalmente político █
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Introducción

Este artículo pretende contribuir a la 
descentralización y empoderamiento 
regional en Chile y busca proponer 
un adecuado ordenamiento y cruce 
de la información existente. Sobre 
esa base podrían crearse metodolo-
gías y soluciones a los desafíos rela-
cionados con un desarrollo local que 
prospere sobre un soporte adminis-
trativo coherente con el territorio so-
bre el que actúa, de modo que facili-
te el desarrollo económico social que 
aspira emprender el país desde la 
mirada que propone la Comisión de 
Descentralización. 

Se toma la región de O’Higgins como 
un objeto de análisis por su gran ca-
pacidad de innovación tecnológica y 
productiva y porque en estudios an-
teriores se han detectado barreras de 
tipo político, administrativo y de ges-
tión que impiden un desarrollo espa-
cial más armónico y sustentable1.

En Chile el tema del ordenamiento 
territorial y del desarrollo sustenta-
ble ha sido dejado a un lado por el 
apoyo al desarrollo económico dentro 
de una concepción de estado subsi-
diario y de políticas públicas orien-
tadas al libre mercado. Sin embargo, 
en otros países latinoamericanos el 
ordenamiento territorial sustentable 

1	 Ver: Proyecto de investigación DICYT 
USACH N° 090990MP; Muñoz, Dzie-
konski 2009-2011: Planificación terri-
torial integrada en Chile, un análisis de 
las experiencias de aproximación secto-
rial en la Región de O’Higgins durante el 
período 2001 al 2006 para generar las 
bases de un futuro instrumento norma-
tivo de Planificación Territorial Susten-
table Integralmente.

ha sido un tema candente desde ini-
cios de los años noventa, especial-
mente después de la conferencia de 
Río (Agenda 21), que ha dado como 
resultado cambios profundos a la for-
ma de pensar el territorio, el uso de 
los recursos naturales, el medioam-
biente y la habitabilidad (Carmona 
2000). Esta preocupación por la sus-
tentabilidad se ha reflejado en mejo-
ras respecto de la inequidad, como 
se expresa en los coeficientes Gini 
(CEPAL 2010: 13). Consideramos 
que la globalización ha acentuado la 
diversidad socio-cultural de las re-
giones netamente agrarias, generado 
nuevos usos de suelo, aumentado la 
productividad y ampliado el número 
de actores e intereses involucrados 
haciendo la interacción intra e inter 
regional más compleja. Todo análisis 
sobre ordenamiento territorial debe 
ser global, sistémico e iterativo y par-
tir por reconocer esta diversidad y 
complejidad. 

Esta perspectiva propone desarro-
llar una revisión sistemática de los 
parámetros económicos, físicos-es-
paciales, socio-culturales y de gober-
nabilidad de la región de O’Higgins 
elaborando una base de datos capaz 
de poder generar indicadores locales 
que sirvan para proponer estrategias 
de desarrollo a la discusión sobre 
nuevas políticas de regionalización y 
descentralización en Chile. 

La hipótesis central es que en regio-
nes con vocación agrícola ─y debido 
a la rapidez de cambios tecnológicos 
en lo productivo, movilidad, merca-
dos y transporte─ el uso de suelo se 
hace más complejo, la sociedad más 
diversa y se generan externalidades 
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comprometida con intereses locales. 
Parece interesante, entonces, con-
siderar los temas allí planteados en 
orden a buscar las soluciones a los 
problemas que se nos señala. Un 
ilustrativo ejemplo de lo mencionado 
lo encontramos en la siguiente cita, 
sobre la metropolización de Chile 
“(OCDE 2009:19-44)”:

“Chile aún permanece entre los 
países con mayor desigualdad 
en la región… Las disparida-
des territoriales son sustancial-
mente mayores que en los otros 
países miembros de la OCDE… 
Chile, sigue estando altamen-
te concentrado: Santiago tiene 
la mayoría del capital político, 
económico e intelectual y casi 
la mitad de la población”. Lue-
go proponía que un paso en la 
superación de ese problema “re-
querirá una evolución hacia una 
estructura sólida de gobierno 
regional, capaz de generar un 
marco coherente para el desa-
rrollo económico. En Chile esto 
requiere incrementar el apoyo 
institucional a los gobiernos re-
gionales para otorgarles mayo-
res poderes de supervisión, le-
gitimidad y capacidad de influir 
en la discusión, planificación y 
coordinación de políticas de de-
sarrollo regional integrales”.

Si analizamos el caso de la VI Región, 
a la luz de lo arriba señalado, 
podremos apreciar que, mirada ésta 
región desde cuatro estructuras 
posibles de identificar ─la estructura 
del Medio Físico-Geográfico y en 
particular la morfología de las 
cuencas hidrográficas; la estructura 

de todo tipo que frenan el desarrollo 
armónico y sustentable. Todo aná-
lisis debe partir por entender la su-
perposición y conflictos de intereses 
de sistemas en red que se articulan 
entre sí, la red de la cuenca hidro-
gráfica, las redes económicas y de 
infraestructura, y las redes sociales 
y de vivienda con el sistema políti-
co-administrativo. 

Con esta propuesta de trabajo se de-
sea poner en valor la relevancia de 
mejorar la calidad de vida de la ciu-
dadanía de la Región; optimizar los 
niveles de empoderamiento y parti-
cipación ciudadana y destacar las 
aptitudes regionales para aportar a 
la concreción del país como potencia 
agroalimentaria. Todo esto tendrá 
implicancias en esta nueva segmen-
tación en las inversiones; en el hacer 
y conversar el saber socio-técnico de 
la estructura actual con los saberes 
legos producidos desde la ciudada-
nía y los grupos de interés (stakehol-
ders).

1. La percepción de un 
problema

Chile, desde su incorporación a la 
OCDE, recibe periódicamente un 
conjunto de recomendaciones de va-
riados temas contenidas en informes 
donde se señalan aspectos de los 
procesos en curso que requerirían 
ser revisados para mejorar e incre-
mentar su desarrollo. Por otro lado, 
dada la naturaleza de la institución 
patrocinadora, es dable pensar que 
la óptica que predomina en dichas 
recomendaciones difícilmente está 
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segmentándolo proporcionalmente 
al área de cobertura en cada una de 
ellas, para así poder obtener un fi-
nanciamiento integral a los requeri-
mientos del proyecto.

El resultado es desgastante, suma-
mente engorroso, pudiendo llegar 
incluso a ser inconducente pues su 
aprobación cae en los clásicos pro-
cesos de negociación entre los inte-
grantes de los Consejos Regionales 
(CORES) que son los que en definiti-
va aprueban estos recursos, en fun-
ción de las dimensiones existentes 
de las jerarquías político-administra-
tivas. En particular la distorsión se 
agudiza al caer la decisión en estos 
entes de origen no técnico.

Finalmente esto se expresa en la 
aparición de inequidades en la redis-
tribución de los recursos e ingresos 
nacionales, segregándose posibilida-
des de acceso a segmentos significa-
tivos tanto del territorio como de la 
población (Márquez 1999: 113-118). 
En términos prácticos no se generan 
economías de escala ni sinergias en-
tre las áreas involucradas, y la maxi-
mización de los beneficios posibles 
de obtener, se malogran.

Económico–Productiva Agropecuaria; 
la estructura Político-Administrativa 
expresada en regiones, provincias y 
comunas; y por último la estructura 
Distrital-Electoral─ podremos 
apreciar lo siguiente (ver cuadro):

Como se puede ver en estas imáge-
nes, la configuración y los límites de 
cada una de las estructuras (cuen-
cas hidrográficas, área agropecua-
ria, división político-administrativa y 
distritos electorales) no guardan nin-
guna relación entre sí, siendo muy 
difícil pretender administrar las ne-
cesidades de cada estructura en sí 
misma como en su relación con las 
otras tres, para encontrar las posi-
bles soluciones a sus necesidades de 
desarrollo.

La incoherencia existente entre es-
tas cuatro estructuras y la manera 
de operar de ellas en la región, no 
ayudan a resolver el problema arriba 
planteado por la OCDE, a saber, la 
necesidad de “una estructura sólida 
de gobierno regional, capaz de gene-
rar un marco coherente para el desa-
rrollo económico”.

Por ejemplo, los problemas que se 
suscitan con la administración de 
los recursos que van a las regiones 
desde el Gobierno Central, que son 
administrados por el Fondo Nacional 
de Desarrollo Regional. Al ser nor-
malmente condicionados y al no ha-
ber una coherencia entre el territorio 
geográfico y productivo y su delimi-
tación administrativa, éstos recursos 
─al existir un proyecto específico que 
demande financiamiento─ deberán 
presentarse simultáneamente en las 
dos o tres provincias involucradas 
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Recientemente2, la subsecretaria del 
Ministerio de Economía, Katia Tru-
sich, de la actual administración con 
ocasión de la cena anual de la Cáma-
ra Nacional de Comercio manifestó 
que:

“ (…) el crecimiento económico 
está basado en una estructu-
ra primaria exportadora, donde 
el cobre representa un 60% del 
total de nuestros envíos. Esta 
situación debe cambiar, porque 
los rendimientos de las inversio-
nes mineras son cada vez mas 

2	 (http://impresa.elmercurio.com/
Pages/NewsDetail.aspx?dt=2014-
06-20&dtB=22-06-2014%20
0:00:00&PaginaId=1&bodyid=2)

2. La centralización en Chile

En Chile desde hace ya tiempo se 
escuchan voces que propugnan su-
perar la actual etapa de desarrollo e 
iniciar una nueva etapa, donde el de-
sarrollo basado en exportaciones de 
materias primas dé paso a un desa-
rrollo con más valor agregado basa-
do en la generación de conocimiento 
enfrentando así un desarrollo más 
inclusivo y sustentable. 

Cuadro. Gráfico comparativo regional
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de-composición y re-composición 
de viejos sistemas urbanos y una 
ascendencia de nuevos polos de 
desarrollo, de corredores de desarrollo 
y el decaimiento de otros, donde… 
si pensamos el ordenamiento del 
territorio como una puesta en escena 
integralmente sustentable, donde 
al menos se conjugan los aspectos 
medioambientales, de producción 
de energía y de eficiencia energética, 
los socioculturales y los económicos 
productivos, se nos presenta una 
debilidad. 

En Chile hasta el año 73 la planifi-
cación espacial del territorio (ODE-
PLAN) estuvo muy marcada por las 
condiciones de ese momento histó-
rico ─industrialización, desarrollis-
mo y proteccionismo─ y se recurrió 
mucho a las ideas más avanzadas de 
esa época3. La planificación fue muy 
acuciosa, basada en las condiciones 
objetivas de cada región, muy parti-
cipativa, con muchos actores socia-
les, y avanzaba a una propuesta de 
re-regionalización. La regionalización 
implementada en el gobierno autori-
tario de Pinochet se basó mucho en 
estos estudios que hizo ODEPLAN 
pero sin considerar en sus decisio-
nes a aquellos actores que hacen uso 
de los espacios o aparatos adminis-
trativos; por lo tanto las decisiones 
provenían de saberes tecnocráticos 
hegemonizados y se apartaban de los 
intereses y necesidades de los acto-
res anteriormente mencionados, que 
es en quienes recaen en definitiva las 
consecuencias de las decisiones ba-
sadas en un fundamento ideológico. 

3	 Ver http://old.clad.org/portal/
publicaciones-del-clad/revista-clad-
reforma-democracia/articulos/002-
julio-1994/0023200.pdf

decrecientes”. Continuó dicien-
do que “estamos llegando al fi-
nal de un ciclo económico que 
nos obliga a cambiar nuestra 
matriz productiva, incorporando 
más valor agregado y un mayor 
grado de sofisticación a nuestra 
producción de bienes y servi-
cios”.

De alguna manera esto supone rea-
lizar cambios en el actual estado de 
nuestro ordenamiento territorial, so-
cial y económico. 

Para algunos, la etapa de gran cre-
cimiento económico sin equidad es-
taría en su fase terminal y merecería 
reformularse de manera socialmente 
inclusiva para lograr sustentabili-
dad. De este modo se señala que a 
pesar del estadio de desarrollo en que 
se encuentra el país, tenemos que el 
concepto de uso múltiple sostenido 
en el territorio, más allá de sus lími-
tes urbanos y su hábitat, han estado 
ausentes del debate. Se tiene que en 
la actualidad predomina la especia-
lización del uso de la tierra, la glo-
balización, la economía agraria y el 
negocio agrícola e inmobiliario.

Así tenemos que la formación 
de las grandes aglomeraciones 
urbanas es valorada pues tiene 
ventajas comparativas para la 
atracción de inversiones nacionales 
e internacionales (Carmona & Toledo 
Silva 2003), las cuales adquieren 
varias formas según su desarrollo 
histórico y fuerzas que las promueven, 
con impactos en la geografía ecológica 
y el territorio, produciendo tensiones 
en las estructuras administrativas y 
político electorales. Se produce una 
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mercado de capitales que permitiría 
un clima de emprendimiento genera-
lizado. 

Desde los 80 la globalización se ha 
convertido en el paradigma teórico 
que involucra una serie de conceptos 
que fomentan y tratan de explicar las 
actuales complejas relaciones econó-
micas, espaciales y funcionales don-
de los históricos límites geográficos, 
administrativos y sociales se diluyen 
yendo más allá de los bordes de cada 
ciudad individual y proyectándose y 
traspasando regiones y bordes na-
cionales hasta hacerse globales. Esto 
tiene características cuya valoración 
resulta difícil de evaluar y escapa al 
propósito del presente artículo. Solo 
diríamos que posee aspectos positi-
vos y negativos.

Frente a este fenómeno, luego del re-
torno de la Democracia en 1990, en 
los aparatos de estado, la multifun-
cionalidad en la gestión sigue ausen-
te e implica que en la actualidad, la 
resolución de los requerimientos de 
planificación del territorio, sólo se 
llevan a cabo desde un sector minis-
terial, sin coordinación con sus otros 
pares y sólo desde lo urbano, donde 
los municipios no intervienen en la 
ordenación del espacio que está más 
allá de esos límites (Gastó 2002). 

De este modo, con razón se señala 
que… múltiples experiencias produc-
tivas en el territorio, han demostra-
do que la falta de regulaciones en el 
uso del suelo rural, hacen que Chile 
presente importantes carencias es-
tructurales para conseguir un proce-
so de desarrollo sostenible adecuado 
a las necesidades del siglo XXI (Itu-

Este fundamento, según el geógrafo 
británico David Harvey en su Breve 
Historia del Neoliberalismo, no tenía 
otro propósito que restaurar un con-
trol de clase, sobre el estado y la eco-
nomía, cuestión que se había perdido 
en el mundo a raíz de las políticas 
económicas de inspiración keynesia-
na implementadas luego de la Gran 
Depresión de los años 30. Gérard 
Duménil y Dominique Lévy, tras una 
cuidadosa reconstrucción de los da-
tos existentes, han concluido que la 
neoliberalización fue desde su mismo 
comienzo un proyecto para lograr la 
restauración del poder de clase(pag. 
22) de David Harvey en su Breve His-
toria del Neoliberalismo4.

Según otros, como Gabriel Salazar, 
el propósito habría sido reinstalar un 
modelo abierto al comercio externo 
—integración hacia afuera en contra-
posición a la integración hacia aden-
tro— caracterizado por la importación 
de manufacturas y la exportación de 
materias primas con prescindencia 
de la industrialización local, mode-
lo histórico en Chile desde tiempos 
coloniales. (Ver cap II pags. 125-177 
de Gabriel Salazar y Julio Pinto en 
su Historia Contemporánea de Chile 
I. Estado, Legitimidad, Ciudadanía). 
Para sus mentores, al menos en lo 
que respecta a sus declaraciones, su 
propósito fue potenciar un desarrollo 
basado en las ventajas comparativas 
nacionales —cuestión que supues-
tamente permitiría descentralizar— 
simultáneamente que se creaba un 

4	 https://derechoterritorio.files.
wordpress.com/2014/09/breve-
historia-del-neoliberalismo-_-david-
harvey-espac3b1ol.pdf).
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pación del territorio (Werner & Zúñiga 
1995: 7). La disparidad también se 
plasma en una de las herramientas 
de compensación territorial existen-
tes, en particular, en el caso del Fon-
do Nacional de Desarrollo Regional 
(FNDR) pues su distribución, sobre 
todo a partir del año 2006, ha privi-
legiado progresivamente a la Región 
Metropolitana. Ésta aumentó su par-
ticipación en un 160% mientras que 
el resto de las regiones sólo lo hizo 
en un 44%, y esto fundamentalmen-
te debido al criterio de la existencia 
en ellas de población en condiciones 
de pobreza e indigencia (Aroca 2009, 
citado en Pérez et al. 2013: 5).

Esta tradición centralista de Chile 
—tan arraigada culturalmente y que 
atraviesa transversalmente el espec-
tro político nacional— está sustenta-
da por algunos líderes, situación gra-
ficada por Esteban Valenzuela (2015, 
página 236) cuando señala… que ven 
la nación homogénea encarnada en 
un súper Poder Ejecutivo en la presi-
dencia y el gobierno central, reforza-
do por la dictadura y su instituciona-
lidad, el que ha sido asumido por la 
Concertación tanto en el centralismo 
como en el poco poder parlamentario 
y regional.

Atendiendo a estas carencias en la 
integración territorial, el segundo Go-
bierno de Michel Bachelet, en el año 
2014 instauró una Comisión para la 
Descentralización, en cuyo informe 
final se propone —entre otras mate-
rias— que para la creación, modifica-
ción o fusión de comunas debe haber 
procedimientos que aseguren la ra-
cionalidad de la intervención admi-
nistrativa, así como la participación 

rriaga 2003: 7). Por su parte, el Plan 
Regional de Ordenamiento Territorial 
(PROT) que se ha tratado de instalar 
desde la SUBDERE, está estrecha-
mente vinculado con las Estrategias 
Regionales de Desarrollo a largo pla-
zo. En conjunto constituyen la visión 
del desarrollo regional deseado, don-
de el PROT refleja en forma textual 
y, en parte, cartográfica, el orden y 
la estructura territorial correspon-
diente de los objetivos de desarrollo 
definidos en la Estrategia Regional 
(SUBDERE 2010). Esto no articula 
en definitiva la sustentabilidad del 
territorio pues no se integran de ma-
nera efectiva los aspectos económi-
cos, sociales y medio ambientales.

La situación expuesta ha fomentado 
la concentración funcional de capa-
cidades haciendo posible la creación 
de espacios privilegiados en oposi-
ción a la gran mayoría de la pobla-
ción viviendo en áreas escasamente 
conectadas que perpetúan la exclu-
sión social, las bajas plusvalías, y la 
destrucción del medioambiente por la 
instalación no planeada de sistemas 
productivos contaminantes tenién-
dose en consecuencia que el proble-
ma de fondo es la centralización del 
país. Se debe tener presente que la 
Región Metropolitana, que represen-
ta sólo el 2% del territorio nacional, 
actualmente concentra más del 40% 
de la población; casi el 48% del PIB 
nacional y alrededor del 80% de las 
captaciones y colocaciones bancarias 
(Pérez et al. 2013: 5). 

De esta manera se tiene que en la ac-
tualidad es el mercado el que está to-
mando las decisiones sobre el uso del 
suelo, definiendo los patrones de ocu-
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co, podemos señalar como ejemplos 
prácticos, la gestión territorial euro-
pea, con su perspectiva de coordina-
ción entre actores, coherencia con 
las vocaciones del territorio y partici-
pación ciudadana en los programas 
Smartlands ─o Territorios inteligen-
tes─ y los Programas Leader y Lea-
der Plus los cuales son de naturaleza 
integradora y sustentable.

De esta manera podemos distinguir 
─entre los ejemplos exitosos que se 
han aplicado para mejorar situa-
ciones similares a la que aquí nos 
convoca─ al programa LEADER. Su 
denominación es un acrónimo en 
francés “Liaisons Entre Actions de Dé-
veloppement de l’Economie Rurale”, 
traducible como Vínculos Entre Ac-
ciones de Desarrollo de la Economía 
Rural. Este modelo exitoso, que se ha 
desarrollado en los últimos 40 años 
en la Unión Europea, ha pasado por 
tres etapas importantes con el fin de 
atender las zonas rurales más atrasa-
das (Olevera et al. 2009). A propósito 
de este ejemplo exitoso, la Asociación 
Europea para la Información sobre el 
Desarrollo Local (AEIDL) señala que 
la iniciativa LEADER plantea… siete 
elementos clave para lograr el desa-
rrollo rural (Olevera et al. 2009: 22): 

1.	enfoque territorial,
2.	enfoque ascendente,
3.	enfoque asociativo con grupos de 

acción local (GAL),
4.	enfoque hacia la innovación,
5.	enfoque integrado y multisectorial,
6.	formación de redes de comunica-

ción y 
7.	fuentes de financiación 

de la ciudadanía involucrada y dan-
do especial atención a situaciones 
que revisten alguna particularidad. 
Todo esto para justificar la propuesta 
a la cual se le debe adicionar el pro-
nunciamiento de la institucionalidad 
democrática territorial tanto de los 
gobiernos locales como regionales. 
La participación ciudadana se debe 
garantizar tanto a través de las or-
ganizaciones sociales, como de la vía 
directa de la consulta ciudadana por 
medio de plebiscitos que democráti-
camente establezcan la voluntad de 
efectuar los cambios de los órdenes 
territoriales propuestos (Descentrali-
zación y Desarrollo Regional, Comi-
sión Asesora. 2014, página 33).

Así tenemos que es del lugar de don-
de nacen, crecen, viven y trabajan la 
mayoría de los chilenos, es que de-
pende en buena medida su calidad 
de vida y no de sus capacidades y 
esfuerzo. La generación de oportuni-
dades para desarrollarse se densifica 
en unos pocos territorios teniéndose 
que los niveles de bienestar a los que 
pueden acceder los residentes, son 
muy diferentes de un lugar a otro del 
país “(Berdegué 2013)”.

3. Modelos alternativos, 
ejemplos exitosos

Respecto a modelos alternativos, la 
Carta Europea (Pujadas & Font 1998) 
nos da una perspectiva de base que, 
bajo nuestro prisma, podemos iden-
tificar en el objetivo definido como: 
Diseño y difusión de formas apro-
piadas de gestión pública y privada 
(Gómez-Orea 1994: 12). En específi-
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De tal manera que, es importante 
plantear como se indica en los Fun-
damentos para una propuesta de 
desarrollo territorial equitativo… la 
necesidad de pasar al plano de las 
propuestas, esto es, articular una vi-
sión y un conjunto de propuestas que 
respondan a un nuevo paradigma del 
desarrollo territorial, un nuevo acuer-
do social nacional que permita satis-
facer el anhelo largamente posterga-
do de un desarrollo auténticamente 
inclusivo a nivel territorial. Esta es la 
tarea a futuro. Éste uno de los princi-
pales desafíos que como sociedad de-
bemos abordar (Pérez et al. 2013: 8).

4. Una propuesta

Si bien nos parece arriesgado cerrar 
este artículo planteando una solu-
ción, así también nos parece que 
no resulta presentable al menos no 
intentar algo en esa dirección. Par-
tiremos señalando que solo como re-
sultado de una investigación —cree-
mos— podríamos plantear algo. Pero 
eso no nos impide desde ya, abrir un 
espacio de reflexión sobre el cómo 
hacerla y sus posibles hipótesis.

Un objetivo general en esta materia 
podría ser constituir un catastro que 
nos permita conocer el conjunto de 
acciones existentes de las institucio-
nes públicas y privadas a nivel co-
munal y provincial vinculadas a la 
iniciativa de desarrollo de la Región 
de O´Higgins, para optimizar los pro-
cesos de uso de los recursos físicos 
geográficos, productivos, administra-
tivos y sociales de manera integral e 
inclusiva.

Esta perspectiva integradora y exito-
sa nos permite destacar la implemen-
tación de esta iniciativa LEADER en 
cinco territorios de México, aplican-
do los siete elementos antes citados, 
a partir de los cuales se validan los 
fundamentos de esta iniciativa, otor-
gando un nuevo enfoque de desarro-
llo basado en el aprendizaje social 
compatible con los cuatro ejes defi-
nidos en la Ley de Desarrollo Rural 
Sostenible de México para conseguir 
un enfoque integrando un desarrollo 
de lo económico, del capital físico, del 
capital humano y del capital social, 
constituyendo un modelo exitoso de 
abordar el desarrollo rural basado en 
un enfoque territorial, la creación de 
estructuras de gobierno locales par-
ticipativas y una gestión descentrali-
zada. (De los Ríos-Carmenado et al. 
2011).

A partir de la experiencia desarrolla-
da en el contexto europeo, se seña-
la que, Tres ideas matrices guían la 
ordenación del territorio (Gómez-Orea 
1994: 8): 

1.	Proporcionar las oportunidades 
mínimas que posibiliten la conse-
cución de una adecuada calidad 
de vida para toda la población y en 
todo el territorio.

2.	Conservar y desarrollar los funda-
mentos naturales de la vida (biodi-
versidad).

3.	Mantener a largo plazo el poten-
cial de utilización del suelo y los 
recursos que contiene.
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en el conjunto de asociaciones 
existentes de todos los sectores 
(empresarial, laboral, público, pri-
vado, político, productivo, cultu-
ral, deportivo, etc.), de modo que 
su representación en las acciones 
existentes por parte de institu-
ciones públicas y privadas a ni-
vel comunal, provincial y regional 
permita optimizar al máximo su 
representación de modo de fomen-
tar su desarrollo integral e inclusi-
vo.

5.	Desarrollar propuestas de cambio 
que integran de manera inclusiva 
y eficiente el conjunto de acciones 
e iniciativas públicas y privadas 
vinculadas al uso de los recursos 
físico-geográficos, procesos pro-
ductivos, recursos y estructuras 
administrativas y acciones de la 
sociedad civil para el desarrollo de 
la región de O´Higgins en miras a 
la calidad de vida de sus habitan-
tes.

Realizado este catastro, sobre esa 
base construir una propuesta, des-
de la perspectiva de las estructuras 
administrativas del estado, de un 
Ordenamiento Territorial (OT) —algo 
propio de la función pública— la cual 
atiende los requerimientos de es-
tablecer una ordenanza del uso del 
suelo en beneficio del bien común, 
a diferencia de lo que ocurre actual-
mente con los PROT que son herra-
mientas de análisis y sugerencias, 
pero no constituyen un instrumentos 
normativo de OT. No creemos sano 
que se carezca de un instrumento de 
tales características pues su inexis-
tencia supedita al territorio a intere-
ses parciales, sean éstos individuales 

Este catastro estaría compuesto de 
cinco objetivos específicos que po-
drían ser:

1.	Describir y evaluar las acciones 
existentes por parte de institu-
ciones públicas y privadas a nivel 
comunal, provincial y regional, 
vinculadas al uso de los recursos 
físicos geográficos de la región en 
especial de las cuencas hidrográ-
ficas y del área de desplazamiento 
del recurso hídrico hacia el mar 
dada su cada vez mayor escasez, 
relevancia e irregular comporta-
miento.

2.	Describir y evaluar las iniciativas 
tendientes a optimizar los procesos 
productivos existentes y potencia-
les, de modo que las acciones exis-
tentes por parte de instituciones 
públicas y privadas a nivel comu-
nal, provincial y regional permitan 
optimizarlos al máximo en un de-
sarrollo integral e inclusivo.

3.	Describir y evaluar las iniciativas 
tendientes a optimizar el uso del 
conjunto de recursos y estructu-
ras administrativas del estado en 
sus diferentes niveles (regional, 
provincial y comunal) de modo que 
las acciones existentes por parte 
de instituciones públicas y pri-
vadas en estos diferentes niveles 
permitan optimizarlos al máximo 
en un desarrollo integral e inclusi-
vo del territorio que tienen bajo su 
administración.

4.	Describir y evaluar las iniciativas 
tendientes a optimizar el accionar 
de la sociedad civil en sus diferen-
tes expresiones, desde su repre-
sentación formal en la estructura 
de los distritos electorales como 



155

deviene en una mayor racionalidad y 
pertinencia que las miradas sectoria-
les. El único ente que podría asumir 
esta tarea es algún organismo del es-
tado probablemente ya existente para 
evitar burocracias excesivas. Esta si-
tuación se produce debido a que la 
mirada sectorial de los problemas y 
la falta de perspectiva espacial de los 
mismos, producen problemas que se 
pueden solucionar por medio de un 
enfoque global, de amplia cobertura 
espacial y sistémica de la ordenación 
territorial. Esto se basa en que como 
todo sistema, el territorial precisa de 
mecanismo de regulación y control; 
teniéndose que dichas funciones co-
rresponden al sistema de planifica-
ción y gestión que están implicadas 
en la ordenación territorial como pro-
ceso (Gómez & Gómez 2012: 29-88).

La percepción de esta problemática, 
como se señala más arriba, se da en 
la existencia de sectores conflictivos 
entre sí, donde se visualizan pugnas 
entre el interés público y el privado, 
entre diferentes intereses privados, 
así como las diferencias entre la mi-
rada local con los intereses globales 
que están más allá de los territorios 
debido a sus particularidades que 
configuran redes que lo hacen en-
trar en competencia como territorio 
en la mencionada globalidad (Albur-
querque & Dini 2008) ...situación que 
desemboca en un problema de des-
equilibrio territorial, ya que mientras 
en unas áreas se concentra la pobla-
ción hasta el paroxismo, en otras, se 
producen desiertos poblacionales en 
(Gómez 1994: 9-12):

o de grupo. Su existencia permitiría 
incentivar los requerimientos de cre-
cimiento espontáneo de las activida-
des humanas, principalmente con el 
propósito de evitar las consecuencias 
indeseadas para la sustentabilidad 
de los territorios, como lo son un uso 
impredecible del mismo, el cual po-
dría afectar la calidad de vida para 
sus habitantes. 

Actualmente nuestros instrumentos 
de planificación presentan una dé-
bil visión prospectiva, entendiéndose 
ésta como la anticipación al servicio 
de la acción, (Godet & Durance 2011) 
además consideran aún una escasa 
participación social.

Por este motivo es menester desarro-
llar una línea conductora de la ges-
tión de los territorios, la cual tenga 
como función en primer lugar ase-
gurar el bien común como base para 
una mejor y más equitativa calidad 
de vida de sus habitantes. 

Desde esta perspectiva se hace ne-
cesario proponer el uso múltiple del 
territorio, lo que implica superponer 
actividades que sean compatibles 
temporalmente y espacialmente, de 
manera tal que se permita la interac-
ción y cercanía de las compatibles y 
desvincular espacialmente aquellas 
actividades incompatibles.

El Ordenamiento Territorial que se 
requiere es el que adopta un enfoque 
global y sistémico en lo temático, de 
gran amplitud para que integre un 
modelo conjunto las miradas econó-
micas, sociales, políticas, adminis-
trativas y físico-naturales. Aún cuan-
do conseguir y gestionar este enfoque 
integrador resulta más difícil, este 
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Para lograr lo anterior es que se pro-
pone la actuación en los cuatro ám-
bitos señalados, esto es optimizar el 
conjunto de recursos: físico-geográ-
ficos, procesos productivos existen-
tes, estructuras administrativas del 
estado en sus diferentes niveles ─re-
gional, provincial y comunal─ (Ortiz 
2003) junto con el accionar de la so-
ciedad civil en sus diferentes expre-
siones, desde su representación for-
mal en la estructura de los distritos 
electorales como en el conjunto de 
asociaciones existentes de todos los 
sectores (empresarial, laboral, públi-
co, privado, político, productivo, cul-
tural, deportivo, etc.).

Todo esto con el fin de identificar y 
elaborar iniciativas tendientes a op-
timizar el uso de los recursos físicos 
y geográficos, productivos, adminis-
trativos y sociales, re-significando la 
coherencia de la instancia provincial 
como una instancia intermedia ─que 
agrupa comunas con vocación se-
mejante─ coherente multifuncional-
mente, ubicada entre las comunas 
(unidad básica local) y la región (uni-
dad territorial con niveles significati-
vos de autonomía) que tiene clara su 
vocación y mirada sobre los procesos 
de un desarrollo integral e inclusivo. 
Se ha tomado el territorio de la Re-
gión de O´Higgins, propulsando una 
mirada innovadora para el desarrollo 
y el crecimiento equilibrado (Boisier 
2007) buscando a futuro —eventual-
mente— poder aplicarla en otras re-
giones del país.

1.	Impactos ecológicos y paisajísticos 
debido a localizaciones incompati-
bles con el medio.

2.	Despilfarro de recursos naturales, 
tanto por falta como por exceso de 
actividad.

3.	Ignorancia de los riesgos naturales 
en la localización de las activida-
des.

4.	Enfoque sectorial de los problemas. 
5.	Descoordinación entre organismos 

públicos del mismo rango y entre 
distintos niveles administrativos.

Esto incide en que no se conjugan ni 
articulan los aspectos medioambien-
tales, los económicos productivos y 
los socioculturales, lo que termina 
por generar la existencia de desequi-
librios territoriales, un uso inapro-
piado de los recursos naturales, la 
instalación de actividades sin consi-
deración de los riesgos naturales y la 
ausencia de la multifuncionalidad.

Por lo que el Ordenamiento Territo-
rial debe fundamentarse principal-
mente, en regular un uso adecuado 
del suelo que lo configura a partir de 
un aprovechamiento económico co-
herente, amalgamado a su configu-
ración geográfica, cuidado del medio 
ambiente y recursos energéticos, en-
cauzar la equidad social y preservar 
sus patrimonios tangibles e intangi-
bles poniendo en valor su identidad. 
Con no menos de esto podríamos te-
ner territorios integralmente susten-
tables.
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Para terminar, no podemos dejar de 
señalar que es fundamental la incor-
poración de los saberes provenientes 
de la sociedad civil y grupos de in-
terés (stakeholders) estrechamente 
vinculados con las consecuencias de 
las decisiones sobre el Ordenamien-
to Territorial. Ellos entregarán una 
perspectiva distinta al saber pro-
piamente técnico y administrativo, 
lo que permitirá incluir a actores no 
estatales en cuestiones de Estado, 
reivindicando la necesidad de incluir 
agencias y redes externas a los en-
tramados de poder (López y Gómez, 
2008) sobre los cuales se han cons-
truido en Chile ciertas decisiones res-
pecto de ordenamiento territorial█
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Introducción

Lo que hoy conocemos como 
derecho a la ciudad tiene las 
raíces muy profundas y el 
tronco cubierto de viejas ci-

catrices y heridas recientes. Heridas 
y cicatrices causadas por los desen-
cuentros entre dos historias: la his-
toria de los que quieren vivir y hacer 
negocio en la ciudad y la historia de 
los que quieren hacer negocio con la 
ciudad. Unos planifican y construyen 
el medio físico en el que otros cons-
truyen la vida y, propiamente, la ciu-
dad. Este texto quiere ser una mira-
da hacia atrás para reflexionar sobre 
el lugar en el que nos encontramos, 
sus problemas y sus expectativas. 

Casi todo comienza con la Revolu-
ción Francesa. Las revoluciones son 
los pilares que sustentan la estruc-
tura sobre la que se ha ido constru-
yendo la historia contemporánea en 
el mundo occidental: revolución po-
lítica, industrial, burguesa, obrera, 
científica, social, cultural. La ciudad, 
marco casi único de todas ellas, no 
podía salir indemne de ese proceso, 
ya que después de una revolución, 
aunque se pierda, nada vuelve a ser 
como antes; ni siquiera el escenario.

No puede decirse que todas las re-
voluciones obedezcan a una misma 
causa, pero sí que hay procesos sub-
yacentes comunes que alimentan y 
condicionan su desarrollo. Los fac-
tores que impulsaron la revolución 
industrial —que habría de cambiar 
desde las pautas más triviales hasta 
las concepciones más profundas de 
las relaciones sociales, económicas, 
políticas o culturales— impregnaron 

todas las convulsiones que, simultá-
nea o sucesivamente, se fueron desa-
rrollando a lo largo de los dos últimos 
siglos. 

Durante el largo y complejo proceso 
de la revolución industrial, gran nú-
mero de ciudades, en Europa, deja-
ron de ser plazas fuertes y mercados 
y pasaron a ser lugares de produc-
ción y acumulación de capitales. Se 
llenaron de fábricas, y las fábricas 
se llenaron de personas venidas de 
lejos, que difícilmente encontraban 
acomodo en los estrechos límites 
marcados por los muros defensivos. 
A mediados del siglo XIX, algunos 
grupos sociales habían tomado con-
ciencia del deterioro a que se había 
llegado, dentro de esos recintos amu-
rallados, en lo que hoy llamaríamos 
calidad de vida. La producción in-
dustrial descansaba cada vez menos 
en los pequeños talleres familiares 
—que eran a la vez unidad de pro-
ducción y base de la unidad familiar 
extensa—, mientras las fábricas que 
empleaban a gran número de asala-
riados iban siendo más numerosas. 
Este proceso facilitaba la desarticu-
lación de la familia extensa, reunida 
en torno al dueño del taller, en favor 
de la familia nuclear. Para albergar a 
este mayor número de familias, cada 
casa se había ido dividiendo hasta el 
máximo de sus posibilidades. La al-
tura de los edificios continuaba au-
mentando, a pesar de las ordenanzas 
que intentaban limitar el crecimiento 
en altura. 

Fábricas y viviendas debían compar-
tir un espacio que, por su escasez, 
se había transformado en mercancía. 
La especulación, ya muy presente al 
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Pero el higienismo, por sí solo, no hu-
biera podido desencadenar las gran-
des reformas urbanísticas si no hu-
biera ido acompañado por otros dos 
importantes factores. En primer lu-
gar, por una fuerte inquietud, temor 
o pánico —según el momento o el lu-
gar— de las clases dominantes ante 
la posibilidad de revoluciones prole-
tarias, que encontraban un campo 
abonado en los densos e insalubres 
barrios obreros. Ello condujo al giro 
conservador de una burguesía que, 
ella también, había sido revoluciona-
ria. 

Pero, por otra parte, ese temor a la 
revolución despertó la preocupación 
de la burguesía por encabezar las ne-
cesarias reformas urbanas y sociales 
que —sin comprometer su hegemo-
nía, o más propiamente, garantizán-
dola y ampliándola— mejoraran las 
condiciones de vida de los obreros, 
creando barrios más saludables, an-
ticipándose a las exigencias de un 
proletariado cada vez más organiza-
do. Al mismo tiempo, esas reformas 
deberían generar las condiciones ne-
cesarias para la división de los obre-
ros entre aquellos susceptibles de 
ser absorbidos e integrados en el sis-
tema productivo y los irreductibles 
utópicos que, decían, solo buscaban 
la destrucción de la sociedad. Aque-
llos debían ser incorporados median-
te el adoctrinamiento en los valores 
religiosos, la “sana emulación”, el 
paternalismo y la exaltación de la 
propiedad legítimamente conseguida 
mediante el trabajo y el ahorro; es-
tos, condenados a la marginalidad y 
la desintegración social, cuando no 
convertidos en objeto de la más dura 

menos desde el siglo XVIII, se había 
convertido en una importante fuente 
de beneficios tanto para la burgue-
sía, que invertía una buena parte de 
sus ganancias en negocios inmobilia-
rios, como para la aristocracia, que 
en esta época se deshizo de casi todo 
su patrimonio.

Por otra parte, los inconvenientes 
producidos por el elevado número 
de manufacturas tradicionales, que 
expelían sustancias insalubres o, 
cuando menos, muy desagradables 
y molestas, se habían agravado con 
la introducción de los “vapores”. No 
se había demostrado científicamente 
la inocuidad o no de las exhalaciones 
emanadas de las máquinas de vapor, 
aunque, como casi siempre que se 
trata de algo nuevo, se le atribuían 
las peores propiedades. A la falta de 
condiciones físicas para la ventila-
ción y eliminación de humos, gases 
y partículas se unían las dificultades 
para el abastecimiento de aguas po-
tables y para el desalojo de las resi-
duales, circunstancias idóneas para 
la propagación de epidemias. 

En estas duras condiciones se desa-
rrollaba una creciente preocupación, 
en un primer momento entre los mé-
dicos, pero luego propagada entre 
los grupos más sensibles, acerca de 
la necesidad de introducir reformas 
que hicieran más saludable la vida 
en la ciudad. Nacía así la corriente 
higienista que impregnaría debates, 
memorias, informes, manifiestos, 
proclamas, reclamaciones y progra-
mas políticos durante casi todo el si-
glo XIX y parte del XX, y que habría 
de propiciar el desarrollo de toda una 
rama de la medicina, conocida como 
Higiene Pública.
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La higienización, la apertura o el en-
sanchamiento de las vías públicas y 
la provisión de servicios básicos (es-
tablecimiento de redes de agua pota-
ble y de alcantarillado, suministro de 
gas para el alumbrado doméstico y 
público) fueron causa de los prime-
ros proyectos de reforma interior en-
caminados a hacer las ciudades más 
saludables y cómodas. La presión so-
bre el suelo en manos muertas, ma-
nifestada a veces con gran violencia, 
provocó la desamortización de terre-
nos que, aunque en la mayoría de los 
casos fueron a engrosar el patrimonio 
de burgueses y especuladores, posi-
bilitó también la creación de espacios 
y equipamientos públicos —plazas, 
mercados, escuelas—. La alineación 
de fachadas en unas calles más am-
plias revalorizaba las viviendas en 
las zonas intervenidas y su entorno, 
obligando a los menos favorecidos a 
buscar otros lugares donde vivir: en 
este sentido, la higienización y el em-
bellecimiento eran causa de una cre-
ciente segregación.

Estas actuaciones requirieron la ne-
cesidad de elaborar ordenanzas que 
regularan todas las acciones que, de 
alguna manera, incidieran tanto en 
la morfología como en el normal de-
sarrollo de la vida ciudadana. No solo 
se regulaba la manera de intervenir el 
espacio físico, sino que se ponía tam-
bién de manifiesto aquella inquietud 
de la burguesía ante la posibilidad de 
alteraciones del orden. Ya en 1835, 
en un informe (ASEBAP, 1835) sobre 
la necesidad de crear nuevas plazas 
en Barcelona, se decía:

represión. A conseguir estos fines de-
bería estar encaminada la configura-
ción de la ciudad industrial.

El segundo factor sería el fuerte de-
seo de embellecer la ciudad, de ha-
cerla no solo más sana, sino tam-
bién más adecuada a los gustos de 
las nuevas clases adineradas; una 
ciudad atractiva para los posibles in-
versores y en la que la presencia de 
los elementos simbólicos de la nueva 
clase dominante fuera bien patente. 
Este impulso era claramente percep-
tible ya en las primeras décadas del 
siglo XIX (apertura y ornamentación 
de plazas, ensanchamiento de calles, 
alineación de fachadas) y muy osten-
sible en la segunda mitad del siglo, 
especialmente tras las actuaciones 
de Haussmann en París.

En el caso de Chile, país expuesto 
permanentemente a riesgos sísmi-
cos, no debe olvidarse un tercer fac-
tor, los desastres naturales, que ha 
influido grandemente en los cambios 
en la urbanización, tanto en median-
te la reconstrucción como en las re-
formas preventivas.

La forma al servicio de la 
reforma

En este ambiente, se articularían dos 
modelos de desarrollo para el creci-
miento de la ciudad: la reforma in-
terior y la extensión urbana (ensan-
che); ya entrado el siglo XX, surgiría 
una nueva propuesta, la ciudad jar-
dín.
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Cualquiera de estas dos formas de 
extenderse la ciudad daba lugar a 
grandes movimientos especulati-
vos. Los propietarios de los terrenos 
—que pasaron de agrícolas a urba-
nos— y los agentes inmobiliarios, 
habitualmente muy bien representa-
dos en los órganos de gobierno local, 
obligaban con frecuencia a variar los 
planes para obtener mayor edificabi-
lidad y menos zonas ajardinadas, o 
los retrasaban a sabiendas de que el 
precio del suelo aumentaba muy rá-
pidamente (CAPEL, 2013, p. 89 y ss).

Una manera de actuar muy frecuen-
te entre los propietarios de suelo en 
las proximidades de las ciudades era 
la cesión o venta ventajosa a la ad-
ministración pública de parcelas ale-
jadas para la construcción de cuar-
teles, escuelas, manicomios y otros 
equipamientos. A cambio, parcela-
ban y urbanizaban los terrenos inter-
medios, que incrementaban su valor 
extraordinariamente. Tal es el caso, 
en Santiago de Chile, de la construc-
ción de los barrios Yungay y Brasil 
—entre la Quinta Normal y Santiago, 
en terrenos de la familia Portales—, 
del barrio Dieciocho, y tantos otros 
(RAMÓN, 2007, p. 139 y ss).

En cualquier caso, la complejidad 
de los agentes implicados —grandes 
y pequeños propietarios de suelo, 
constructores, inversionistas, admi-
nistración pública, ciudadanos— y 
de las expectativas de cada grupo, 
hizo inevitable la divergencia de in-
tereses y, a pesar de las leyes, regla-
mentos y ordenanzas, condicionó el 
desarrollo urbano en función de la 
resolución final de los conflictos.

“Además de la salud del pueblo 
que es una de las miras de la 
autoridad benéfica, hay razones 
políticas que aconsejan la ocu-
pación de las plazas con jardi-
nes, arbolados, fuentes, &c. Por-
que estos grandes espacios que 
son precisos para la ventilación 
y aumento de luz, pueden tam-
bién servir para reuniones que si 
bien son útiles en ciertos casos, 
pueden no serlo en otros. “Inte-
llegenti pauca”.

Otra forma de conducir el desarrollo 
de las ciudades fue mediante los en-
sanches. Ya no se trataba de esponjar 
los centros urbanos, sino de ampliar-
los, bien mediante la expansión por 
el territorio anexo, extendiendo las 
redes de infraestructuras y servicios, 
organizando redes de transporte (fe-
rrocarril, tranvías) y creando un tra-
zado que, con frecuencia, propiciaba 
la aparición de nuevas centralidades; 
o bien creando un espacio urbani-
zado de nuevo trazado que asumía 
las funciones residenciales, se cons-
tituía en escenario privilegiado para 
los proyectos y actuaciones de la 
burguesía y, con su trama ortogonal, 
permitía un desarrollo prácticamen-
te ilimitado. La vivienda en los nue-
vos barrios residenciales estaba solo 
al alcance de las clases acomodadas 
—que fueron abandonando el cen-
tro histórico— y obreros, jornaleros 
y menesterosos eran expulsados a la 
periferia —urbanización espontánea 
o suburbios obreros— o se alojaban 
en las zonas del centro abandonadas 
por la burguesía y en proceso de de-
gradación.
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estructuras económicas, sociales y 
culturales intensamente imbricadas, 
contemplando no solo el desarrollo 
futuro, sino también la integración 
de la herencia patrimonial. 

De la ciudad calculada al 
campo abierto

Comienza una nueva etapa para las 
ciudades, que coincide con la univer-
salización del uso de la electricidad y 
la generalización del automóvil. Eta-
pa que, dominada por el Movimiento 
Moderno, propone una división fun-
cional de la ciudad, que se fragmenta 
en barrios especializados y crea las 
llamadas “ciudades satélite”, barrios 
dormitorio para la clase obrera. Esta 
segregación de usos de suelo, que 
pretendía ser una solución urbanís-
tica, es, en realidad, un problema ur-
bano, ya que contribuye a aumentar 
la segregación social. Aquella com-
plejidad de la ciudad, presuntamen-
te asumida por los planificadores, 
resulta inabordable desde su propia 
perspectiva: lejos de considerar a los 
habitantes como ciudadanos y sus 
actividades, sus anhelos y la satis-
facción de sus necesidades como el 
mayor activo urbano, fueron consi-
derados por planificadores y agentes 
urbanos como obstáculos que dificul-
taban la planificación de la ciudad. 
Visión que, a pesar de los cambios 
culturales habidos en las últimas 
décadas, continúa dominando hoy 
en día entre las élites que controlan 
y gestionan el territorio y entre los 
cuerpos técnicos que les dan soporte.

Como tercer modelo, y ya en las 
puertas del siglo XX pero hundien-
do las raíces en antiguas ideas de 
una ciudad construida sobre bases 
nuevas —higienismo, ideal de la vida 
en la naturaleza, paternalismo bur-
gués— surge la idea de la ciudad jar-
dín; una ciudad construida de nuevo 
y sobre bases nuevas, en las que la 
presencia de la naturaleza era pre-
ponderante tanto en el diseño de las 
viviendas con jardín, como en el tra-
zado de calles y plazas. Pero lo que 
se había imaginado como un nuevo 
tipo de ciudad se quedó, en el mejor 
de los casos y salvo escasísimas ex-
cepciones, en una forma alternativa 
de extensión de la ciudad o creación 
de barrios y colonias para las clases 
medias.

Estos tres modelos de planificación 
—reforma interior, ensanche y ciu-
dad jardín—, que se circunscribían 
especialmente al trazado, se mos-
traron insuficientes para resolver 
los graves problemas que la impara-
ble evolución de las ciudades y sus 
periferias iba presentando: resituar 
las industrias, crear zonas verdes, 
dar acomodo a los nuevos servicios 
y equipamientos y, por encima de 
todo, satisfacer la creciente demanda 
de vivienda modesta que pudiera evi-
tar la marginalidad y la segregación 
de un crecimiento incontrolado en 
las periferias. Ante estas carencias 
comienza a gestarse una nueva idea 
de ciudad, más allá de una superfi-
cie sobre la que se van construyen-
do ordenadamente nuevos barrios. 
Se asume la necesidad de planificar 
para la totalidad compleja de la vida 
urbana, que no era solo la realidad 
física, sino también la articulación de 
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Por otra parte, el avance galopante 
del liberalismo económico veía en la 
planificación exhaustiva un podero-
so obstáculo para sus proyectos de 
intervención en el territorio, espe-
cial pero no únicamente en el terri-
torio urbano. Favorecida por poten-
tes grupos inmobiliarios, se inició 
una campaña de desprestigio de la 
planificación, que se asociaba a una 
caduca burocracia inoperante, mien-
tras se enaltecía la actuación rápi-
da y eficaz de iniciativas privadas de 
transformación urbana y se insistía 
en la pretendida inutilidad del límite 
urbano. En Chile, estos movimientos 
se concretan en la Modificación del 
PRIS (DS 420, 1979) y en la Política 
Nacional de Desarrollo Urbano (MIN-
VU, 1979), que liberalizaba el sue-
lo y dejaba el desarrollo urbano en 
manos del mercado (FERNÁNDEZ, 
2001, p.194).

Por otra parte, el ámbito corporativo 
de los arquitectos, que vio la oportu-
nidad de recobrar el protagonismo de 
la intervención en el diseño urbanís-
tico —perdido a manos de científicos 
sociales e ingenieros—, se sumó con 
entusiasmo a esa propuesta de ciu-
dad como espacio arquitectónico en 
el que se puede intervenir fragmenta-
riamente, para realizar en breve pla-
zo propuestas exitosas en la trans-
formación morfológica de espacios 
significativos (TERÁN, 2003). 

Este efecto inmediato de la 
transformación, con resultados 
generalmente muy atractivos, es 
también muy rentable desde el 
punto de vista de la acción política 
—un plan urbanístico a largo plazo 

Durante las décadas centrales del 
siglo XX, esta pulsión planificadora 
alcanzó sus mayores cotas de actua-
ción. En el caso de Chile, esta regula-
ción en la que preponderaba el papel 
planificador del Estado se plasma en 
el Plan Regulador Intercomunal de 
Santiago (PRIS), de 1960, que tan-
ta influencia tendría en la evolución 
urbana de Santiago. La ciudad era 
planificada, calculada hasta sus últi-
mos detalles, produciendo complejos 
estudios e inmensas bases de datos 
en los que se preveía y condicionaba 
su desarrollo futuro. La velocidad, la 
reducción del espacio físico, impul-
saban la creación de infraestructu-
ras y servicios rápidos (autopistas, 
teléfono por cable), facilitada por la 
abundancia de energía y por una 
creciente mentalidad tecnológica que 
todo lo impregnaba (HERCE, 2013). 
Todo se preveía, todo se calculaba; 
todo, excepto la imprevisibilidad del 
comportamiento de los grupos hu-
manos complejos. 

En efecto, fue en este ambiente pro-
gresivamente planificado en el que 
los ciudadanos comenzaron a orga-
nizarse para intervenir en la gestión 
de la ciudad, no sólo con motivo de 
reivindicaciones causadas por ca-
rencias, actuaciones o agresiones 
concretas, sino explicitando su in-
tención de intervenir en el diseño de 
una ciudad futura en la que los in-
tereses ciudadanos, la preservación 
del patrimonio, un medio ambiente 
saludable, espacio público de calidad 
y crecimiento sostenible se antepon-
gan a las dinámicas mercantilistas.
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marca ciudad —la ciudad como ne-
gocio— que pueda competir con otras 
marcas en la búsqueda de capitales 
que dinamicen la economía y, en un 
“motu perpetuo”, le permitan situar-
se de nuevo en mejores condiciones 
de competencia. Lógicamente, si es 
un negocio, debe gestionarse como 
un negocio, con criterios empresaria-
les por encima de los criterios políti-
cos. Los intereses de la empresa, que 
son los intereses de los que aportan 
los capitales, se sitúan por encima de 
los intereses y derechos de los ciuda-
danos. Lo que se nos presenta como 
pura gestión, es pura ideología y tie-
ne un nombre: city branding (SUT-
TON, 2013). 

Expectativas desde la 
situación actual

Una de las consecuencias historio-
gráficas más notorias de la revolu-
ción industrial es que hizo evidente 
el papel de la lucha de clases como 
motor del cambio social. Tras dos 
siglos de praxis económica liberal, 
se fue difuminando ese papel a fa-
vor de los procesos urbanizadores, 
como ya señaló Lefebvre hace casi 
medio siglo (LEFEBVRE, 1972). Ese 
desplazamiento fue una de las cau-
sas —junto con el desarrollo tecno-
lógico, el crecimiento de las clases 
medias, la violencia, física o “cultu-
ral”, de Estado contra las proletarias 
y la caída del bloque comunista— de 
la claudicación de la clase obrera, 
la pérdida de derechos individuales 
y el aumento de la desigualdad y la 
segregación; segregación social, en 
cuanto a las dificultades de acceso a 

no recoge frutos electorales en el 
corto período de una legislatura—, 
por lo que se trabajó a conciencia 
la adhesión a esta estrategia de una 
parte importante de los responsables 
urbanísticos de los gobiernos 
locales. Se cerraba así el círculo en 
que inmobiliarios, constructores, 
inversores y gestores monopolizaban 
el uso del territorio, dejando para 
los ciudadanos unas rígidas, vacías 
y ciegas vías de participación sin la 
menor posibilidad de intervenir en 
las decisiones que tan directamente 
le atañen.

Se enmarcan estos hechos en un 
contexto, el de los últimos años 80, 
en el que la tecnología había subver-
tido los cánones de los factores de de-
sarrollo. La informática y la telefonía 
móvil redujeron la distancia física; la 
localización cedía ante la conexión; 
la centralización, ante las redes. Se 
creaba un nuevo orden espacial en el 
que regían la dispersión y el derroche 
de recursos. El territorio se convierte 
en una mercancía sobre la que se in-
terviene según la rentabilidad de sus 
potencialidades: recursos, energía, 
suelo. La tierra recupera el valor pri-
mordial que había tenido hasta que 
en la revolución industrial cedió la 
primacía a los medios de producción, 
y se invierten enormes sumas en 
la compra de grandes extensiones. 
Todo ello en el ámbito de un mercado 
globalizado, fuera del control de los 
gobiernos nacionales. 

En estas circunstancias, ya durante 
la última década del siglo XX, la ciu-
dad se transforma para embellecer-
se y ofrecer un marco atractivo a los 
inversores internacionales. Se crea la 
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que mantienen una inercia, alimen-
tada por un tejido social vivo, dentro 
de la cual se desarrollan. Las épocas 
de transición, como la que estamos 
viviendo, han aportado histórica-
mente crisis en el modelo de ciudad. 
Decíamos más arriba, a propósito de 
los excesos en la planificación, que 
hay comportamientos de los grupos 
humanos que resultan imprevisibles; 
una ciudadanía crítica y movilizada 
puede romper esa inercia y propo-
ner otros modelos, no sólo de ciudad, 
sino también de sociedad. Pero hay 
varios obstáculos tan fáciles de iden-
tificar como difíciles de superar. De 
entre ellos, mencionaremos aquí so-
lamente tres: la corrupción del len-
guaje, el miedo y el papel del Estado.

El primero de ellos es la corrupción 
del lenguaje. No se puede avanzar en 
el debate ni profundizar en la críti-
ca con palabras y conceptos huecos. 
Y ha habido un empeño sistemático 
en vaciar de contenido los conceptos 
que más nos importan, haciendo de 
ellos un uso frívolo, cuando no ter-
giversado. Pero también sucede lo 
contrario. Para difuminar la visión 
de lo que está a la vista y es difícil 
de asumir, de la violencia y la injus-
ticia de la realidad social, se crean 
términos y juicios que, debidamente 
ilustrados, son masivamente difun-
didos y van imponiendo una visión 
del mundo que presenta una ima-
gen eufemística e intencionadamente 
distorsionada de la realidad. Se aso-
cia la violencia con la justicia o con el 
terrorismo, según quien la ejerce; la 
utilidad con la belleza o con la feal-
dad, según quien obtiene el benefi-
cio; la crítica, con la ciencia o con el 
radicalismo antisistema, según qué o 
quién sea el objeto de la crítica.

la educación, la sanidad, la cultura o 
el ocio; segregación espacial, al vivir 
en barrios con escasez o carencia de 
infraestructuras, transporte públi-
co y demás servicios y equipamien-
tos; segregación temporal —podría 
calificarse de vital—, puesto que el 
alejamiento de los centros de traba-
jo, los largos desplazamientos y las 
extendidas jornadas laborales dejan 
apenas unas horas para el descanso 
nocturno.

En la transición de la era industrial 
a la tecnologicodigital se rompen los 
lazos de solidaridad, la sociedad se 
disgrega, la masa se convierte en pú-
blico, el ciudadano en consumidor o 
en usuario y, en las clases medias, 
crecen las tendencias al individualis-
mo y al “cuidado de sí mismo” (FOU-
CAULT, 1984). Escenario perfec-
to para el despliegue de las fuerzas 
económicas en todos aquellos ám-
bitos en los que se pueden obtener 
utilidades, desembarazadas de todo 
control social efectivo, obviando con 
frecuencia la legalidad o cambiando 
a su antojo leyes y ordenanzas obs-
taculizadoras.

La crisis económica de los últimos 
años, de tan graves consecuencias 
en cuanto al aumento de la desigual-
dad, ha puesto en evidencia algunos 
hechos que, a pesar del contexto de 
incertidumbre sobre el que nos mo-
vemos, abren expectativas de cambio 
en el desarrollo de la vida urbana. 

Las ciudades se van moldeando a sí 
mismas y creando cauces que mar-
can las líneas de su propio creci-
miento —fruto de las imposiciones 
de unos o las conquistas de otros— y 
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Observando la realidad internacional, 
es muy perceptible la generalización 
de unos movimientos ciudadanos 
dispuestos a asumir directamente la 
responsabilidad de realizar cambios 
profundos en la gobernabilidad, sa-
liendo de la deriva mercantilista en 
que se han implicado la mayoría de 
los gobiernos, desde la escala local a 
la global. Esos movimientos se guían 
por unos principios básicos que de-
ben orientar toda acción política: 
sostenibilidad, participación, identi-
dad y respeto a los derechos huma-
nos y ciudadanos. Será difícil que, en 
un futuro no lejano, se pueda actuar 
políticamente el margen del respeto 
a estos principios. La izquierda polí-
tica tradicional debe decidir cuanto 
antes si se integra en ese movimiento 
y asume esos principios, o se resigna 
a un papel residual de vicaria de las 
fuerzas representantes del capitalis-
mo █

Otro obstáculo es el miedo. El miedo 
siembra desconfianza, inseguridad, 
insolidaridad, intolerancia y recoge 
disgregación, conformismo, inacción 
y, sobre todo, más miedo. Los países 
que, como tantos en nuestro mun-
do hispánico, han sufrido etapas de 
violencia extrema, dictaduras largas 
y sangrientas, represión, conservan 
durante muchos años un rescoldo de 
miedo que vuelve a los ciudadanos 
precavidos ante la crítica. Aunque 
desaparezca el miedo físico, queda 
el miedo a la disensión, a las pala-
bras, a la incorrección política, a ser 
señalado y marcado como díscolo. 
El miedo es el arma de los opreso-
res para combatir a sus dos mayo-
res enemigos: la solidaridad y el libre 
pensamiento. Por eso se financian 
generosamente la disgregación y la 
segregación, la intolerancia y el fana-
tismo; por eso nunca se consentirá 
en desprenderse voluntariamente del 
control de la educación y de los me-
dios de información y difusión.

El papel del Estado como garante de 
derechos y redistribuidor de la rique-
za es otro de los déficit de la socie-
dad actual. Nobleza, aristocracia y 
burguesía se han sucedido histórica-
mente en el control del Estado que, 
como toda institución de clase, vela 
por sus propios intereses, asimilan-
do sus opciones políticas a actuacio-
nes “técnicas” y las de sus oponentes 
a determinismos ideológicos. Solo la 
presión de la clase obrera organiza-
da y del contrapoder que represen-
taban los países socialistas pudieron 
durante unas décadas suavizar los 
aspectos perversos de ese dominio. 
Alguien habrá de ocupar el lugar que 
ambos dejaron vacante. 
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LA CIUDAD EN TRES PROGRAMAS DE 
GOBIERNO DE 1970. UNA MIRADA 
ACTUAL

La historia política reciente de Chile se ve marcada por la crisis y ruptura institu-
cional de septiembre de 1973. Este hito histórico significó un quiebre, la ruptura de 
un proceso social y de la posibilidad de configurar una comunidad capaz de superar 
la fragmentación individual a través de soluciones colectivas. Lo anterior dejó en 
generaciones de chilenas y chilenos una huella indeleble sobre la comprensión de la 
construcción de sociedad, la cual se mantiene presente en los actores políticos y en 
la sociedad en general, cuyos efectos afloran en el debate público periódicamente, a 
pesar de los años transcurridos.

Dada la trascendencia de la última elección presidencial de 1970, previa a la fractura 
de 1973, producto de la cual llegan al poder Salvador Allende Gossens y la Unidad 
Popular, se considera de interés revisar los principales contenidos programáticos que 
cada uno de los denominados “tres tercios” del cuadro político sostenían frente al 
país, extractando las cuestiones urbanas que entonces se consideraban.

Patricia Corvalán Castañeda, Arquitecta Universidad de 
Chile.

TEMA CENTRAL:
EL DERECHO A 

LA CIUDAD

Derechos ciudadanos – Rol del Estado – Lo colectivo – 
Desarrollo Urbano
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Candidatura de Jorge 
Alessandri Rodríguez

Candidato presidencial independien-
te, ex Presidente de Chile entre 1958 
y 1964, Jorge Alessandri con 73 años 
de edad, es apoyado por los partidos 
de la derecha conservadora, el Par-
tido Nacional, Democracia Radical 
y una gran base de independientes. 
Esta candidatura planteó en su pro-
grama de gobierno una especial pre-
ocupación en cuanto al desarrollo 
económico como base del progreso 
social.

Cabe señalar respecto de este progra-
ma y de sus autores, que son de par-
ticular relevancia considerando los 
hechos ocurridos con posterioridad. 
Este programa fue desarrollado con 
mayor profundidad y bajo estricta re-
serva en el transcurso del gobierno 
de la Unidad Popular. El documento 
definitivo se conoció como “El Ladri-
llo”, y da cuenta de cómo para algu-
nos sectores de la sociedad chilena 
el término del mandato de Salvador 
Allende era sólo una cosa de tiempo.

Reforma constitucional

En el ámbito político, se propiciaban 
reformas constitucionales con el ob-
jetivo de fortalecer la acción del Jefe 
de Estado en desmedro de las prerro-
gativas del Congreso, como la de per-
mitir su disolución por una vez du-
rante el período presidencial; poner 
fin a la interferencia del Parlamento 
en las facultades de administración 
del Jefe del Estado; establecer prohi-
biciones, inhabilidades e incompati-

bilidades parlamentarias y establecer 
sanciones para los parlamentarios 
que infringieran las normas consti-
tucionales.

Estas propuestas de reforma se fun-
daban en una fuerte crítica a la labor 
de los partidos, a los vicios políticos 
y a la demagogia. A finales del gobier-
no de Eduardo Frei Montalva, se ob-
serva el resurgimiento en el discurso 
de la derecha chilena, de contenidos 
autoritarios ante la creciente agita-
ción política y social, según el cual se 
requería un Estado “capaz de reali-
zar el interés nacional sin someterse 
a las presiones de masas” (Moulian, 
2006). En esta misma línea, se plan-
tea en el programa de Alessandri el 
fortalecimiento de la participación 
en un ámbito distinto al de la lucha 
política: “Es necesaria una profunda 
reforma de la Constitución Política, 
que dé al Gobierno los instrumentos 
para conducir al país a una autén-
tica participación de todo el pueblo” 
(Programa de J. Alessandri, 1970).

Ámbito de la economía

Las orientaciones fundamentales del 
programa en el ámbito económico 
eran la apertura al exterior, la elimi-
nación de los monopolios, un fuer-
te aumento de las exportaciones, la 
consolidación de un régimen de em-
presa privada, la liberación del sis-
tema de precios, la modificación del 
sistema tributario por uno más neu-
tro, la creación y formación de un 
mercado de capitales, la generación 
de un nuevo sistema previsional, la 
normalización de la actividad agrí-
cola, y la protección de los derechos 
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Cabe destacar que dicho plan se ba-
saba en la promoción de la acción del 
sector privado, sobre la base de fran-
quicias para motivar la edificación de 
la vivienda propia, por parte de cada 
afectado, focalizando los recursos en 
los sectores más necesitados, con un 
fuerte componente de planificación 
estratégica del propio plan. En este 
contexto, se instalaron mecanismos 
de autoconstrucción —antes ya apli-
cados— y de progresividad de la vi-
vienda (CORVI). Es así que, con una 
baja inversión se intervino en urba-
nizaciones mínimas y viviendas par-
cialmente construidas para resolver 
las denominadas “poblaciones ca-
llampa” (conventillos o campamen-
tos).

Formaba también parte del progra-
ma, la propuesta de dar continui-
dad a la Reforma Agraria iniciada en 
1962, destacando entre otros, los si-
guientes puntos: “(…) hacer propie-
tarios a los campesinos, individual y 
colectivamente, fomentando la pro-
ductividad agropecuaria, respetando 
la propiedad del mediano y pequeño 
agricultor (…)”

Candidatura de Radomiro 
Tomic Romero

La candidatura de Radomiro Tomic 
es sustentada por el Partido Demó-
crata Cristiano (PDC) y es apoyada 
también por el PADENA (Partido De-
mocrático Nacional). Ambos partidos 
representaban las fuerzas conserva-
doras y de centro con fuerte raíz cris-
tiana. Significaba la proyección del 
gobierno de Eduardo Frei Montalva 

de propiedad. La derecha económica, 
acostumbrada a operar en un esque-
ma de fuerte regulación por parte del 
Estado, no creía en forma unánime 
en la conveniencia de aplicar en for-
ma inmediata las propuestas de libre 
mercado; sin embargo, el candidato 
Alessandri las aprobó y se consoli-
daron como pilar del programa de la 
candidatura.

Por otra parte, especial preocupa-
ción se advierte en el programa de 
Jorge Alessandri en relación con las 
F.F.A.A. Contenía una serie de medi-
das destinada al mejoramiento de las 
remuneraciones, condiciones de tra-
bajo y renovación de material militar. 
En último término, se hacía una es-
pecial mención en el ámbito social a 
medidas destinadas a reforzar la par-
ticipación de la mujer en entidades 
de servicio a la comunidad y al apoyo 
y fortalecimiento del rol de madres.

Vivienda y desarrollo territorial

Entre las políticas sociales, Alessan-
dri pretendía continuar con el plan 
habitacional iniciado en su gobierno, 
evaluado como parte de los logros de 
su período (1958-1964). El énfasis de 
estos logros estaba puesto en la apro-
bación e implementación del Decreto 
con Fuerza de Ley N°2/1959, del 31 
de julio de 19591, conocido como la 
Ley del Plan Habitacional, “un con-
junto de normas jurídicas y económi-
cas, orientadas a aunar los esfuerzos 
del país para dar solución definitiva a 
la deficiencia de viviendas” (MINVU, 
2004) 

1	 Este decreto es el conocido DFL2 que 
sigue vigente hasta hoy en día.
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Reforma Constitucional

El programa planteaba la instaura-
ción de una nueva Constitución que 
establecería, entre otras materias, la 
presentación y aprobación del plan 
básico de gobierno con recurso al 
plebiscito en el caso que fuere recha-
zado; facultades del ejecutivo para 
disolver el Parlamento; estableci-
miento de la consulta popular directa 
en materias fundamentales cuando 
existan discrepancias entre el Ejecu-
tivo y el Parlamento e instauración 
de la segunda vuelta en la elección 
presidencial.

Por otra parte, se debían crear esta-
tutos de los partidos políticos, que 
establecieran condiciones de existen-
cia y funcionamiento, y obligación de 
hacer público el origen de su finan-
ciamiento. 

Asimismo, debería establecerse un 
régimen general de incompatibilida-
des entre los que detentaban cargos 
públicos de gobierno o judiciales y 
quienes tenían la propiedad y gestión 
de los grandes intereses económicos.

Es relevante cómo se destacaba el rol 
del Estado, planteando que debía ga-
rantizar el derecho a participar acti-
vamente en la vida social, cultural, 
cívica, política y económica del país, 
debiendo eliminar los obstáculos que 
limitaban la libertad e igualdad de 
las personas y grupos. 

Una de las iniciativas interesantes 
del programa se relacionaba con la 
concepción de un Estado moderno 
que tenía como instrumento 
fundamental la planificación, tanto a 
nivel nacional como regional. En este 

hacia un nuevo período presidencial. 
Del análisis del programa se des-
prende la aspiración de profundizar 
los cambios iniciados en 1964 con la 
“Revolución en Libertad”.

Se observa en el programa ofertado al 
país una fuerte carga retórica, mez-
clada con un importante componente 
técnico. Es posible explicar esta sim-
biosis en razón del carácter de To-
mic, la intensa carga ideológica de la 
época que permeó al PDC, y al pode-
roso componente técnico-profesional 
que existía en plenas funciones del 
saliente gobierno de Frei Montalva.

La idea central que plantea este pro-
grama es la sustitución del capitalis-
mo y de sus estructuras de poder de 
minorías, sin sacrificar los derechos 
de la persona y los valores esenciales 
de la democracia. Para ello se plan-
teaba que el pueblo debía estar or-
ganizado en los centros decisivos de 
poder político, social, cultural y eco-
nómico. Lo que denominó: “La Revo-
lución Chilena, Democrática y Popu-
lar”.

Para cumplir esta meta fundamental 
se pretendía formar una amplia base 
de gobierno mediante la participa-
ción de las fuerzas sociales y políticas 
de base popular. “Sin la unidad del 
pueblo ningún proceso de cambios 
revolucionarios profundos podrá al-
canzar en Chile el éxito necesario en 
un esquema chileno, democrático y 
popular” (Programa R. Tomic, 1970).
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Desarrollo Económico

Para distribuir más equitativamen-
te la carga tributaria, en resumen, 
se cambiaría la actual estructura de 
sociedades anónimas por otra que 
implicaría asumir la calidad de so-
ciedades cooperativas; la nacionali-
zación de los Bancos extranjeros y la 
descentralización en forma regional 
el Banco del Estado. Otras propues-
tas se relacionaban con el desarrollo 
Industrial y la minería.

El programa también ponía el acento 
en la reforma agraria, definiendo la 
necesidad de avanzar en forma ma-
siva y acelerada en el proceso, con 
el fin de eliminar completamente el 
latifundio y generar paralelamente 
el desarrollo de empresas campesi-
nas comunitarias de producción y de 
servicio; reforma que mirada desde 
el concepto actual de ordenamiento 
territorial, ciertamente expresaba no 
sólo un modelo económico, sino una 
reorganización de la distribución y 
gestión del territorio.

Desarrollo Social

Se proponía el fortalecimiento de las 
estructuras de base, como gestoras 
sociales y artífices de la convivencia 
en las ciudades, para lo cual sería 
necesario generar un poder social, 
dando una nueva estructura a 
las organizaciones populares 
para que fueran auténticamente 
representativas. Para ello era 
necesario, perfeccionar la Ley de 
Juntas de Vecinos, crear un comité 
interministerial de desarrollo social 
que definiría los objetivos sociales 

sentido, se proponía la creación de 
ministerios de planificación y consejos 
de desarrollo regional con facultades 
planificadoras, administrativas y 
financieras, así como un fondo para 
la independencia y el desarrollo; es 
decir, una modernización profunda 
de la administración pública con un 
sistema de administración regional: 
para ello deberían crearse zonas 
geoeconómicas con capacidad de 
decisión descentralizadas y con 
participación en ellas de las fuerzas 
vivas de la región.

Desarrollo territorial y economía

El programa proponía tres tipos de 
áreas de empresas: la Economía So-
cial del Pueblo, área que sería confor-
mada por las empresas del Estado, 
las empresas del Fondo para la Inde-
pendencia y el Desarrollo Nacional, 
y las Empresas de Trabajadores, en 
las cuales los dueños del trabajo se-
rían a la vez los dueños del capital. 
La segunda estaría conformada por 
las empresas pequeñas y medianas 
que recibirían atención y apoyo es-
pecial del Estado; y una tercera, que 
sería el área de economía tradicional 
formada por las grandes empresas 
privadas no monopólicas.

Se proponía, además, la recuperación 
de las riquezas básicas, completando 
el proceso de nacionalización del co-
bre, así como el aumento sustancial 
de la eficiencia del Estado, distribu-
yendo en mejor forma la carga tribu-
taria, exigiendo mayor aporte efectivo 
a los sectores de más altos ingresos, 
disminuyendo los subsidios y racio-
nalizando las franquicias.
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de sueldos y salarios. Por otra parte, 
para los sectores de escasos recur-
sos, se optaría fundamentalmente 
por el trabajo de autoconstrucción.

Candidatura de Salvador 
Allende Gossens

La candidatura de Salvador Allende 
G. representaba en la elección pre-
sidencial de 1970 a los partidos Co-
munista, Socialista, Radical y Social 
Demócrata, el Movimiento de Acción 
Popular Unitaria (MAPU) y la Acción 
Popular Independiente. Estos parti-
dos logran consensuar el “Programa 
Básico de Gobierno de la Unidad Po-
pular el 17 de Diciembre de 1969 y 
dilucidar el nombre de quien lo en-
cabezaría posteriormente, Allende, a 
fines de Enero de 1970.

El programa parte acotando un 
diagnóstico de la realidad del país, 
según el cual estaba marcado por 
una crisis profunda. Se describía 
una situación de estancamiento 
en lo económico y social, y se 
reconocía estar frente al fracaso 
de un sistema que no correspondía 
a las necesidades de los tiempos. 
El análisis consideraba una fuerte 
crítica a las recetas “reformistas” 
y “desarrollistas”, impulsadas por 
la Alianza para el Progreso2 y que 
hiciera suyas el gobierno saliente 
de Eduardo Frei Montalva. En este 
ámbito se indicaba que el desarrollo 
del capitalismo niega la ampliación 
de la democracia y promueve la 

2	 Programa de ayuda económica 
impulsada por la administración de J.F 
Kennedy para América Latina.

de corto y largo plazo. Del mismo 
modo, se planteaba promover la 
organización de las asociaciones 
de familias, formadas con carácter 
federativo a nivel vecinal, comunal, 
provincial y nacional, manteniendo 
representación en cada nivel, en las 
juntas de vecinos, municipalidades, 
intendencias, y en colaboración con 
los centros de madres. La propuesta 
también consideraba aplicar una 
política femenina orientada a 
integrar a la mujer en todos los 
niveles de acción y decisión, defender 
sus derechos laborales y, en general, 
promover la plena igualdad jurídica 
del hombre y la mujer.

Política de vivienda y urbanismo

Dentro de las propuestas realizadas 
en el programa estaba la creación 
de un stock de terrenos disponibles, 
que se realizaría en forma pública 
o privada, para incorporarlos a los 
programas de vivienda. También se 
pretendía definir los materiales de 
construcción prioritarios en cada re-
gión y, en torno a ellos, se organiza-
rían empresas regionales en forma 
de cooperativas de producción o em-
presas de trabajadores, para explo-
tarlos y elaborarlos. El Ministerio de 
la Vivienda, por su parte, elaboraría 
técnicas y diseños de construcción 
de viviendas en que se usarían estos 
materiales prioritarios. A su vez, se 
organizarían empresas comunitarias 
de montaje y construcción. Se regu-
larían las exigencias de ahorro previo 
y se sujetaría la reajustabilidad de los 
dividendos en relación al ingreso fa-
miliar, el costo de la vida y el reajuste 
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que tendría a la Asamblea del Pueblo 
como órgano superior de poder, la 
Cámara Única, que expresaría nacio-
nalmente la soberanía popular.

De igual modo que en el programa de 
Tomic, se mencionaba la implemen-
tación de un sistema nacional de pla-
nificación cuya misión era la de diri-
gir y coordinar la política económica 
y social del Estado. Los planes que 
se generasen deberían ser aprobados 
por la Asamblea del Pueblo y lleva-
rían implícita la intervención de los 
organismos de los trabajadores.

La construcción de la nueva 
economía

Objetivo central de la Unidad Popu-
lar era el de reemplazar la estructu-
ra económica del país, “terminando 
con el poder del capital monopolista 
nacional y extranjero y del latifundio, 
para iniciar la construcción del so-
cialismo” (Moulian, 2006). 

Para ello se planteaba la definición 
de Tres Áreas de la propiedad en 
donde se destaca la idea de constituir 
un área estatal predominante 
(Área de Propiedad Social). Esta 
sería conformada principalmente 
por la gran minería, el sistema 
financiero, el comercio exterior, las 
grandes empresas y monopolios 
de distribución, los monopolios 
industriales estratégicos y, en 
general, aquellas actividades que 
condicionan el desarrollo económico y 
social del país. En un segundo orden 
se define la existencia de un área 
privada y otra mixta de la economía. 

violencia contra el pueblo, criticaba 
la explotación imperialista de 
economías atrasadas como la 
chilena, en un país, en que hasta ese 
momento, se gobernaba y legislaba 
a favor de unos pocos. También 
mencionaba que el alza del costo de 
la vida “es un infierno en los hogares 
del pueblo”, que la economía de 
entonces no era capaz de alimentar 
a la población y que no había habido 
crecimiento. El diagnóstico concluía 
afirmando que “la única alternativa 
verdaderamente popular y, por lo 
tanto, la tarea fundamental que el 
Gobierno del Pueblo tiene ante sí, 
es terminar con el dominio de los 
imperialistas, de los monopolios, de 
la oligarquía terrateniente e iniciar la 
construcción del socialismo en Chile” 
(Programa UP 1970).

Reforma constitucional

El programa propiamente tal inicia 
sus propuestas planteando cuáles 
son las condiciones para que sean 
efectivas las transformaciones revo-
lucionarias que el país necesitaba, 
cambiar las instituciones para ins-
taurar un nuevo Estado donde los 
trabajadores y el pueblo tuviesen en 
sus manos el real ejercicio del poder; 
a todo esto se le denominaba Poder 
Popular.

Se planteaba que la instauración de 
una nueva Constitución debía insti-
tucionalizar la incorporación masi-
va del pueblo al poder estatal. El rol 
del Estado pasaba por la creación de 
una organización única, estructura-
da a nivel nacional, regional y local 
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precio y límite a utilidades, así como 
concretar la extensión de la cobertura 
y calidad de los servicios urbanos y 
el equipamiento público para toda la 
población.

De hecho, una parte del programa 
se vio reflejado en una maximización 
de las capacidades del Estado para 
la provisión de viviendas destina-
das a la integración de los sectores 
marginales objeto de las acciones de 
promoción popular, tarea en la que 
destaca el rol de la Corporación de 
Vivienda (CORVI).

Propuestas de 1970 y su 
herencia en Chile actual

El programa de Jorge Alessandri Ro-
dríguez obtuvo la segunda mayoría 
relativa en la elección presidencial de 
1970, con el 34,9 % de la votación. 
A pesar de que en diversos aspectos 
las propuestas de su programa apa-
recen sobrepasadas o de plano obso-
leto, en la actualidad en lo referente 
a su matriz de desarrollo claramente 
corresponde a la vigente hasta nues-
tros días, sin perjuicio de los matices 
que se desarrollarán más adelante

Independientemente de que el pre-
sidencialismo ha estado presente en 
gran parte de la historia republicana 
de Chile, y que en particular las pro-
puestas que en este sentido se ob-
servan en el programa de Alessandri 
no necesariamente se han materiali-
zado, es innegable que el objetivo de 
fondo de fortalecer la acción del Jefe 
de Estado se reconoce en el sistema 
político actual. 

Por otra parte, la profundización y 
extensión de la Reforma Agraria son 
planteadas también como esenciales 
para el proceso de transformaciones 
que buscaban promover la estructura 
social, política y económica del país.

Respecto al desarrollo económico, se 
proponía un vuelco de la capacidad 
productiva del país hacia la manu-
factura de artículos de consumo po-
pular, baratos y de buena calidad. 
La garantía de ocupación a todos los 
chilenos en edad de trabajar con un 
nivel de remuneraciones adecuado, 
así como liberar la economía local de 
la subordinación al capital extranje-
ro, mediante el mecanismo de expro-
piación. El crecimiento económico se 
aseguraba desarrollando al máximo 
las fuentes productivas, mientras 
que la política de comercio exterior, 
debía tender a desarrollar y diversifi-
car las exportaciones. Y con todo, lo-
grar estabilidad monetaria y la lucha 
contra la inflación.

Política de vivienda y urbanismo 

Debía ser preocupación preferente 
del gobierno el reconocimiento 
como derechos sociales del pueblo 
de una serie de anhelos históricos. 
Entre otros, mejorar y extender a los 
sectores de trabajadores el sistema 
previsional y de seguridad social; 
asegurar atención médica financiada 
por el Estado; establecer un amplio 
plan habitacional garantizando 
que cada familia pudiese llegar a 
ser propietaria de una vivienda; 
desarrollar la industrialización en 
la construcción, con control de 



178

De la candidatura de Radomiro To-
mic, que alcanzó poco más del 27,8 
% de preferencias en la elección pre-
sidencial de 1970 no se observan in-
fluencias substanciales en la matriz 
actual. Sin embargo, hay una serie 
de elementos que tienen plena vigen-
cia en el esquema presente que son 
dignos de mencionar.

En cuanto a las propuestas en el 
ámbito político, la instauración de la 
segunda vuelta en la elección presi-
dencial es una realidad. También la 
actual ley de partidos políticos y el fi-
nanciamiento de las campañas están 
claramente en la línea de lo plantea-
do en el programa Tomic respecto de 
transparentar el financiamiento de 
esos actores. Asimismo, la propuesta 
de establecer un régimen general de 
incompatibilidades entre cargos pú-
blicos e intereses económicos tiene 
especial vigencia en el debate públi-
co, ante la posibilidad de una segun-
da candidatura presidencial de la de-
recha por parte de la tercera fortuna 
del país, sin perjuicio de los avances 
que han constituido las recientes ini-
ciativas legales asociadas a la probi-
dad y la transparencia.

Las propuestas en la línea de la des-
centralización claramente se han 
hecho realidad sin desconocer que 
en este ámbito aún el país requie-
re avanzar con mayor decisión. Los 
aspectos político-administrativos de 
esta propuesta han demostrado su 
vigencia y se han ido concretando en 
estos años, quedando aún pendiente 
de ensamblar al esquema actual los 
temas relativos a la participación de 
la ciudadanía que desarrollaba en 
forma avanzada el programa de To-
mic.

La crítica a los partidos políticos 
se originaba en una profunda 
desconfianza que subyacía en la 
oligarquía hacia los partidos. Celo que 
se traduce en la histórica preeminencia 
de actores políticos “independientes” 
que han representado al sector, 
como en el caso que se analiza, y que 
posteriormente alcanzó su expresión 
más alta en el sostenido discurso 
“antipolítico” de la dictadura militar 
y que sigue presente hasta nuestros 
días. 

En relación con las propuestas en 
el ámbito económico, estas fueron 
aplicadas con férrea rigurosidad en 
la dictadura militar y conformaron 
el marco general de la matriz neo-li-
beral que nos rige actualmente, sin 
perjuicio del acento redistributivo y 
social que incorporaron progresiva-
mente los gobiernos democráticos 
de la Concertación a partir de 1990, 
luego de recuperada la democracia. 
El mayor impacto de contenidos que 
implicó la candidatura de la derecha, 
en 1970, hacia el Chile de nuestros 
días se dio en este ámbito, dada la 
irrupción de economistas de la escue-
la de Chicago, quienes ya plasmaron 
las bases en el programa de Alessan-
dri, y aplicaron en dictadura luego 
de imponerse al interior del régimen. 
En último término, si consideramos 
que la idea central del programa de 
Alessandri era el desarrollo económi-
co como la prioridad, como la base 
del progreso social, claramente es 
posible reconocer la vigencia de esta 
mirada exclusiva en amplios sectores 
del Chile de hoy.
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desarrollo son nulos, exceptuando 
algunos en el ámbito del desarrollo 
social.

La mirada urbana

El análisis de la oferta programáti-
ca antes del quiebre institucional de 
1973 por parte de los mismos acto-
res del escenario político actual es 
una ayuda para entender los proce-
sos que ocurrieron con posterioridad 
y que han marcado a generaciones 
hasta hoy. Al mismo tiempo, esta mi-
rada permite directamente, sin filtros 
y siendo inmune a la propaganda, 
entender algunas claves del Chile ac-
tual y sus desafíos futuros. 

Se dice comúnmente que los progra-
mas de Tomic y Allende eran muy si-
milares y que existió la posibilidad de 
que la historia hubiera sido distinta 
en un esquema de acuerdo entre el 
PDC y la UP para la elección de 1970. 
Independiente de que existieron mu-
chas otras consideraciones que aten-
taron contra esa idea, se desprende 
de este ejercicio que los programas 
de gobierno en cuestión contenían 
diferencias insoslayables.

Es necesario hacer un par de 
reflexiones sobre la persistencia en 
la actualidad de las propuestas de 
la derecha hacia 1970. Si bien, en lo 
medular, es posible advertir que la 
idea de que “el desarrollo económico 
es la base del progreso social” ha sido 
regla en las últimas décadas y que se 
reconoce en la actualidad una matriz 
que era posible encontrar en la lectura 
del programa de Jorge Alessandri, 

El entonces Ministerio de Planifica-
ción, hoy es una realidad, conside-
rando además que su rol ha evolu-
cionado en el tiempo hacia el ámbito 
de la protección social, singularizado 
en el actual Ministerio de Desarrollo 
Social. Si bien todavía cumple un rol 
en la evaluación de la inversión pú-
blica, la decisión en la asignación de 
los recursos tiene otros referentes en 
donde el Ministerio de Hacienda jue-
ga un papel predominante. 

La candidatura de Salvador Allende 
encabezando la Unidad Popular ob-
tuvo la primera mayoría con el 36,6 
% de la votación, la cual fue ratificada 
por el Congreso Pleno tal como esta-
ba establecido constitucionalmente.

Tal como se ha mencionado, el pro-
grama de la Unidad Popular aspiraba 
a la total transformación de la socie-
dad y sus instituciones, por la vía de-
mocrática, hacia la instauración del 
socialismo. Sin perjuicio de la crisis 
política, económica y social generada 
en el gobierno de Allende y del quie-
bre institucional de 1973, no cabe 
duda que la vigencia u obsolescencia 
de las propuestas contenidas en el 
programa de la UP tiene que ver con 
los cambios que se han dado en el es-
quema político y económico mundial, 
en donde nítidamente se ha avanza-
do en un sentido distinto, esto es, 
la instalación definitiva del sistema 
neoliberal, y que Chile ha recogido en 
forma transversal, continuando con 
la “reproducción de la infraestruc-
tura” creada durante la dictadura y 
legalizada en la Constitución del 80 
(Moulian, 1997) Bajo este criterio, los 
elementos que se pueden reconocer 
en la actualidad como vigentes o en 
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Humanos: el Pacto Internacional de 
Derechos Políticos y Civiles y el Pacto 
Internacional de los Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales, ambos 
pactos están reflejados en los progra-
mas de Tomic y Allende. 

Un tercer aspecto es que, transver-
salmente a los tres programas, los 
derechos mencionados estarían ga-
rantizados a través de una modifi-
cación de la Constitución. Esta mo-
dificación implicaba fuerte matices 
entre cada programa, tal como se ha 
descrito.

Un cuarto aspecto, es que la tarea de 
realizar una “nueva sociedad” se ba-
saba en una construcción colectiva. 
Los programas planteaban el qué o 
las metas, mientras que los medios 
para alcanzarlos pasaban por forta-
lecer los derechos ciudadanos y co-
lectivos, y el rol del Estado. Es intere-
sante observar cómo “lo colectivo” era 
la base desde la que se pretendían al-
canzar los cambios propuestos, idea 
que contrasta con la imposición pos-
terior de un modelo individualista.

Finalmente, resulta llamativo cons-
tatar que el programa de Alessandri 
expresara tan nítidamente una pa-
radoja aún vigente en el discurso de 
ese sector en la actualidad, que es la 
visión de un Estado capaz de reali-
zar el interés nacional sin someterse 
a las “presiones de las masas” (ma-
yorías?), y al mismo tiempo conside-
rar la necesidad de una reforma de 
la Constitución Política a fin de dotar 
al gobierno de los instrumentos para 
conducir el país en una auténtica 
participación “de todo el pueblo”.

los medios a través de los cuales 
se impusieron en el país no fueron 
legítimos. Es imposible considerar 
el período dictatorial como uno más 
o comparar “la obra del régimen 
militar” con cualquier otro período en 
democracia. Tampoco es éticamente 
sustentable el planteamiento de que 
los atropellos a los derechos humanos 
fueron excesos de algunos o costos 
necesarios. El retroceso dramático 
en los derechos sociales que permitió 
la instauración férrea de la doctrina 
neo-liberal son materias que aún no 
se terminan de recuperar a pesar 
de los avances de los gobiernos 
democráticos post-dictadura.

Respecto a cómo se entendía la ciu-
dad y el desarrollo urbano, al revisar 
los tres programas de gobierno de 
1970 se pueden destacar cinco as-
pectos. El primero de ellos, es que la 
ciudad, más allá de que en esa déca-
da aún no era definida como sujeto 
político, no aparecía como un ámbito 
aislado del programa sino inserto en 
una mirada integral de la sociedad. 
Los aspectos sociales, económicos y 
políticos eran parte de los atributos 
del desarrollo urbano y de la solución 
a las necesidades de vivienda.

Esta visión estaba construida sobre 
la certeza de la existencia de dere-
chos que debían ser garantizados y, 
de esta manera, la ciudad serviría de 
soporte para este cumplimiento: de-
rechos ciudadanos, la participación 
vinculante en la toma de decisiones 
y la importancia del desarrollo regio-
nal. Se debe recordar que Chile había 
firmado muy recientemente, en 1969, 
los pactos que se derivan de la De-
claración Universal de los Derechos 
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solo permite conciliar los “reclamos” 
del individuo y de la comunidad, sino 
también establecer los deberes del 
propietario que derivan de la convi-
vencia social. La función social como 
un valor que, lejos de negar la propie-
dad, es la única manera de articular 
legítimamente el interés individual y 
los requerimientos del bien común.

En contraste, el programa de Ales-
sandri planteaba dar continuidad a 
la política habitacional implementa-
da en su gobierno (1958), autoeva-
luada como exitosa, sin profundizar 
en algún giro significativo o ajuste en 
el diagnóstico, a la luz de deficien-
cia habitacional y urbana acumula-
da. No se consideraba la necesaria 
re focalización del plan habitacional 
y la reasignación de recursos para 
abordar la creciente demanda de los 
sectores más desposeídos. Por otra 
parte, el programa si proyectaba 
dar continuidad a la Reforma Agra-
ria iniciada en 1962 —inducido por 
los compromisos en el contexto de la 
Alianza para el Progreso y la decidida 
acción de la Iglesia Católica en esta 
materia—, dando énfasis a la propie-
dad individual y colectiva, respetan-
do la propiedad del pequeño y media-
no agricultor.

El rol del Estado

A diferencia del fuerte y activo rol que 
se le otorgaba al Estado en los pro-
gramas de Tomic y Allende para ac-
tuar en el desarrollo de las ciudades, 
la actual Constitución en su Artículo 
1, es enfática al describir el rol sub-
sidiario de este.

Precisamente el empoderamiento ci-
vil y el desarrollo social, truncados 
en tiempos de dictadura, median-
te cirugía de precisión, se denotan 
como las pérdidas más relevantes, 
que desembocaron en la deconstruc-
ción de lo colectivo, que persiste has-
ta nuestros días.

En este sentido, ya hace más de 45 
años se planteaba la auténtica par-
ticipación —con poder en la toma 
de decisiones— como valor esencial 
de la democracia, en un contexto en 
que lo colectivo —entendido como la 
búsqueda del bien común por sobre 
el bien puramente particular— era 
una realidad en construcción, que en 
la actualidad ha sido drásticamente 
reemplazada por un feroz individua-
lismo, que hace percibir “lo colectivo” 
como una utopía e incluso una ame-
naza.

En aspectos específicos se puede 
plantear que las discusiones básicas 
relacionadas con el ordenamiento te-
rritorial y el urbanismo ya estaban 
presentes en las propuestas.

Propiedad privada y planificación 
territorial y urbana

Tanto Tomic como Allende plantea-
ban una revisión de las formas de 
propiedad, cuestión indispensable 
para la planificación urbana, en la 
medida que se requería actuar sobre 
la propiedad privada para garantizar 
intereses generales. En este sentido, 
se reconoce hoy la misma aspiración 
y desafío, el cual es acordar (recor-
dar) que el valor constitucional de 
la función social de la propiedad no 
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vienda para sectores vulnerables); no 
obstante, persiste una brecha en tér-
minos de calidad y universalidad de 
los “bienes públicos urbanos: espa-
cio público, conectividad, movilidad y 
acceso a medios de transporte, áreas 
verdes, equipamiento urbano de se-
guridad, telecomunicaciones, depor-
te, cultura, salud, educación” (Polí-
tica Nacional de Desarrollo Urbano 
2014), y de compromiso explícito de 
estándares mínimos de calidad y co-
bertura de los mismos. Igualmente, 
subsiste la deuda respecto de la ní-
tida ambición expresada en los men-
cionados programas, en el sentido de 
otorgar las garantías constituciona-
les necesarias para asegurar calidad 
y cobertura de los bienes públicos 
urbanos, para así, poder aproximar-
se a la instalación de “garantías ur-
banas”, en un proyecto colectivo na-
cional de construcción de una nueva 
sociedad, para el adecuado desarro-
llo individual y social al amparo de 
una nueva Constitución (derecho a la 
vivienda, la protección del medio am-
biente, el derecho a la ciudad, a in-
tegrase, a la función social de la pro-
piedad, a la participación ciudadana 
y al ordenamiento territorial).

Derecho a la vivienda

A pesar de estar firmado el Pacto 
Internacional de Derechos Sociales 
Económicos y Culturales, este de-
recho sigue sin formar parte de los 
derechos comprometidos. Asimismo, 
las formas de acceso a la vivienda si 
bien ya se centraban en la propiedad 
privada, incorporaban algunos pro-
gramas de gestión para alcanzarla 

El golpe militar de 1973 significó un 
quiebre institucional con un cambio 
drástico y veloz, en el que la política 
estatal orientó la acción pública ha-
cia la municipalización de una parte 
de sus funciones y el traspaso de la 
institucionalidad hacia el sector pri-
vado, y se asumió una economía de 
libre mercado bajo un nuevo Estado 
subsidiario, lo que se tradujo en la 
retirada del Estado de todas aquellas 
áreas en las cuales es posible satisfa-
cer las demandas a través del merca-
do. Lo que en términos urbanos tuvo 
efectos graves, generando ciudades 
segregadas e inequitativas, que pa-
radójicamente niegan alternativas 
de elección que el “mercado ofrece” 
a los ciudadanos. Esto, como conse-
cuencia de un Estado con recursos 
y capacidad de gestión limitados, y 
por ende con un gasto público res-
tringido también en políticas sociales 
como la educación, salud, vivienda, 
entre los más demandados.

Garantías urbanas

En los programas de Tomic y Allende, 
emerge como tarea urgente la satis-
facción de necesidades básicas, en-
fatizadas en el ámbito urbano como 
la extensión de la cobertura y calidad 
de los servicios urbanos y el equipa-
miento público para toda la pobla-
ción. Hoy, en términos generales, la 
satisfacción de demandas básicas 
puede considerarse abordada de ma-
nera satisfactoria en términos de in-
dicadores cuantitativos de cobertu-
ra de infraestructura (agua potable, 
alcantarillado, electricidad, estable-
cimientos de educación, salud y vi-
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todo tipo, a través de la adquisición 
o gestión de áreas con fines estraté-
gicos de largo plazo, ejerciendo una 
función adicional de regulación, en 
consonancia con el interés y bien pú-
blico, y de protección contra la espe-
culación █

que se basaban en la capacidad de 
las comunidades de organizarse y 
participar en la construcción en for-
ma directa.

Aunque los instrumentos han varia-
do sustancialmente, la declaración 
—en los tres programas de gobier-
no— de que cada familia tiene dere-
cho a ser propietaria de una vivienda 
es hoy una realidad, considerando 
que la acción de mayor intensidad en 
la política habitacional actual está 
concentrada en abordar completa-
mente la demanda de los 2 primeros 
quintiles de la población. Mientras 
en 1970 se planteaba este objetivo 
garantizando un sitio y la edificación 
vía autoconstrucción, en la actuali-
dad opera entregando una vivienda 
de 45 a 50 m2 como mínimo y con 
estándares de calidad garantizada. 

Banco de suelo

La propuesta de stock de terrenos 
de Tomic, sigue siendo una necesi-
dad. Es así que, 45 años después 
también se recoge como propuesta 
desde el Consejo Nacional de Desa-
rrollo Urbano (2015). La restringida 
disponibilidad de suelo de propie-
dad pública para nuevos desarrollos 
y la obligación del Estado de parti-
cipar en el mercado de suelos como 
un actor más, adquiriendo terrenos 
con fines sociales a precios altos, 
hace imprescindible implementar 
una herramienta que garantice sue-
los bien localizados y a precios jus-
tos. Un banco de tierras que asegure 
una cartera de reserva de suelo del 
Estado para el desarrollo urbano de 
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DESARROLLO TERRITORIAL 
Y URBANO EN LA NUEVA 
CONSTITUCIÓN

Se adhiere a esta declaración el Área de Investigación Jurídica del Instituto Igualdad.

Santiago, septiembre de 2015.

Comisión Ciudad y Territorio del Partido Socialista de Chile

TEMA CENTRAL:
EL DERECHO A 

LA CIUDAD



La Comisión Ciudad y Territo-
rio del Partido Socialista de 
Chile se creó a mediados de 
la década de 1980. Desde en-

tonces ha participado activamente en 
la discusión de los temas de vivien-
da, ciudad y territorio, así como en 
la generación de contenidos para los 
distintos programas de gobierno.

Uno de los documentos creados por 
la Comisión, discutidos y aprobados 
en el XXIX Congreso del Partido So-
cialista de Chile, el año 2011, llevaba 
el mismo nombre de este dossier, “El 
derecho a la ciudad. Principios bási-
cos socialistas para una ciudad más 
justa”. En él se recogían ocho postu-
lados de lo que creíamos que debía 
asegurarse en la ciudad: los princi-
pios de igualdad y equidad urbana; 
gobierno de la ciudad, participación 
y sustentabilidad urbana, ciudades 
seguras, transporte público y gestión 
pública del suelo. 

En los últimos años ha habido avan-
ces, pero siguen siendo de carácter 
subsidiario o puntual respecto a un 
problema que necesita intervencio-
nes enérgicas e integrales. Menor 
impulso ha tenido, ciertamente, el 
desarrollo de legislación y de instru-
mentos para un desarrollo territo-
rial y urbano con mayor equidad. En 
parte, el Caso Caval (2015) muestra 
estas carencias. En este caso, el te-
rritorio se convierte —por decisiones 
del Estado que debieran estar basa-
das en el interés general— en un pro-
ducto de altísimo valor que revierte 
por completo en beneficio privado. 
Por otra parte, considerando las par-
tes implicadas, procede una discu-
sión que traspasa lo puramente legal 

y concierne a la ética, fundamental 
para modelar cualquier acción en 
nuestras ciudades. La Comisión Ciu-
dad y Territorio, en marzo de este 
año, realizó una declaración al res-
pecto, exponiendo cuestiones que de-
bían ser reconocidas en la discusión 
y en la elaboración de propuestas. 

En el actual contexto de discusión 
sobre los contenidos de una nueva 
Constitución, nos parece fundamen-
tal incorporar la ciudad y el ámbito 
territorial, para lo cual se exponen 
las propuestas de esta Comisión.

1. Desarrollo Territorial y 
Urbano Sostenible

Se entiende como desarrollo sosteni-
ble el desarrollo integral y sostenido 
en el tiempo de los factores económi-
cos, sociales, culturales y ambienta-
les, sin poner en riesgo la continui-
dad de los recursos imprescindibles 
para la vida. Este principio, junto a 
los derechos humanos descritos en 
la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, debe ser incorporado en la 
nueva Constitución y en la definición 
del desarrollo territorial y urbano. 
Esta base permitirá desarrollar, con 
una mirada intersectorial, compren-
siva e incluyente, las herramientas 
legales necesarias para actuar desde 
el Estado en cuestiones básicas como 
el acceso a la vivienda, las garantías 
urbanas, la creación de bienes públi-
cos, el respeto al medio ambiente.
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Es necesario también incorporar 
mecanismos que favorezcan la auto-
nomía y los desarrollos locales, tan-
to regionales como de las ciudades, 
estableciendo una acción de Estado 
más activa y cercana a sus ciudada-
nos y a las circunstancias de cada 
territorio.

3. La función social de la 
propiedad

Chile debe sumarse a la tendencia 
generalizada de los países de su en-
torno para garantizar la función so-
cial de la propiedad en la Constitu-
ción y para mantener un desarrollo 
territorial y urbano equilibrado. La 
propiedad privada es un derecho, 
pero este debe estar claramente deli-
mitado por el interés general y los de-
rechos colectivos. No se puede conti-
nuar con un desarrollo del territorio 
que enriquece a muy pocos, mientras 
los costos en calidad de vida los paga 
el conjunto de la sociedad, y que no 
sólo afecta a los ciudadanos actua-
les, sino que serán una carga negati-
va para las futuras generaciones. 

2. Garantizar el principio del 
interés general

Entendemos que para alcanzar un 
desarrollo sostenible y para enfren-
tar los déficits en la calidad urbana 
con que conviven millones de chile-
nos, se necesita actuar con una vi-
sión integradora, basada en los dere-
chos colectivos, los bienes comunes y 
el interés general.

Lejos de poner en cuestión la legiti-
midad de la propiedad privada, cree-
mos que el debate sobre el rol social 
y ambiental de la propiedad no pue-
de seguir siendo postergado. Las na-
ciones del mundo están adoptando 
estos principios, cuya ausencia con-
lleva los efectos negativos que están 
demostrados en la segregación so-
cial y espacial de nuestras ciudades. 
Nuestra ética socialista nos reclama 
ser coherentes con los derechos hu-
manos y el interés general, aseguran-
do un desarrollo territorial y urbano 
basado en la justicia social.

Estos principios no son posibles si 
no es a través de un Estado con atri-
buciones suficientes y efectivas para 
hacer prevalecer el interés general 
sobre el particular. En este sentido, 
el Estado debe asumir las competen-
cias exclusivas y la responsabilidad 
sobre la planificación y la gestión del 
suelo.
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Creemos que estos cuatro aspectos 
son básicos para la discusión sobre 
el actual modelo de desarrollo territo-
rial, los conceptos que lo sustentan y 
la revisión profunda de nuestros mé-
todos e instrumentos, con el objetivo 
de legislar sobre el desarrollo urbano 
y territorial conforme a los principios 
mencionados.

Finalmente, reafirmamos nuestra 
convicción en la necesaria participa-
ción de la ciudadanía en la toma de 
decisiones respecto a la ciudad y el 
territorio que habita, garantizando 
su efectividad y legitimidad mediante 
la creación de nuevos instrumentos 
y la participación informada, vincu-
lante, con tiempos y presupuestos 
adecuados █

4. Desincentivar la 
especulación del suelo y 
permitir la participación 
de la comunidad en las 
plusvalías generadas por la 
acción del Estado

Los ciudadanos, a través de sus tri-
butaciones, permiten que el Estado 
pueda invertir en el territorio. Con 
ello se generan servicios, puestos de 
trabajo y movimiento de capital. Con 
los tributos también se mejora la ca-
lidad de vida y se satisfacen necesi-
dades. Pero al mismo tiempo, estas 
acciones generan un aumento del 
precio del suelo. A este aumento se le 
denomina plusvalías. Estas plusva-
lías no deben ser aprovechadas sólo 
por unos pocos, sino que una parte 
de ellas deben retornar a la comuni-
dad que permitió dicha inversión.

El principio de recuperación de plus-
valías generadas por las inversiones 
del Estado se aplica como una fór-
mula redistributiva, de justicia so-
cial y con el fin de generar desarrollo 
local. En este sentido, creemos que 
representa un paso adelante, y lo 
apoyamos plenamente, el Proyecto 
de Ley de Transparencia del Mercado 
de Suelo e Incrementos de Valor por 
Ampliaciones del Límite Urbano, pre-
sentado al Congreso en julio de este 
año y actualmente en discusión.

Del mismo modo, y tal como preten-
de este Proyecto de Ley, es relevante 
avanzar en la creación de mecanis-
mos de transparencia para todas las 
operaciones públicas o privadas rela-
cionadas con el territorio.
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